
 

TESIS JURISPRUDENCIAL   1/2009. 
 

 

AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN QUE PLANTEAN LA INCONSTITUCIONALIDAD DE 
UNA LEY QUE PUDO COMBATIRSE EN UN JUICIO DE GARANTÍAS 
ANTERIOR PROMOVIDO POR EL MISMO QUEJOSO. Conforme al 
artículo 73, fracción XII, en relación con el numeral 166, fracción IV, 
párrafo segundo, ambos de la Ley de Amparo, al no poder sobreseerse 
en el juicio de amparo directo respecto de una ley cuya aplicación fue 
consentida, por no tener el carácter de acto reclamado, procede 
declarar inoperante el planteamiento de inconstitucionalidad de la ley 
formulado dentro de los conceptos de violación. Lo anterior es así, 
porque la sistemática instituida en la Ley citada no establece la 
posibilidad de combatir una ley con motivo de un segundo o ulterior acto 
de aplicación, de tal suerte que si no se combate el primer acto, se 
reputa consentido, y aunque en principio dicho argumento es válido 
para el amparo indirecto, lo cierto es que también es aplicable al 
directo. En efecto, el juicio de garantías interpuesto ante los tribunales 
colegiados de circuito es de carácter restrictivo y, por ende, si se 
promueve contra una sentencia en la que se aplica una norma cuya 
constitucionalidad no se cuestiona, tal problema resulta ajeno a la litis y 
el tribunal de amparo debe resolver sobre la base de que la quejosa 
aceptó la inconstitucionalidad de ese precepto, sin que pueda 
introducirlo en un amparo interpuesto posteriormente contra la 
sentencia emitida en acatamiento a la de amparo en la que tal 
dispositivo legal no fue materia de análisis, por no haberse planteado su 
inconstitucionalidad dentro de los conceptos de violación; de ahí que no 
es jurídicamente aceptable que los quejosos promuevan varios juicios 
de amparo directo y en el último expresen la inconstitucionalidad de un 
precepto si desde el primer acto reclamado éste se aplicó y les causó 
perjuicio, pues de otra manera se contrariaría la sistemática del amparo 
derivada de los artículos mencionados. 
 

Amparo directo en revisión 893/2006. 4 de agosto de 2006. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 278/2008. **********. 2 de abril de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores 
Rueda Aguilar.  
 
Amparo directo en revisión 536/2008. ********** 21 de mayo de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: José Alberto 
Tamayo Valenzuela. 
 
Amparo directo en revisión 471/2008. **********. 25 de junio de 2008. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Guillermina Coutiño Mata. 
 
Amparo directo en revisión 958/2008. 3 de septiembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Ávila 
Ornelas.  



 

 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de tres de diciembre de dos 
mil ocho. México, Distrito Federal, cuatro de diciembre de dos mil 
ocho. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   2/2009 
 
 

PERSONALIDAD EN LOS JUICIOS EJECUTIVOS MERCANTILES. 
DEBE TENÉRSELE POR ACREDITADA A QUIEN SE OSTENTA 
COMO ENDOSATARIO EN PROPIEDAD, AUN CUANDO DEMANDE 
EL PAGO DE UN TÍTULO DE CRÉDITO ENDOSADO A SU FAVOR 
CON POSTERIORIDAD A SU VENCIMIENTO. La personalidad jurídica 
es única e indivisible y consiste en la facultad procesal de una persona 
física o moral para comparecer en juicio por encontrarse en pleno 
ejercicio de sus derechos. Ahora bien, el cambio en la calidad del actor 
no implica la pérdida de su interés jurídico, ya que éste nace desde que 
se ostenta como titular del derecho que hace valer. Así, en un juicio 
ejecutivo mercantil debe tenerse por acreditada la personalidad de 
quien ostentándose como endosatario en propiedad comparece en 
juicio a promover su acción, aun cuando demande el pago de un título 
de crédito endosado a su favor con posterioridad a su vencimiento, 
pues la circunstancia de que haya obtenido una calidad diversa, es 
decir, que haya dejado de ser endosatario en propiedad y ahora sea 
cesionario, no anula su interés jurídico, en tanto que dicho cambio 
únicamente se vincula con los posibles efectos derivados de una cesión 
ordinaria, pero no con la capacidad o la calidad de quien comparece en 
el juicio. Lo anterior, con independencia de que la legitimación en la 
causa, que constituye la titularidad del derecho cuestionado, es un tema 
de futura valoración dentro del propio juicio, ya que debe tenerse en 
cuenta que mientras la legitimación en el proceso es requisito para la 
procedencia del juicio, la legitimación en la causa lo es para el dictado 
de una sentencia favorable. Además, el hecho de que un título de 
crédito se endose después de su vencimiento no implica que pierda su 
ejecutividad a través de la vía ejecutiva mercantil, esto es, si bien la 
cesión ordinaria de un documento mercantil vencido sujeta al cesionario 
(antes endosatario en propiedad) a las excepciones personales que el 
obligado pueda tener contra su acreedor inmediato, no existe 
disposición alguna o razón para que esto deba hacerse en la vía 
ordinaria, en tanto que el documento base de la acción conserva su 
naturaleza. 
 
 
Contradicción de tesis 161/2007-PS. Entre las sustentadas por el 
Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito y el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 1° de octubre de 
2008. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: 
Gustavo Ruiz Padilla. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de diciembre de 
dos mil ocho.- México, Distrito Federal, cuatro de diciembre de dos 
mil ocho.- Doy fe. 
 
 
 
HAGH*pmm 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   3/2009 
 

INSTITUCIONES DE BANCA MÚLTIPLE. PARA ACREDITAR LA 
PERSONALIDAD DE SUS APODERADOS LEGALES, DESPUÉS DE 
HABER SIDO INTERVENIDAS POR EL INSTITUTO PARA LA 
PROTECCIÓN AL AHORRO BANCARIO O POR LA COMISIÓN 
NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES, EL ACTA NOTARIAL 
RESPECTIVA DEBE MENCIONAR EXPRESAMENTE QUE SE HA 
LEVANTADO LA INTERVENCIÓN RELATIVA Y, POR TANTO, QUE 
HAN CESADO LAS FUNCIONES DEL ADMINISTRADOR 
CAUTELAR. Conforme a los artículos 138 a 143 de la Ley de 
Instituciones de Crédito, al actualizarse determinados supuestos, tanto 
el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario como la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores declararán la intervención provisional 
de una institución de banca múltiple, para lo cual la Junta de Gobierno 
del Instituto mencionado designará a un administrador cautelar que 
sustituirá en sus funciones al consejo de administración y a la asamblea 
general de accionistas de la institución intervenida. En ese sentido y 
tomando en cuenta que el artículo 10 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles dispone que en las escrituras públicas deben asentarse los 
elementos que acrediten que quienes otorgan poderes tienen facultades 
para ello, resulta evidente que para acreditar la personalidad del 
apoderado legal de una institución de banca múltiple intervenida 
provisionalmente por el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario o 
por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, el acta notarial 
respectiva debe mencionar expresamente que se ha levantado la 
intervención y, por tanto, que han cesado las funciones del 
administrador cautelar, lo cual, en términos de los artículos 146 y 147 
de la Ley de Instituciones de Crédito, puede acreditarse mediante la 
cancelación de la inscripción de la administración cautelar en el registro 
público de comercio correspondiente al domicilio social de la institución 
bancaria intervenida o a través del informe realizado por el 
administrador con motivo del cese de sus funciones y que debe 
entregar a la asamblea general de accionistas y a la Comisión 
mencionada. Lo anterior, porque de esa manera el representante del 
consejo de administración de la institución bancaria que acuda ante el 
notario a otorgar poderes tendrá las facultades para hacerlo, en tanto 
que al ser nombrado por la asamblea general de accionistas, retoma la 
representación general de la sociedad mercantil cuando concluye la 
administración cautelar dictada.  
 
 
Contradicción de tesis 104/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Civil del 
Tercer Circuito. 05 de noviembre de 2008. Cinco votos. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de diciembre de 
dos mil ocho.- México, Distrito Federal, cuatro de diciembre de dos 
mil ocho.- Doy fe. 
HAGH*pmm 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   4/2009 
 
 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. CUANDO EL QUEJOSO SE 
OSTENTA COMO TERCERO EXTRAÑO AL JUICIO Y RECLAMA EL 
DESPOSEIMIENTO DE UN BIEN INMUEBLE, PUEDE ACREDITAR 
SU INTERÉS JURÍDICO INDICIARIA O PRESUNTIVAMENTE. 
Conforme al artículo 124 de la Ley de Amparo, para otorgar la 
suspensión provisional es necesario, además de comprobarse la 
existencia del acto reclamado, que: a) la solicite el agraviado, b) no se 
siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de 
orden público; y, c) sean de difícil reparación los daños y perjuicios que 
se causen al agraviado con la ejecución del acto. Ahora bien, el 
requisito relativo a que la suspensión sea solicitada por el agraviado 
supone la demostración de su interés en forma presuntiva, esto es, ese 
acreditamiento implica que tratándose de actos tendientes a privar de la 
posesión, corresponde al peticionario de garantías la carga procesal de 
allegar elementos de prueba suficientes para establecer indiciaria o 
presuntivamente que realmente es titular de un derecho posesorio 
sustentado en una causa legal que podrá afectarse con la ejecución. Lo 
anterior, porque la suspensión de los actos reclamados participa de la 
naturaleza de una medida cautelar cuyos presupuestos son la 
apariencia del buen derecho y el peligro en la demora. Así, la sola 
presentación, por quien se ostenta tercero extraño al juicio, de un 
contrato privado de comodato, arrendamiento o compraventa original, 
aunque carente de fecha cierta, con la demanda de garantías, configura 
su interés presuntivo, al dar certeza, en un cálculo de probabilidades, 
de que efectivamente tiene una causa legal y que realmente posee el 
bien. 
 
 
Contradicción de tesis 101/2008-PS. Entre los criterios sustentados 
por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y 
los Tribunales Colegiados Tercero, Cuarto y Décimo Tercero, todos en 
Materia Civil del Primer Circuito. 26 de noviembre de 2008. Mayoría de 
tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y Juan N. Silva 
Meza. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Juan Carlos de 
la Barrera Vite. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de diciembre de 
dos mil ocho.- México, Distrito Federal, cuatro de diciembre de dos 
mil ocho.- Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL   5/2009 
 
 

IMPROCEDENCIA DE LA VÍA. LA REGLA CONTENIDA EN EL 
SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 1127 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO ESTÁ CIRCUNSCRITA A LOS JUICIOS MERCANTILES, 
POR LO QUE ES INAPLICABLE A CONTROVERSIAS DE OTRA 
NATURALEZA. De la interpretación sistemática del citado numeral se 
advierte que la regla que contiene, relativa a que cuando se declare 
fundada la excepción de improcedencia de la vía debe continuarse el 
procedimiento en la vía correcta, declarando válido todo lo actuado y 
regularizando el procedimiento, está circunscrita a los juicios 
mercantiles, por lo que es inaplicable a controversias de otra 
naturaleza, pues dada la ubicación de dicha norma y según el contexto 
normativo al que pertenece, la expresión “vía” que emplea se refiere a 
la forma del procedimiento a través del cual se deduce una pretensión 
netamente mercantil. Así, cuando se plantea que la pretensión de fondo 
no es mercantil sino de otra índole, y que por ello debió deducirse a 
través de los procedimientos regulados en leyes diversas, resulta 
evidente que no se actualiza la hipótesis prevista en el segundo párrafo 
del artículo 1127 del Código de Comercio y, por tanto, es inadmisible 
que el juez enmiende la demanda del actor y continúe el procedimiento 
con arreglo a esas otras leyes, pues ello significaría: 1) actuar más allá 
de lo expresamente consignado en la norma; 2) romper el equilibrio 
procesal entre actor y demandado, permitiendo enmendar 
oficiosamente el yerro del actor que solicitó el desahogo de su demanda 
con base en leyes inaplicables; y, 3) incurrir en el absurdo de que el 
juez acepte la validez de lo actuado en otro asunto conforme a normas 
ajenas a la materia que regula los procesos comunes. 
 
 
Contradicción de tesis 110/2008-PS. Entre los criterios sustentados 
por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del 
Décimo Noveno Circuito. 26 de noviembre de 2008. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: Juan N. Silva Meza. Ponente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Secretario: Miguel Bonilla López.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de diciembre de 
dos mil ocho.- México, Distrito Federal, cuatro de diciembre de dos 
mil ocho.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   6/2009 
 

INMATRICULACIÓN ADMINISTRATIVA A SOLICITUD DE PARTE 
INTERESADA. NO GENERA POR SÍ MISMA EL DERECHO A 
SOLICITAR LA DECLARATORIA DE PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA 
DEL BIEN INMUEBLE SOBRE EL QUE RECAYÓ (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE MÉXICO). La inmatriculación es la incorporación al 
Registro Público de la Propiedad de un bien inmueble, hasta entonces 
carente de antecedentes registrales, y puede ser judicial o 
administrativa, según el órgano que la acuerde y ante el cual se solicite, 
pues se trata de procedimientos distintos con formalidades y alcances 
diferentes. Así, conforme a los artículos 2897 a 2903-F del Código Civil 
para el Estado de México abrogado, equivalentes a los numerales 8.51 
a 8.64 de su similar en vigor, publicado en la Gaceta del Gobierno de la 
entidad el 7 de junio de 2002, la declaratoria de una posesión 
susceptible de generar la usucapión sólo puede provenir de la autoridad 
judicial, en tanto que el derecho de prescripción no deriva de la 
inscripción sino de la resolución emitida por aquélla, pues en ella radica 
la fuerza de convicción de una posesión idónea para usucapir. En ese 
sentido, se concluye que la inmatriculación administrativa a solicitud de 
parte interesada no genera por sí misma el derecho al titular de la 
inscripción para solicitar posteriormente la declaratoria de prescripción 
adquisitiva del inmueble sobre el que recayó dicha inmatriculación, ya 
que ésta no surte efectos contra terceros, sino que sólo asigna un 
registro al bien respectivo como resultado de un procedimiento seguido 
ante el funcionario registral, quien no está facultado para establecer la 
existencia de una posesión apta para prescribir. Esto es, a través de la 
inmatriculación administrativa se asigna un antecedente registral sólo 
con los efectos declarativos propios de las inscripciones en el Registro 
Público de la Propiedad, pero sin poder generar, de suyo, un derecho a 
prescribir, en virtud de que la inscripción tiene como única finalidad dar 
publicidad al acto, no constituir derechos. Cabe señalar que lo anterior 
no significa que la inmatriculación administrativa carezca de todo valor 
probatorio para efectos de la prescripción,  pues constituye un indicio 
sobre el hecho de la posesión bajo el cual se registró el inmueble, por lo 
que constituye un elemento de juicio que, adminiculado con otras 
pruebas, puede llegar a evidenciar que el titular de la inscripción ha 
mantenido una posesión tal, que en su caso le permita obtener la 
declaratoria de usucapión ante la autoridad judicial. 
 
 
Contradicción de tesis 99/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Cuarto, ambos en Materia Civil del 
Segundo Circuito. 26 de noviembre de 2008. Cinco votos. Ponente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Mario César Flores Muñoz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de diciembre de 
dos mil ocho.- México, Distrito Federal, cuatro de diciembre de dos 
mil ocho.- Doy fe. 
 
 
HAGH*pmm 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  7/2009 
 

EMPLAZAMIENTO. EL REQUISITO CONSISTENTE EN QUE QUIEN 
RECIBA LA NOTIFICACIÓN DEBE HABITAR EN EL DOMICILIO 
DESIGNADO, SÓLO ES EXIGIBLE A “CUALQUIER OTRA 
PERSONA” DIVERSA DE LOS PARIENTES Y EMPLEADOS DEL 
DEMANDADO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SINALOA). La 
finalidad del emplazamiento es que el demandado tenga noticia cierta y 
plena del inicio de un juicio en su contra, del contenido de la demanda y 
de las consecuencias si no comparece a contestarla, todo ello en aras 
de garantizar su derecho a una adecuada y oportuna defensa. En este 
sentido, acorde con dicha finalidad, mediante decreto publicado en el 
Periódico Oficial del Estado de Sinaloa el 13 de febrero de 1985 se 
reformó el artículo 114 del Código de Procedimientos Civiles de la 
entidad, con el objeto de dar celeridad y simplificar los juicios civiles, 
pues se estableció que cuando no obstante habérsele dejado citatorio, 
el interesado en el emplazamiento no lo atendiere, la notificación se 
entregará ya sea a sus parientes, a sus empleados o a “cualquier otra 
persona” que habite en el lugar de la diligencia. Así, de la interpretación 
armónica y teleológica del indicado precepto, y conforme a los 
principios contenidos en los artículos 14 y 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, se concluye que el requisito de que 
quien reciba la notificación debe habitar en el domicilio designado sólo 
es exigible a “cualquier otra persona” diversa de los parientes y 
empleados del demandado, en virtud de que el citado requisito no 
tendría utilidad práctica cuando los sujetos vinculados familiar o 
laboralmente con quien debe comparecer a juicio no habitan en el 
domicilio de éste, aunque permanezcan la mayor parte del día en ese 
lugar. Esto es, exigir que la diligencia mencionada se entienda 
únicamente con quien habite en el domicilio del buscado obstaculizaría 
la tramitación del procedimiento; además, precisamente los lazos 
familiares y laborales señalados generan mayor seguridad de que se 
hará saber al interesado que existe una demanda interpuesta en su 
contra, lo cual no necesariamente ocurriría tratándose de “cualquier otra 
persona”, cuya presencia en el domicilio donde se lleve a cabo el 
emplazamiento podría ser ocasional o accidental. 
 
 
Contradicción de tesis 100/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Cuarto, ambos del Décimo Segundo 
Circuito. 26 de noviembre de 2008. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva 
Meza. Secretario: Manuel González Díaz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de diciembre de 
dos mil ocho.- México, Distrito Federal, cuatro de diciembre de dos 
mil ocho.- Doy fe. 
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COSTAS. PROCEDE SU CONDENA EN LA INTERLOCUTORIA QUE 
RESUELVE UN INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE SENTENCIA, 
CUANDO EXISTAN DOS SENTENCIAS CONFORMES DE TODA 
CONFORMIDAD (INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 1084, 
FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE COMERCIO Y 140, FRACCIÓN IV, 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO 
FEDERAL). En el incidente de liquidación de sentencia, como en 
cualquier diligencia tramitada ante un órgano jurisdiccional, se generan 
costas, y aunque en principio cada parte es inmediatamente 
responsable de su erogación, puede surgir la obligación procesal de 
indemnizar las costas a cargo de quien prolongó injustificadamente el 
trámite incidental mediante la interposición del recurso de apelación. 
Ello conforme al sistema de la compensación o indemnización 
obligatoria, basado en el principio de la justa composición de la litis 
establecido en los artículos 1084, fracción IV, del Código de Comercio y 
140, fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, de cuyo análisis se advierte que en la interlocutoria que 
resuelve un incidente de liquidación de sentencia procede la condena 
en costas cuando existan dos sentencias conformes de toda 
conformidad, en virtud de que: (i) dichos incidentes constituyen un 
procedimiento contencioso en el que la cuestión a resolver es el cálculo 
del monto de una condena ilíquida establecida en la sentencia 
definitiva; (ii) el objeto de dichos incidentes consiste en dilucidar un 
aspecto esencial de la litis principal, de manera que el incidente de 
liquidación debe considerarse una extensión del juicio; y, (iii) la condena 
en costas en estos términos obedece al propósito del legislador de 
garantizar una justa composición de la litis y evitar la prolongación 
injustificada del procedimiento, mediante la obligación indemnizatoria 
impuesta a quien incita la actividad jurisdiccional en la segunda 
instancia. 
 
 
Contradicción de tesis 39/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero, Séptimo y Noveno, todos en Materia 
Civil del Primer Circuito. 26 de noviembre de 2008. Cinco votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López 
Figueroa. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de diciembre de 
dos mil ocho.- México, Distrito Federal, cuatro de diciembre de dos 
mil ocho.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   9/2009 
 
 

DESISTIMIENTO DE LA INSTANCIA. CUANDO SE PRESENTA 
DESPÚES DE QUE EL EMPLAZAMIENTO ES DECLARADO NULO, 
SU VALIDEZ REQUIERE EL CONSENTIMIENTO DEL DEMANDADO 
QUE COMPARECIÓ AL JUICIO. De la interpretación teleológica del 
artículo 34 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, se concluye que si después de realizado el emplazamiento se 
declara nulo y posteriormente el actor se desiste de la instancia, tal 
desistimiento sólo será válido si el demandado que compareció al juicio 
lo consiente, pues aunque el emplazamiento quede sin efectos, su 
nulidad no puede equipararse a la inexistencia que carece de ejecución 
material, y mientras no se declare nulo por la autoridad judicial, genera 
derechos y obligaciones. Lo anterior es así, pues acorde con el artículo 
259 del citado Código, los efectos del emplazamiento ordenado por el 
juzgador son, entre otros, sujetar al demandado a seguir el juicio y 
obligarlo a contestar la demanda; de ahí que si el emplazamiento nulo 
puede producir efectos jurídicos y materiales en su esfera, aunque sea 
provisionalmente, las costas, daños y perjuicios causados no se 
extinguen con motivo de la nulidad decretada. Además, la bilateralidad 
del desistimiento de la instancia presentado después del 
emplazamiento –aunque sea declarado nulo- se justifica con el principio  
de igualdad procesal de las partes, conforme al cual, actor y 
demandado tienen derecho a que el conflicto se resuelva mediante el 
dictado de una sentencia; de manera que si el desistimiento impide 
decretar la absolución de la acción deducida por el actor, su contraparte 
queda expuesta a enfrentar un nuevo proceso con base en la misma 
pretensión, por lo que su interés en que la cuestión se resuelva dentro 
del proceso en el que se examinen sus defensas y que dicha cuestión 
no se suscite nuevamente, es suficiente para estimar que la cesación 
de la relación procesal no debe depender de la voluntad unilateral del 
actor. 
 
 
Contradicción de tesis 65/2008-PS. Entre los criterios sustentados por 
el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer circuito, Octavo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer circuito. 24 de 
septiembre de 2008. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretario: Manuel González Díaz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha catorce de enero de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, quince de enero de dos 
mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   10/2009 
 

ACCIÓN PLENARIA DE POSESIÓN. PARA SU PROCEDENCIA NO 
ES INDISPENSABLE QUE EL DOCUMENTO EXHIBIDO COMO 
JUSTO TÍTULO SEA DE FECHA CIERTA (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE MÉXICO).  Conforme al artículo 2.6 del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado de México, la acción publiciana 
protege la posesión jurídica del bien adquirido de buena fe (la cual se 
presume siempre, salvo prueba en contrario, según el numeral 5.45 del 
Código Civil de dicha entidad federativa) mediante un justo título y su 
finalidad es incorporar la posesión material de la cosa a los derechos 
del actor, sea porque el demandado es poseedor de mala fe o porque 
aun teniendo título de igual calidad que el demandante, la ha poseído 
por menos tiempo que éste. Por ende, si se toma en cuenta, por un 
lado, que la acción indicada no protege la propiedad sino la posesión 
legítima de los bienes adquiridos por el demandante respecto de los 
cuales aun cuando todavía no tiene el documento que acredite la 
propiedad, está en vías de adquirirla por prescripción y, por el otro, que 
el artículo 5.36 del mencionado Código Civil señala que la posesión 
hace presumir la propiedad, se concluye que para la procedencia de la 
acción plenaria de posesión no es indispensable que el documento 
exhibido como justo título sea de fecha cierta; de manera que como 
primer elemento de la acción, el juzgador debe examinar si el 
documento exhibido por el actor como justo título es suficiente para 
creer fundadamente que adquirió de buena fe el bien, y decidir a cual 
de las partes contendientes le asiste el mejor derecho para poseerlo. 
 
 
Contradicción de tesis 73/2008-PS. Entre los criterios sustentados por 
los Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos en Materia Civil del 
Segundo Circuito. 15 de octubre de 2008. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretario: Manuel González Díaz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha catorce de enero de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, quince de enero de dos 
mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  11/2009 
 
 

ARMAS DE FUEGO. QUEDAN SUJETAS A LA LEY DE LA 
MATERIA, LA PORTACIÓN Y POSESIÓN DE UN ARTEFÁCTO 
BÉLICO DE MANUFACTURA CASERA O ARTESANAL QUE POR 
SUS CARACTERÍSTICAS PUEDE CLASIFICARSE COMO 
ESCOPETA. Los artículos 9o., fracción II, segundo párrafo, 10, 
fracciones III y IV, y 11, inciso e), de la Ley Federal de Armas de Fuego 
y Explosivos describen enunciativamente las armas de fuego tipo 
escopetas atendiendo a sus características propias y no al tipo de 
manufactura; de ahí que si un dictamen pericial en materia de balística 
clasifica como escopeta un artefacto bélico de manufactura casera o 
artesanal, por tener características similares a las expresamente 
reguladas en los citados numerales, su portación y posesión quedarán 
sujetas a las disposiciones jurídicas respectivas. Por tanto, el arma 
deberá encuadrarse ya sea en las reservadas para las Fuerzas 
Armadas o en las que los particulares pueden poseer o portar, sin que 
ello implique violación a la garantía de exacta aplicación de la ley en 
materia penal contenida en el artículo 14 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior, porque además de la 
descripción legal mencionada, los artículos 7°, 8°,15, 24, 31, 34 y 36 de 
la Ley indicada regulan lo relativo a la posesión y portación del arma 
aludida, a la vez que los numerales 81, 83 y 83 Ter del propio 
ordenamiento establecen las sanciones correspondientes, con lo cual 
se cumple el mandato supremo que exige la descripción clara, precisa y 
exacta de la conducta considerada delictiva, así como de las sanciones 
imponibles a quienes incurran en ella. 
 
 
Contradicción de tesis 33/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 26 de 
noviembre de 2008. Mayoría de tres votos. Disidentes: José de Jesús 
Gudiño Pelayo y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Constanza Tort San Román. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha catorce de enero de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, quince de enero de dos 
mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   12/2009 
 

QUERELLA EN LOS DELITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 138 
DE LA LEY GENERAL DE POBLACIÓN. LOS SUBDELEGADOS 
LOCALES DEL INSTITUTO NACIONAL DE MIGRACIÓN ESTÁN 
FACULTADOS PARA PRESENTARLA CONTRA PROBABLES 
RESPONSABLES DE NACIONALIDAD MEXICANA. Acorde con los 
artículos 143 de la Ley General de Población y 55, 56 y 57, fracción 
XXII, del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación, el 
Instituto Nacional de Migración, como órgano desconcentrado de dicha 
Secretaría, puede formular denuncias y querellas en los delitos 
señalados en la Ley mencionada. Ahora bien, atento a la amplitud y 
complejidad del problema migratorio en el país, y ante el aumento en 
los flujos migratorios, el titular del aludido Instituto delegó facultades en 
la materia para que sus subalternos puedan ejercer las atribuciones 
conferidas en la Ley y el Reglamento respectivos. En ese sentido y 
conforme al artículo 5o., inciso C, fracción II, subinciso b), punto 32, del 
Acuerdo delegatorio de facultades emitido por el comisionado del 
Instituto Nacional de Migración, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 11 de diciembre de 2000, se concluye que, entre otras 
autoridades, los subdelegados locales de dicho Instituto están 
facultados para presentar querellas en los delitos previstos en el artículo 
138 de la Ley General de Población –y en otras normas jurídicas–, 
contra probables responsables de nacionalidad mexicana, toda vez que 
la circunstancia de que dicha facultad esté incluida en un inciso referido 
a las facultades de verificación de la legal estancia en el país y que se 
aluda a las nacionalidades de los grupos I, II y III, que corresponden a 
extranjeros, no significa que los indicados subdelegados carezcan de 
legitimación para presentar querella cuando los delitos se cometan por 
nacionales. Ello es así porque, por un lado, los artículos mencionados 
no contienen alguna limitante en ese sentido y, por el otro, la 
integración de los ilícitos previstos en el citado numeral 138 no requiere 
de calidad específica en el sujeto activo, ya que pueden cometerlos 
tanto nacionales como extranjeros.  
 
Contradicción de tesis 66/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos del Décimo Quinto 
Circuito. 14 de enero de 2009. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosaura Rivera Salcedo. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiuno de enero 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintidós de enero de 
dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   13/2009 
 

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA CIVIL. PROCEDE 
DECRETARLA CUANDO TRANSCURREN DOS AÑOS 
CONSECUTIVOS SIN IMPULSO PROCESAL DE LAS PARTES,  AUN 
CUANDO EXISTAN ACTUACIONES POSTERIORES A DICHO 
TÉRMINO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SONORA). Acorde con 
el artículo 192, fracción II, del Código de Procedimientos Civiles para el 
Estado de Sonora, para que en un procedimiento civil opere la 
caducidad de la instancia deben transcurrir dos años consecutivos sin 
que las partes presenten alguna promoción tendente a impulsar el 
procedimiento, además de que aquélla debe decretarse a petición de 
parte. Sin embargo, la posibilidad de pedir que aquella figura se decrete 
no constituye un requisito para tener por extinguido el procedimiento, 
pues su temporalidad no depende de la voluntad de las partes ni de la 
petición de quien esté interesado y tenga la facultad de solicitar su 
declaración. Por tanto, procede decretar la caducidad de la instancia 
cuando transcurren los dos años a que se refiere el mencionado 
precepto legal, aun cuando existan actuaciones presentadas después 
de dicho término, pero antes del dictado de la sentencia definitiva, se 
solicite que se decrete la caducidad. Ello es así, porque la 
consecuencia de la inactividad de las partes se actualiza con el solo 
vencimiento del plazo indicado, incluso si no se presenta la solicitud 
respectiva, pues al haber precluido su derecho para impulsar el 
procedimiento, es evidente que cualquier actuación posterior al 
transcurso del término legal será anulable, ya que ni siquiera el 
consentimiento de las partes puede revalidar la instancia.  
 
 
Contradicción de Tesis 108/2008-PS.  Entre los criterios sustentados 
por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia 
Civil y del Trabajo del Quinto Circuito. 14 de enero de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas Secretario: 
Jorge Roberto Ordoñez Escobar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiuno de enero 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintidós de enero de 
dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   14/2009 
 

ARRENDAMIENTO. PROCEDE LA CONDENA A CUBRIR 
INTERESES MORATORIOS ANTE EL INCUMPLIMIENTO DEL PAGO 
DE LAS RENTAS DEVENGADAS (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO 
FEDERAL). Aun cuando el Título Sexto de la Parte Segunda del Libro 
Cuarto del Código Civil para el Distrito Federal, relativo al contrato de 
arrendamiento, no prevé expresamente la condena al pago de intereses 
moratorios tratándose del incumplimiento del pago de las rentas 
devengadas, conforme a las disposiciones relativas a las obligaciones 
generales de los contratos se advierte que las partes quedan sujetas 
tanto a lo dispuesto en las cláusulas del contrato respectivo como a los 
principios legales y consecuencias concernientes al acto jurídico 
realizado. En ese tenor y tomando en cuenta que los intereses 
moratorios son la indemnización cuya finalidad es desincentivar el 
retraso en el cumplimiento de las obligaciones a plazo, se concluye que 
ante el incumplimiento del pago de las rentas devengadas procede la 
condena a cubrir los intereses moratorios correspondientes, 
independientemente de que haya o no pacto expreso en ese sentido, en 
tanto que el arrendador tiene derecho a ser resarcido por el daño y 
perjuicio causados, entendiendo por el primero, las rentas adeudadas y 
por el segundo, la imposibilidad fáctica de usar y disfrutar el bien 
arrendado, así como la ganancia lícita dejada de percibir durante el 
tiempo en que el arrendatario omitió efectuar el pago a que estaba 
obligado. 
 
 
Contradicción de tesis 58/2008-PS. Entre los criterios sustentados 
entre los Tribunales Colegiados Tercero y Décimo, ambos en Materia 
Civil del Primer Circuito. 14 de enero de 2009. Mayoría de tres votos. 
Disidentes: Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Gustavo Ruiz 
Padilla. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiuno de enero 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintidós de enero de 
dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  15/2009 

 
 

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN CAMBIARIA DIRECTA. EL 
CÓMPUTO DEL PLAZO DE TRES AÑOS PARA QUE OPERE, INICIA 
EL DÍA SIGUIENTE AL DEL VENCIMIENTO DEL PAGARÉ 
FUNDANTE DE LA ACCIÓN. De la interpretación sistemática de los 
artículos 165, fracción I y 81 de la Ley General de Títulos y Operaciones 
de Crédito, ambos aplicables por disposición expresa del artículo 174 
de la misma Ley a los pagarés, se concluye que el término para realizar 
el cómputo en que opera la prescripción de la acción cambiaria directa 
ejercida con un pagaré como documento fundante de la acción, inicia el 
día siguiente del vencimiento de dicho documento mercantil. Lo 
anterior, porque si la indicada fracción I señala que la acción cambiaria 
directa prescribe en tres años contados a partir del día del vencimiento 
de la letra y el citado artículo 81 establece que en los plazos legales no 
debe computarse el día que sirve de punto de partida –en este caso, el 
vencimiento del documento–, resulta evidente que el aludido plazo de 
tres años empieza a contar el día siguiente al del vencimiento del 
pagaré fundante de la acción. 
 
 
 
Contradicción de tesis 116/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 14 de enero de 2009. 
Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús 
Antonio Sepúlveda Castro. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiuno de enero 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintidós de enero de 
dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   16/2009 
 
 

TERCERO PERJUDICADO EN EL AMPARO. SI EL TRIBUNAL QUE 
CONOCE DE LA REVISIÓN ADVIERTE LA EXISTENCIA DE 
ALGUNO AL QUE NO SE LE HA OÍDO EN EL JUICIO POR NO 
HABÉRSELE RECONOCIDO ESE CARÁCTER, DEBE REVOCAR LA 
SENTENCIA RECURRIDA Y ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO. Conforme al artículo 5o. de la Ley de Amparo, el 
tercero perjudicado es parte en el juicio de garantías y, por tanto, está 
legitimado para acudir a él y ser oído. Por otro lado, el artículo 91, 
fracción IV, de la Ley citada establece que el órgano revisor debe 
revocar la sentencia recurrida y mandar reponer el procedimiento 
cuando aparezca que indebidamente no tuvo la oportunidad de ser oída 
alguna de las partes que conforme a la ley tenga derecho a intervenir 
en el juicio. En ese sentido, se concluye que si el tribunal que conoce 
de la revisión advierte la existencia de un tercero perjudicado a quien no 
se le ha oído en juicio por no habérsele reconocido ese carácter, debe 
revocar la sentencia combatida y ordenar la reposición del 
procedimiento para que sea emplazado a juicio, pues de lo contrario se 
estarían violando las reglas fundamentales que norman el 
procedimiento del juicio de amparo. Ello, independientemente de que no 
se hubiera señalado tercero perjudicado o que ante dicha omisión la 
autoridad que conoce del amparo requiera al quejoso para que 
manifieste si es su deseo señalarlo y éste exprese su negativa, en tanto 
que la autoridad mencionada debe realizar los actos necesarios para 
que el tercero perjudicado sea oído en juicio. 
 
 
 
Contradicción de tesis 138/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito y el entonces 
Tercer Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, actualmente en Materia 
Civil del Sexto Circuito. 14 de enero de 2009. Cinco votos. Ponente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús Antonio Sepúlveda 
Castro. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiuno de enero 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintidós de enero de 
dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS   JURISPRUDENCIAL  17/2009. 
 
 

RENTA. DEDUCCIÓN DE PÉRDIDAS POR ENAJENACIÓN DE 
ACCIONES. EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 
2001, VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que la 
proporcionalidad tributaria consiste en que los sujetos pasivos de un 
tributo contribuyan a los gastos públicos en función de su respectiva 
capacidad contributiva, esto es, para que un gravamen sea proporcional 
se requiere que el hecho imponible del tributo refleje una auténtica 
manifestación de capacidad económica del sujeto pasivo, entendida 
ésta como la potencialidad real de contribuir a los gastos públicos, de 
manera que es necesaria una estrecha relación entre el hecho 
imponible y la base gravable a la que se aplica la tasa o tarifa del 
impuesto. Ahora bien, el indicador de capacidad contributiva a que 
atendió el legislador al establecer el impuesto sobre la renta, lo 
constituye la obtención de ingresos que representen una renta o 
incremento en el haber patrimonial de los contribuyentes, pues si bien 
es cierto que conforme al artículo 1o. de la Ley que regula ese 
impuesto, son objeto del mismo los ingresos y no las utilidades, también 
lo es que la base gravable se obtiene al acumular la totalidad de los 
ingresos y restar las deducciones procedentes, para determinar la 
utilidad fiscal a la que debe aplicarse la tasa para obtener el monto del 
impuesto a cubrir, según el artículo 10 de la Ley referida. En 
congruencia con lo anterior, se concluye que la fracción XVIII del 
artículo 25 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente hasta el 31 
de diciembre de 2001, viola el principio de proporcionalidad tributaria 
contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, porque al limitar la posibilidad de deducir 
pérdidas por enajenación de acciones y otros títulos valor al monto de 
las ganancias obtenidas por ese concepto en el mismo ejercicio o en los 
cinco siguientes, obliga a cubrir el impuesto en función de una 
capacidad económica irreal. 
 

Amparo en revisión 467/2001. **********. 27 de febrero de 2002. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Miguel Ángel 
Ramírez González. 
 
Amparo directo en revisión 366/2003. **********. 21 de mayo de 2003. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Guadalupe Robles Denetro. 
 
Amparo en revisión 832/2003. **********. 15 de octubre de 2003. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Humberto Román Palacios. Secretario: Eligio Nicolás Lerma Moreno. 
 
Amparo directo en revisión 915/2004. **********. 25 de agosto de 
2004. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretaria: Leticia Flores Díaz. 
 
Amparo directo en revisión 1008/2008. **********. 3 de septiembre de 
2008. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: 
Paola Yaber Coronado. 
 



 

 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
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dos mil nueve. Doy fe. 
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HAGH/rfr. 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  18/2009. 

 

NOTIFICACIONES EN AMPARO. SI NO SE ORDENÓ SU PRÁCTICA 
EN UNA FORMA ESPECÍFICA, Y SE REALIZARON DOS O MÁS 
DILIGENCIAS RESPECTO DE UNA MISMA RESOLUCIÓN, SE 
TOMARÁ EN CUENTA, PARA TODOS LOS EFECTOS 
PROCESALES, LA PRIMERA QUE SE HAYA LLEVADO A CABO. 
Cuando respecto de una misma resolución en un juicio de amparo se 
practiquen dos o más notificaciones a las partes, se tomará en cuenta 
para todos los efectos procesales aquella diligenciada en primer lugar, 
salvo que se haya ordenado su realización en determinada forma, pues 
en este caso debe atenderse a la que se practicó en el modo 
específicamente ordenado. Lo anterior obedece a que con la primera 
notificación se cumplen cabalmente los fines de las notificaciones, es 
decir, dar a conocer a las partes o a los interesados las resoluciones de 
los juzgadores y fijar un punto de partida para efectuar el cómputo del 
plazo de las actuaciones procesales. 
 
Reclamación 114/2004-PL. **********. 9 de junio de 2004. Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: Humberto Román Palacios. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Andrea Nava Fernández del Campo. 
 
Reclamación 279/2005-PL. **********. 26 de octubre de 2005. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. 
Casasola Mendoza. 
 
Reclamación 170/2007-PL. **********. 4 de julio de 2007. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga 
Remírez. 
 
Reclamación 307/2007-PL. **********. 28 de noviembre de 2007. Cinco 
votos.  Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Manuel González 
Díaz. 
 
Reclamación 185/2008-PL. **********. 10 de septiembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara 
Chagoyán. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la 
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HAGH/cop. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  19/2009. 
 
 
AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE COMBATEN 
ARGUMENTOS ACCESORIOS EXPRESADOS EN LA SENTENCIA 
RECURRIDA, MÁXIME CUANDO ÉSTOS SEAN INCOMPATIBLES 
CON LAS RAZONES QUE SUSTENTAN EL SENTIDO TORAL DEL 
FALLO. En términos del artículo 88 de la Ley de Amparo, la parte a 
quien perjudica una sentencia tiene la carga procesal de demostrar su 
ilegalidad a través de los agravios correspondientes, lo que se cumple 
cuando los argumentos expresados se encaminan a combatir todas las 
consideraciones en que se apoya la resolución impugnada. Ahora bien, 
los agravios resultan inoperantes cuando tienen como finalidad 
controvertir argumentos expresados por el órgano de control 
constitucional en forma accesoria a las razones que sustentan el 
sentido del fallo, sobre todo cuando sean incompatibles con el sentido 
toral de éste, porque aunque le asistiera la razón al quejoso al combatir 
la consideración secundaria expresada a mayor abundamiento, ello no 
tendría la fuerza suficiente para que se revocara el fallo combatido, 
dado que seguiría rigiendo la consideración principal, en el caso la 
inoperancia del concepto de violación. 
 
Amparo directo en revisión 1500/2004. **********. 24 de noviembre de 
2004. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Luis 
Fernando Angulo Jacobo. 
 
Amparo directo en revisión 1055/2005. **********. 13 de julio de 2005. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Avila Ornelas.  
 
Amparo directo en revisión 1527/2006. **********. 25 de octubre de 
2006. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 595/2008. **********. 21 de mayo de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López. 
 
Amparo directo en revisión 1730/2008. 26 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina 
Haidé Avante Juárez.  
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
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HAGH/rfr. 

 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL   20/2009. 
 
 
MULTA EN EL RECURSO DE RECLAMACIÓN. NO DEBE 
IMPONERSE CUANDO LO INTERPONE UN PERITO EN DERECHO 
EN REPRESENTACIÓN DEL QUEJOSO PRIVADO DE LA 
LIBERTAD, CON LA FINALIDAD DE TUTELAR ESE BIEN JURÍDICO. 
De acuerdo con los artículos 3o. Bis y 103 de la Ley de Amparo, debe 
imponerse multa al recurrente o a su representante, o a su abogado, o 
a ambos, cuando de las circunstancias del caso se adviertan elementos 
suficientes para considerar que el recurso de reclamación fue 
interpuesto sin motivo o de mala fe. Ahora bien, si quien interpone ese 
medio de defensa es el quejoso privado de la libertad, a través de su 
autorizado -cuya calidad de perito en derecho se desprende de autos-, 
y lo hace con el fin de proteger ese bien jurídico, es inconcuso que el 
recurrente no actuó de mala fe, en tanto que su intención no puede ser 
la de retrasar la ejecución de la sentencia que le es adversa, pues ésta 
ya se está ejecutando; de ahí que aun cuando la reclamación resulte 
infundada, no procede la imposición de la referida sanción pecuniaria. 
 

Reclamación 243/2005-PL. 19 de octubre de 2005. Cinco votos. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Juan Carlos de la 
Barrera Vite. 
 
Reclamación 156/2006-PL. 28 de junio de 2006. Cinco votos. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Gustavo Ruiz Padilla. 
 
 
Reclamación 31/2007-PL. 14 de febrero de 2007. Cinco votos. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: María Amparo 
Hernández Chong Cuy. 
 
 
Reclamación 215/2008-PL. 1o. de octubre de 2008. Cinco votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Claudia Alatorre Villaseñor. 
 
 
Reclamación 233/2008-PL.  8 de octubre de 2008.  Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo; en su ausencia hizo suyo el asunto José Ramón 
Cossío  Díaz. Secretaria: María Amparo Hernández Chong  Cuy. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
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HAGH/cop. 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  21/2009. 
 
 

CONSULTAS FISCALES. EL ARTÍCULO 34 DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN NO VIOLA LA GARANTÍA DE ACCESO A LA 
JUSTICIA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO 
DE 2007). El citado precepto legal, reformado mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de diciembre de 
2006, al establecer que las respuestas recaídas a las consultas fiscales 
realizadas a la autoridad no son obligatorias para los particulares y que, 
por ende, éstos sólo pueden impugnar las resoluciones definitivas en 
las que aquélla aplique los criterios contenidos en dichas respuestas, no 
viola la garantía de acceso a la justicia contenida en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues en 
términos del propio artículo 34 del Código Fiscal de la Federación, tales 
consultas no son actos vinculatorios que produzcan efectos en la esfera 
jurídica de los gobernados. En efecto, ante la falta de afectación en la 
esfera jurídica del contribuyente, no existen elementos para combatir, 
pues es necesario que se incida en sus derechos para que un tribunal 
pueda resolver al respecto. Lo anterior es así, porque conforme a la 
naturaleza de la consulta, la respuesta que recaiga a ésta constituye un 
medio de certeza en cuanto al criterio sostenido por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público en relación con una situación real y 
concreta, sin que ello implique una afectación jurídica para los 
gobernados en tanto que no los vincula; de ahí que cuando las 
respuestas a las aludidas consultas sean desfavorables a los intereses 
del contribuyente, sólo podrán impugnarse por los medios de defensa 
establecidos en las disposiciones aplicables, una vez que las 
autoridades apliquen dicho criterio en una resolución definitiva y, por 
tanto, se incida en la esfera jurídica del gobernado. 
 

Amparo en revisión 1106/2007. **********. 30 de enero de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
 
Amparo en revisión 233/2008. **********. 2 de julio de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Beatriz J. Jaimes Ramos. 
 
Amparo en revisión 363/2008. **********. 3 de septiembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: 
Rogelio Alberto Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 791/2008. **********. 15 de octubre de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Rosaura Rivera Salcedo. 
 
Amparo en revisión 1060/2008. **********. 26 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jorge 
Luis Revilla de la Torre. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 



 

JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de febrero de 
dos mil nueve. México, Distrito Federal,  veintiséis de febrero de 
dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  22/2009 
 

DOCUMENTOS INDUBITABLES EN MATERIA MERCANTIL. SÓLO 
TIENEN ESE CARÁCTER LOS PREVISTOS EXPRESAMENTE EN 
EL ARTÍCULO 1247 DEL CÓDIGO DE COMERCIO (LEGISLACIÓN 
VIGENTE ANTES DE LA REFORMA DE ABRIL DE DOS MIL OCHO). 
El artículo 1247 del Código de Comercio, vigente antes de la reforma 
publicada el diecisiete de abril de dos mil ocho en el Diario Oficial de la 
Federación, establece la forma en que las partes en un juicio deben 
objetar los documentos y, a través de cinco fracciones, establece un 
listado de documentos a los que se les debe otorgar el carácter de 
indubitables para un supuesto específico: cuando sirvan de elemento 
de cotejo de firmas y letras contenidos en documentos, privados o 
públicos sin matriz, cuya autenticidad se cuestiona. Del análisis del 
contenido de este artículo, se concluye que establece un listado 
limitativo y exhaustivo de los documentos que pueden adquirir el 
mencionado carácter de indubitable. Lo anterior es así, porque se trata 
de un carácter de indubitable válido para la específica incidencia 
mencionada, es decir, su objeto es especial y distinto respecto de las 
reglas establecidas en otros artículos del propio Código, referidos al 
valor probatorio de los instrumentos de convicción en general, que es 
una aptitud jurídica para acreditar la existencia de hechos 
controvertidos o dudosos. Si bien la calidad de indubitable y el valor 
probatorio de los elementos de convicción no pueden confundirse, 
tampoco se puede afirmar que sean excluyentes, por lo que si bien los 
cotejos que no se realicen con los documentos indubitables 
mencionados en dicho precepto legal no tendrán una certeza inmediata 
e incuestionable, lo cierto es que lo anterior no excluye que el juez, en 
el supuesto de no contar con este tipo de elementos, pueda otorgar un 
valor probatorio determinado a la firma o letra que se pretendía cotejar, 
si se contrastaron y relacionaron con otros elementos de conformidad 
con lo establecido en los artículos correspondientes del Código de 
Comercio.  

 
 

Contradicción de tesis 123/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materias Civil y 
de Trabajo del Quinto Circuito. 28 de enero de 2009. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Hizo suyo el asunto el 
Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticinco de 
febrero de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintiséis de 
febrero de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 23/2009 
 

PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES DERIVADAS DEL CONTRATO DE 
SEGURO. EL ARTÍCULO 135, FRACCIÓN I, INCISO D), PÁRRAFO 
NOVENO, DE LA LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y 
SOCIEDADES MUTUALISTAS DE SEGUROS, VIGENTE HASTA EL 5 
DE ENERO DE 2000, NO ES FUNDAMENTO PARA SOSTENER QUE 
PUEDE REINICIARSE EL CÓMPUTO DE SU TÉRMINO UNA VEZ 
INICIADO EL PROCEDIMIENTO. La expresión “excepción 
superveniente de prescripción” contenida en el citado artículo no implica 
la posibilidad de que sobrevenga la prescripción una vez iniciado el 
juicio, sino que se refiere a que lo que sobreviene es el conocimiento de 
la prescripción por parte del demandado, es decir, lo superveniente es 
el medio de defensa o excepción, no la prescripción en sí. En ese 
sentido, se concluye que el artículo 135, fracción I, inciso d), párrafo 
noveno, de la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de 
Seguros, vigente hasta el 5 de enero de 2000, no es fundamento para 
sostener que tratándose de acciones derivadas del contrato de seguro 
puede reiniciarse el cómputo del término de la prescripción una vez 
iniciado el procedimiento, sino que en esos supuestos, de no haber 
caso de excepción, debe aplicarse la regla general prevista en los 
artículos 1041 y 1042 del Código de Comercio, conforme a los cuales el 
ejercicio de la acción, a través de la presentación de la demanda, tiene 
el efecto de detener el plazo para que opere la prescripción. 
 
 
Contradicción de tesis 92/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 18 de 
febrero de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina 
Haidé Avante Juárez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticinco de 
febrero de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintiséis de 
febrero de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  24/2009 
 

REMATE. LA VIGENCIA DEL VALOR DE LOS BIENES OBTENIDO 
EN EL AVALÚO CORRESPONDIENTE ABARCA DOS LAPSOS DE 
SEIS MESES CADA UNO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 486, 
FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA 
EL DISTRITO FEDERAL). De la interpretación del citado precepto se 
concluye que tratándose del procedimiento de remate, la vigencia del 
valor de los bienes obtenido en el avalúo correspondiente abarca dos 
lapsos de seis meses cada uno, el primero precisa que dicha vigencia 
se cuenta a partir de la realización del avalúo y hasta que se lleva a 
cabo la primera almoneda (por lo que excedido ese lapso procederá la 
actualización del avalúo) y, el segundo, se refiere a que, aun cuando la 
primera almoneda ocurra dentro del término de seis meses contados a 
partir de la emisión del avalúo, si entre ésta y las subsecuentes 
almonedas median más de seis meses, el valor de los bienes deberá 
actualizarse. 
 
 
Contradicción de tesis 140/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Décimo Primero, ambos en Materia 
Civil del Primer Circuito. 18 de febrero de 2009. Cinco votos. Ponente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús Antonio Sepúlveda 
Castro. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticinco de 
febrero de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintiséis de 
febrero de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   25/2009 
 

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. LA DETERMINACIÓN 
JURISDICCIONAL QUE NIEGA DECLARARLA PUEDE 
IMPUGNARSE EN CUALQUIER TIEMPO A TRAVÉS DEL JUICIO DE 
AMPARO, POR TRATARSE DE UN ACTO QUE INCIDE EN LA 
LIBERTAD PERSONAL. Si se toma en cuenta que la prescripción es 
una causa extintiva de la acción penal y que, por ende, se constituye en 
el derecho individual subjetivo a gozar de libertad absoluta, resulta 
evidente que la resolución que niega declararla debe considerarse 
como un acto que incide en la Iibertad de la persona, aun cuando sea 
ajena al auto de formal prisión o que el inculpado esté gozando de la 
libertad bajo caución, pues si no obstante la extinción de un 
presupuesto necesario de la acción persecutoria para la instauración 
del juicio, se sujeta al inculpado a un proceso penal, indudablemente se 
afecta el goce de su libertad absoluta. Por tanto, la determinación 
jurisdiccional que niega declarar la prescripción de la acción penal 
puede impugnarse en cualquier tiempo a través del juicio de garantías, 
ya que al tratarse de un acto que incide en la libertad personal, se 
actualiza la hipótesis de excepción prevista en la fracción II del artículo 
22 de la Ley de Amparo. 
 
Contradicción de tesis 113/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito. 18 de febrero de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores 
Cruz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticinco de 
febrero de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintiséis de 
febrero de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  26/2009 
 
 

DIVORCIO. CUANDO SE DEMANDA LA INDEMNIZACIÓN 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 289 BIS DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 
DISTRITO FEDERAL, CORRESPONDE A LA PARTE SOLICITANTE 
PROBAR LOS HECHOS EN QUE FUNDA SU PETICIÓN 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 3 DE OCTUBRE DE 2008). La 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido 
que el artículo 289 Bis del Código Civil para el Distrito Federal, vigente 
hasta el 3 de octubre de 2008, prevé la posibilidad de que cualquiera de 
los cónyuges demande, bajo ciertas condiciones, una compensación 
económica, es decir, una indemnización disponible para cualquiera de 
ellos, sin excepcionar las reglas sobre carga probatoria que regulan el 
juicio civil y sin justificar la existencia de una presunción legal a favor de 
alguna de las partes. Ahora bien, conforme a los artículos 281 y 282 del 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, la carga 
probatoria compete a las partes, atendiendo a su problemática de hacer 
prosperar sus acciones o excepciones, según corresponda. En 
congruencia con lo anterior, se concluye que cuando en un juicio 
ordinario civil de divorcio se demanda la indemnización prevista en el 
citado artículo 289 Bis, bajo el argumento de haberse dedicado en el 
lapso que duró el matrimonio preponderantemente al desempeño del 
trabajo del hogar y, en su caso, al cuidado de los hijos, corresponde a la 
parte solicitante probar los hechos en que funda su petición, pues lo 
contrario rompería con las condiciones de impartición de justicia 
imparcial. Lo anterior sin perjuicio de que de las pruebas aportadas y de 
las circunstancias particulares de cada caso pueda desprenderse una 
presunción humana que demuestre esos extremos. 
 
 
Contradicción de tesis 132/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Sexto y Décimo Tercero, ambos en Materia Civil 
del Primer Circuito. 18 de febrero de 2009. Cinco votos. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticinco de 
febrero de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintiséis de 
febrero de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  27/2009. 
 

INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. CUANDO EL DICTAMEN DEL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUEDA SIN EFECTOS POR 
VIRTUD DE UNA PRIMERA RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, ES INNECESARIO QUE EN UNA 
POSTERIOR EN LA QUE SE DEJA SIN MATERIA EL INCIDENTE 
RELATIVO, SE EMITA UN NUEVO PRONUNCIAMIENTO AL 
RESPECTO. Cuando en un incidente de inejecución de sentencia 
tramitado ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación se determina 
la devolución de los autos al juzgado del conocimiento, ello implica que 
quede sin efectos el dictamen emitido por el tribunal colegiado de 
circuito que ejerció jurisdicción sobre aquél. Ahora bien, si una vez 
devueltos los autos al lugar de su origen, el juzgado del conocimiento 
informa a este Alto Tribunal sobre el cumplimiento dado a la ejecutoria 
de amparo y éste va a pronunciarse en el sentido de dejar sin materia el 
incidente de inejecución, es innecesario hacer un nuevo 
pronunciamiento respecto de dicho dictamen, toda vez que ya quedó 
sin efectos por virtud de una resolución anterior. 
 
Incidente de inejecución 519/2006. **********. 6 de diciembre de 2006. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Gustavo Ruiz Padilla. 
 
Incidente de inejecución 295/2008. **********. 8 de octubre de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Arnoldo Castellanos 
Morfín. 
 
Incidente de inejecución 305/2008-01. **********. 15 de octubre de 
2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Rafael 
Vázquez-Mellado Mier y Terán. 
 
Incidente de inejecución 515/2007. **********. 26 de noviembre de 
2008. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: 
Juan Carlos de la Barrera Vite. 
 
Incidente de inejecución 640/2006. **********. 26 de noviembre de 
2008. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: 
Arnoldo Castellanos Morfín.  
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de once de marzo de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal,  doce de marzo de dos mil nueve. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/rfr. 

 



 

 
TESIS  JURISPRUDENCIAL   28/2009 

 
REQUERIMIENTO JUDICIAL A PARTICULARES. PROCEDE PARA 
QUE EXHIBAN LOS DOCUMENTOS QUE OBREN EN SU PODER Y 
QUE FUERON OFRECIDOS COMO PRUEBA POR LAS PARTES EN 
EL JUICIO DE AMPARO. De la interpretación armónica de los artículos 
78, 150, 151 y 152 de la Ley de Amparo, en relación con los numerales 
79, 81, 86 y 90 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 
aplicación supletoria en términos del artículo 2o. de la Ley citada en 
primer término, se advierte que el sistema normativo que rige la materia 
probatoria en el juicio de garantías permite el requerimiento judicial a 
particulares para que exhiban los documentos que obren en su poder y 
que fueron ofrecidos como prueba por las partes, en tanto que dicho 
medio probatorio no encuadra en la absolución de posiciones, existe en 
la Ley, y en sí mismo no puede considerarse contra la moral o el 
derecho. De manera que dicho requerimiento procede cuando los 
documentos de que se trate tengan relación con los hechos que 
pretenden probarse y con la existencia y constitucionalidad del acto 
reclamado, y además formen parte del acervo existente, a partir del que 
la autoridad responsable emitió su acto. Así, previa solicitud de la parte 
oferente realizada antes de la audiencia constitucional, y del acuerdo en 
el que decida sobre su pertinencia, el juzgador de amparo puede 
efectuar fundada y motivadamente el mencionado requerimiento, 
valiéndose incluso de los medios de apremio más eficaces, 
sujetándose, en su caso, a lo establecido en el artículo 152 de la Ley de 
Amparo, aplicable por analogía; sin perjuicio de que, una vez analizado 
el tipo y contenido de la información de que se trata, de considerarlo 
procedente reserve su contenido. 
 
 
Contradicción de tesis 12/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 21 de 
enero de 2009. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Constanza Tort San Román. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de marzo de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
 
 
 
HAGH*pmm 
 

 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   29/2009 
 

COSTAS. LAS DERIVADAS DE UN INCIDENTE EN EL 
PROCEDIMIENTO, NO PUEDEN DESVINCULARSE DEL FONDO 
RESUELTO EN ÉL, POR LO QUE DEBEN IMPUGNARSE EN LA VÍA 
QUE CORRESPONDA. La condena en costas es de naturaleza 
accesoria a la pretensión principal en juicio, por lo que la decretada 
respecto de ambas instancias en una resolución de segundo grado que 
confirma otra que resuelve una cuestión incidental de índole procesal es 
consecuencia del análisis de la violación adjetiva materia del incidente 
relativo y, por tanto, debe seguir su misma suerte, en virtud de que la 
condena en ese aspecto constituye la sanción impuesta a las partes en 
la incidencia como resultado de haberse decidido el fondo de ésta. En 
ese sentido, es indudable que la impugnación en costas debe hacerse 
valer atendiendo a la vía que corresponda, es decir, de acuerdo al tipo 
de incidente del que derive. De ahí que si por su naturaleza este último 
se traduce en un acto de ejecución irreparable, procederá el juicio de 
amparo en la vía indirecta, pues no puede desligarse el estudio de la 
legalidad de las costas del análisis del acto reclamado, dada la 
accesoriedad de aquéllas con éste, pero si el incidente implica un acto 
intraprocesal que no sea de imposible reparación, la legalidad de la 
condena en costas debe hacerse valer como violación adjetiva en el 
amparo directo que en su caso se promueva contra la sentencia 
definitiva que llegue a dictarse en el juicio correspondiente, es decir, en 
este último supuesto, el análisis de la legalidad de lo decidido sobre tal 
condena debe reservarse para dicho momento, pues no puede 
desvincularse la condena en costas del fondo resuelto en el incidente. 
Ello es así porque el amparo es un juicio extraordinario cuyo objetivo es 
proteger las garantías individuales de los gobernados frente a las 
autoridades y procede en la vía directa contra sentencias definitivas y 
resoluciones que ponen fin al juicio, ocasión en la que se pueden 
analizar las violaciones del procedimiento que hubiesen afectado las 
defensas del quejoso, y sólo excepcionalmente se prevé la tutela, 
mediante el amparo indirecto, contra actos dentro del juicio que, por su 
trascendencia grave, afecten de manera directa los derechos 
sustantivos del quejoso; por lo que implica que el juicio de garantías no 
es una instancia más para decidir las controversias, ni tiene como 
finalidad supervisar todos y cada uno de los actos del proceso de forma 
aislada en el momento en que se van emitiendo, pues la marcha del 
procedimiento no puede paralizarse sino en los casos previstos por el 
legislador o la jurisprudencia establecida. No es obstáculo para estimar 
que la determinación incidental sobre costas puede impugnarse en 
amparo directo, el hecho de que el condenado hubiese sido vencedor 
en cuanto al fondo del litigio, pues en ese supuesto conserva interés 
jurídico para promover ese juicio, aunque sólo sea para reclamar la 
condena en costas en la resolución intermedia de segunda instancia 
que trascendió a su esfera jurídica. 
 
 
Contradicción de tesis 80/2008-PS. Entre los criterios sustentados por 
los Tribunales Colegiados Tercero y Décimo Tercero, ambos en Materia 
Civil del Primer Circuito. 21 de enero de 2009. Cinco votos. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas.  
 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de marzo de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   30/2009 
 

INCOMPETENCIA POR DECLINATORIA. LA RESOLUCIÓN QUE LA 
DECLARA FUNDADA POR ESTIMAR QUE EL COMPETENTE ES UN 
JUEZ EXTRANJERO PONE FIN AL JUICIO, POR LO QUE EN SU 
CONTRA PROCEDE EL AMPARO DIRECTO (LEGISLACIÓN DEL 
DISTRITO FEDERAL). Cuando al tenor del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal se cuestiona la falta de competencia del 
juez que conoce del juicio por considerar que ésta se surte a favor de 
un juzgador extranjero, el juez ante quien se plantea la incompetencia 
debe remitir los autos a su superior jerárquico para que resuelva lo 
conducente, y si bien éste puede acoger la pretensión del impugnante, 
su decisión no puede vincular al juzgador foráneo, en tanto que no 
ejerce jurisdicción sobre él, sino que el único efecto de estimar fundada 
la excepción de incompetencia es hacer que cese la competencia del 
juez primigenio y con ella, el juicio, que no podrá continuar al amparo de 
las leyes mexicanas. En efecto, en la hipótesis referida el tribunal de 
alzada no puede ordenar a un juez extranjero que conozca del negocio, 
pero sí puede determinar que conforme a la legislación mexicana el 
juicio no puede tramitarse, concluir ni ejecutarse, y que ninguno de los 
jueces respecto de los que ejerce jurisdicción podría darle cauce. Así, 
se concluye que la resolución dictada al tenor del artículo 167, primer 
párrafo, del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 
que declara fundada la excepción de incompetencia por declinatoria en 
la que se sostiene que el juez nacional debe abstenerse de conocer de 
un litigio por estimar que la competencia se surte a favor de un juez 
extranjero, constituye un acto que pone fin al juicio y, por ende, en su 
contra procede el amparo directo; máxime que la mencionada 
resolución es de carácter firme (pues en su contra no procede algún 
recurso ordinario que pueda modificarla o revocarla), no decide el juicio 
en lo principal (la materia del litigio) y da por concluida la jurisdicción de 
los tribunales nacionales. 
 
 
Contradicción de tesis 144/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Civil del 
Primer Circuito. 25 de febrero de 2009. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Secretario: Miguel Bonilla López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de marzo de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  31/2009 
 

ASEGURAMIENTO DE BIENES PERTENECIENTES O EN 
POSESIÓN DE UN TERCERO AJENO A LA CAUSA PENAL. PARA 
DECRETARLO NO ES NECESARIO QUE ÉSTE SEA 
RESPONSABLE POR EL DELITO DE ENCUBRIMIENTO O QUE SE 
ENCUENTRE SUJETO A PROCESO. El aseguramiento de bienes 
previsto en el artículo 181 del Código Federal de Procedimientos 
Penales es una medida precautoria que sólo afecta provisionalmente 
los bienes sobre los que recae, ya que no constituye un fin en sí mismo 
sino que pretende proteger los bienes materia de la medida para 
garantizar un futuro y posible decomiso o la eventual reparación del 
daño, así como asegurar la comprobación del cuerpo del delito y/o la 
probable responsabilidad del inculpado, protegiendo la subsistencia de 
los posibles medios de prueba; de ahí que no prejuzga ni tiene relación 
con la responsabilidad penal del poseedor o propietario del bien 
respectivo. Lo anterior distingue dicha medida del decomiso, que es una 
pena, cuya afectación sobre el bien es definitiva y se impone en razón 
de la responsabilidad penal del sentenciado, sea por el delito de la 
causa penal o por el diverso de encubrimiento. En congruencia con lo 
anterior y en virtud de que, por un lado, el referido artículo 181 sólo 
requiere que los bienes asegurados sean instrumentos, objetos o 
productos del delito, o que contengan huellas o puedan tener relación 
con éste, sin exigir que el poseedor o propietario se encuentre en 
alguna situación específica y, por el otro, que el artículo 40 del Código 
Penal Federal no establece algún requisito al respecto, se concluye que 
para decretar el aseguramiento de bienes pertenecientes o en posesión 
de un tercero ajeno a la causa penal, no es necesario que éste sea 
responsable del delito de encubrimiento o que se encuentre sujeto a 
proceso, sino que basta con atender a los extremos previstos en el 
indicado artículo 181. 
 
 
Contradicción de tesis 107/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito. 25 de febrero 
de 2009. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto 
Ávila Ornelas. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de marzo de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   32/2009 
 

INSTITUCIONES DE CRÉDITO. SI SUS EMPLEADOS DISPONEN 
INDEBIDAMENTE DEL DINERO DE LAS BÓVEDAS, 
TRANSFIRIÉNDOLO A DIVERSAS CUENTAS BANCARIAS, PERO 
SIN ACREDITARSE QUE SE TRATÓ DE RECURSOS O VALORES 
DE LOS CLIENTES, NO SE CONFIGURA EL DELITO PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 113 BIS DE LA LEY RELATIVA Y, POR TANTO, LA 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA CONDUCTA 
DESPLEGADA SE SURTE A FAVOR DE UN JUEZ DEL FUERO 
COMÚN. Conforme a los artículos 267, 268 y 276 de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito, al depositarse una suma determinada 
de dinero en moneda nacional o en divisas o en monedas extranjeras 
se transfiere su propiedad al depositario, salvo que se trate de 
depósitos constituidos en caja, saco o sobres cerrados, o bien de 
depósitos bancarios de títulos, supuestos en los cuales no se transfiere 
la propiedad a las instituciones de crédito sino que la conservan sus 
clientes. En ese sentido, si los empleados de estas instituciones 
disponen indebidamente del dinero de las bóvedas, transfiriéndolo a 
diversas cuentas bancarias, pero no se acredita que se trató de 
recursos o valores propiedad de los clientes, no se configura el delito 
previsto en el artículo 113 Bis de la Ley de Instituciones de Crédito, 
cuya actualización requiere utilizar, obtener, transferir o de cualquier 
otra forma disponer indebidamente de recursos o valores de los clientes 
de las instituciones mencionadas; luego, cuando la conducta se comete 
en el Distrito Federal, se actualiza el diverso de fraude específico 
previsto en el artículo 231, fracción XIV, del Código Penal para el 
Distrito Federal y, por tanto, la competencia para conocer de éste se 
surte a favor de un juez del fuero común. Ello es así, pues al no 
actualizarse los elementos del tipo penal especial descrito en el citado 
artículo 113 Bis, no puede ser del conocimiento de un juez de distrito, 
en términos del artículo 50, fracción I, inciso a), de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, que fija la competencia de los jueces 
federales penales para conocer de los delitos del orden federal, los 
cuales son, entre otros, los previstos en las leyes federales. 
 
Contradicción de tesis 46/2008-PS. Entre los criterios sustentados por 
los Tribunales Colegiados Segundo y Cuarto, ambos en Materia Penal 
del Primer Circuito. 25 de febrero de 2009. Cinco votos. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio 
Escudero Contreras. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de marzo de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  33/2009 
 

MENORES DE EDAD. EN LOS JUICIOS DE NULIDAD DEL 
PROCEDIMIENTO DE ADOPCIÓN NO REVISTEN EL CARÁCTER DE 
PARTE PROCESAL Y, POR TANTO, ES INNECESARIO 
DESIGNARLES UN TUTOR INTERINO PARA QUE LOS 
REPRESENTE (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE NAYARIT Y 
MICHOACÁN). La garantía de audiencia contenida en el artículo 14 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que 
nadie puede ser condenado sin haber sido oído y vencido en juicio, 
conforme a los trámites legales, además de que de ella emanan dos 
consecuencias importantes: que la sentencia pronunciada en un 
proceso judicial sólo afecta a las personas que fueron parte en él, y que 
el demandado en el proceso necesariamente debe ser citado para que 
concurra a defender su causa, ya que sería ilegal imponer condena 
alguna a quien no ha sido parte en el proceso en que se dicta la 
sentencia. Ahora bien, de acuerdo con los artículos 263 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Estado de Nayarit y 620 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Estado de Michoacán (vigente hasta el 7 
de septiembre de 2008), el objeto de la instauración del juicio de nulidad 
es invalidar el primer procedimiento que se estima viciado por ser el 
resultado de un proceso fraudulento, de manera que tratándose de la 
nulidad promovida contra un procedimiento que culminó con la 
resolución judicial que aprobó la adopción de un menor, quienes 
contienden en dicho juicio como actores son aquellas personas físicas 
que estiman que el procedimiento de aprobación de la adopción es 
nulo, por no observarse determinadas formalidades establecidas en la 
ley, y como demandados, quienes participaron en ese procedimiento de 
adopción y sostienen que éste fue legalmente tramitado y resuelto. Así, 
el objeto de instaurar dicha nulidad no es cuestionar el estado civil del 
menor de edad generado por la adopción, ni los derechos que emanan 
de ésta, sino determinar si el procedimiento que culminó con la 
adopción se llevó a cabo conforme a las formalidades establecidas en 
la ley y, como consecuencia, si resulta nulo o válido. Por tanto, resulta 
evidente que en los juicios ordinarios civiles de nulidad del 
procedimiento de adopción, los menores de edad adoptados no revisten 
el carácter de parte procesal –actor o demandado– y, por tanto, es 
innecesario que la autoridad judicial les designe un tutor interino para 
que los represente, habida cuenta que no intervinieron como “litigantes” 
en el primer juicio, y tampoco se les puede considerar terceros 
coadyuvantes de alguna de las partes, porque dada la naturaleza de la 
acción intentada, no podrían intervenir alegando que su adopción fue 
legal o ilegal, pues ello sólo corresponde a los contendientes.  
 
 
Contradicción de tesis 60/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito y el Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito. 25 de febrero de 2009. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Miguel Ángel Antemate Chigo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 



 

Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de marzo de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   34/2009 
 

IMPROCEDENCIA DEL AMPARO POR CAMBIO DE SITUACIÓN 
JURÍDICA. SE ACTUALIZA CUANDO EL ACTO RECLAMADO 
CONSISTE EN EL AUTO DE FORMAL PRISIÓN PERO EN LA MISMA 
CAUSA SE ACREDITA QUE SE DICTÓ SENTENCIA DEFINITIVA, NO 
OBSTANTE QUE UNA RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA LA 
HAYA DECLARADO INSUBSISTENTE AL ORDENAR REPONER EL 
PROCEDIMIENTO. Si en el juicio de amparo en que se reclama el auto 
de formal prisión se acredita que posteriormente, en la misma causa 
penal, se dictó sentencia definitiva, aunque una resolución de segunda 
instancia la haya declarado insubsistente al haber ordenado reponer el 
procedimiento, procede sobreseer en el juicio de garantías en términos 
del artículo 74, fracción III, de la Ley de Amparo, al actualizarse la 
causa de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción X, de dicha 
Ley, en virtud del cambio de situación jurídica del procesado. Lo 
anterior es así, porque el auto de formal prisión se sustituye con el 
dictado de la sentencia de primer grado, y ese cambio de estatus 
jurídico hace que las violaciones reclamadas se consideren 
consumadas de modo irreparable, en tanto que no es posible decidir 
sobre ellas sin afectar la nueva situación jurídica del quejoso. 
 
 
Contradicción de tesis 151/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
entonces Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, 
ahora Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de 
Trabajo del Décimo Primer Circuito y el Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Décimo Sexto Circuito. 04 de marzo de 2009. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de marzo de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   35/2009 
 

DESAHUCIO. LA SENTENCIA DICTADA POR UN JUEZ DE PAZ EN 
ESE JUICIO ES IMPUGNABLE A TRAVÉS DEL RECURSO DE 
APELACIÓN (LEGISLACIONES DEL ESTADO DE BAJA 
CALIFORNIA Y DEL DISTRITO FEDERAL). Conforme a los artículos 
965 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Baja 
California y 23 del Título Especial, relativo a la Justicia de Paz, del 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, contra las 
resoluciones pronunciadas por los jueces de paz no se dará más 
recurso que el de responsabilidad. Sin embargo, atendiendo al principio 
de especialidad contenido en los artículos 11 de los códigos civiles de 
las entidades señaladas, cuando se tramita un juicio de desahucio ante 
un juez de paz por razón de la cuantía del negocio, las normas que 
deben imperar son las relativas a este procedimiento especial y no las 
de la justicia de paz, pues para determinar dicha especialidad debe 
tenerse en cuenta la naturaleza del asunto y no la cuantía. Por tanto, la 
sentencia dictada por un juez de paz en un juicio de desahucio es 
impugnable a través del recurso de apelación, en términos de los 
artículos 481 y 495 de los Códigos de Procedimientos Civiles de Baja 
California y del Distrito Federal, respectivamente, este último en su 
texto vigente hasta antes de su reforma publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el 21 de julio de 1993. 
 
 
Contradicción de tesis 127/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero, Tercero y Cuarto, todos en Materia Civil 
del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto 
Circuito. 04 de marzo de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de marzo de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 



 

 
TESIS  JURISPRUDENCIAL   36/2009 

 
AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. CUANDO EN UN JUICIO DE 
AMPARO UN JUEZ SE PRONUNCIA SOBRE LAS PRUEBAS Y 
ALEGATOS PERO, POR  UNA INCOMPETENCIA SUPERVENIENTE, 
EL ASUNTO SE REMITE A UN JUZGADOR DIVERSO, ATENTO AL 
PRINCIPIO DE UNIDAD QUE RIGE A AQUÉLLA, ÉSTE DEBE, POR 
REGLA GENERAL LIMITARSE A RECONOCER LA VALIDEZ DE 
LAS ETAPAS CELEBRADAS ANTE EL PRIMERO Y DICTAR LA 
SENTENCIA CORRESPONDIENTE. Los artículos 107, fracción VII, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 155 de la 
Ley de Amparo, señalan que la audiencia constitucional y la sentencia 
respectiva habrán de llevarse a cabo en un acto procesal continuo, 
integrado por etapas establecidas, pero no ordenan que ello ocurra ante 
el mismo juzgador. Por tanto, cuando en un juicio de amparo un juez 
conoce de las dos primeras etapas de la audiencia constitucional, esto 
es, el ofrecimiento y desahogo de las pruebas y la recepción de 
alegatos, pero por la declaración superveniente de incompetencia el 
asunto se remite a un juzgador diverso, atento al principio de unidad de 
la audiencia, por regla general y salvo que advierta irregularidades que 
subsanar, éste debe limitarse a reconocer la validez de las etapas ya 
celebradas ante el otro juzgador y dictar la sentencia que en derecho 
proceda. Ello es así porque la indicada unidad no es subjetiva, es decir, 
no significa que deba tratarse del mismo juez, sino que es objetiva y 
material en tanto que implica que se trata de un solo acto procesal cuya 
validez requiere la celebración de sus tres etapas (pruebas, alegatos y 
sentencia). Además, dada la naturaleza unilateral del dictado de la 
sentencia, nada impide que se dicte sin trastocar lo actuado en juicio. 
Lo anterior se fortalece atento al principio constitucional de justicia 
pronta y expedita que, aplicado analógicamente al juicio de amparo, 
conlleva la necesidad de evitar diligencias innecesarias que puedan 
retrasar ociosamente un procedimiento. 
 
 
Contradicción de tesis 129/2008-PS. Entre los criterios sustentados 
por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito y 
los Tribunales Colegiados Primero y Segundo en Materia Penal del 
Tercer Circuito. 18 de febrero de 2009. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente Sergio A. Valls 
Hernández. Secretaria: Selina Haidé Avante Juárez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciocho de marzo 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, diecinueve de marzo 
de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  37/2009 
 
 

JUICIO SUCESORIO. LA RESOLUCIÓN QUE CONFIRMA LA NO 
APROBACIÓN  DEL PROYECTO DE PARTICIÓN DE LOS BIENES  
DE LA HERENCIA ES IMPUGNABLE EN AMPARO INDIRECTO. La 
resolución que confirma la no aprobación del proyecto  de partición de 
los bienes de la herencia dictada en la cuarta sección del juicio 
sucesorio es impugnable a través del juicio de amparo indirecto, porque 
no es de aquellas que pongan fin al juicio o lo den por concluido, toda 
vez que la consecuencia de que no se apruebe dicho proyecto consiste 
en que no pueda dictarse la sentencia de adjudicación hasta que se 
elabore otro proyecto que cumpla con los lineamientos precisados en el 
juicio sucesorio. Luego entonces, se trata de una resolución  intermedia, 
mientras que en ese juicio solamente la sentencia de adjudicación es la 
que tiene el carácter de definitiva en términos del criterio sustentado por 
esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
 
Contradicción de tesis 95/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el 
Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
18 de febrero de 2009. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretaria: Rosaura Rivera Salcedo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciocho de marzo 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, diecinueve de marzo 
de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL   38/2009 
 
 

DENUNCIA ANÓNIMA. NO TIENE VALOR PROBATORIO DE 
INDICIO PARA INTEGRAR LA PRUEBA CIRCUNSTANCIAL PLENA. 
La denuncia anónima, al no cumplir con los requisitos legales propios 
de la denuncia formal, como lo son la identidad y firma del denunciante, 
sólo se traduce en la “noticia” de un evento presumiblemente 
delictuoso, cuya única finalidad es impulsar al Ministerio Público para 
que investigue ese hecho. En consecuencia, si la denuncia anónima no 
es un hecho cierto ni confiable, es decir, no es un elemento procesal 
perfeccionado y útil para valorar y llegar a otros hechos desconocidos, 
resulta inconcuso que no tiene valor probatorio de indicio para integrar 
la prueba circunstancial plena a que alude el artículo 286 del Código 
Federal de Procedimientos Penales. 
 
 
Contradicción de tesis 150/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito. 11 de 
marzo de 2009. Mayoría de tres votos. Disidentes: Juan N. Silva Meza y 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretaria: Selina Haidé Avante Juárez.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciocho de marzo 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, diecinueve de marzo 
de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  39/2009 
 
 

SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS CIVILES DEL SENTENCIADO. 
SU IMPOSICIÓN NO REQUIERE LA PETICIÓN EXPRESA DEL 
MINISTERIO PÚBLICO. La suspensión de los derechos civiles del 
sentenciado a que se refieren los artículos 45, fracción I, y 46 del 
Código Penal Federal, durante la extinción de una sanción privativa de 
la libertad, no requiere la petición expresa del Ministerio Público 
porque su imposición se surte por ministerio de ley, en tanto que no se 
trata de una sanción autónoma o independiente, sino de una 
consecuencia necesaria de la pena de prisión. En efecto, con la 
imposición de la pena privativa de la libertad, por así disponerlo la ley, 
se suspenden los derechos civiles del sentenciado, y en virtud de la 
naturaleza accesoria de esta sanción, su duración dependerá de la 
pena principal; de ahí que el juzgador puede declarar en la sentencia 
la suspensión aludida sin que medie petición expresa del 
representante social. Además, ello es así, habida cuenta que la pena 
de prisión constituye un obstáculo material –más que jurídico– para 
ejercer los derechos civiles previstos en el indicado artículo 46 –tutela, 
curatela, ser apoderado, defensor, albacea, perito, depositario o 
interventor judicial, síndico o interventor en quiebras, árbitro, arbitrador 
o representante de ausentes –, los cuales requieren la presencia física 
y libertad de acción frente a los sujetos que se encuentran en el otro 
extremo de la relación civil, lo que no puede ocurrir mientras se esté 
privado de la libertad, pues aunque no se impusiera la suspensión 
mencionada subsistiría la imposibilidad material para ejercer tales 
derechos.  
 
 
Contradicción de tesis 141/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito y el 
Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 11 de 
marzo de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretario: Arnoldo Castellanos Morfín. 
 
 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciocho de marzo 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, diecinueve de marzo 
de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr*pmm 

 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   40/2009. 
 
 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN SOBRE MERCANCÍAS DE 
DIFÍCIL IDENTIFICACIÓN. EL ARTÍCULO 152 DE LA LEY 
ADUANERA, AL NO ESTABLECER UN PLAZO CIERTO PARA QUE 
LA AUTORIDAD EMITA Y NOTIFIQUE EL ACTA DE OMISIONES O 
IRREGULARIDADES, VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD 
JURÍDICA.  El artículo 152 de la Ley Aduanera establece un 
procedimiento al término del cual la autoridad aduanera puede 
determinar tres consecuencias jurídicas: contribuciones omitidas, 
cuotas compensatorias y/o sanciones. Este procedimiento se inicia una 
vez que la autoridad aduanera ha ejercido una de las siguientes 
facultades comprobatorias: reconocimiento aduanero, segundo 
reconocimiento, verificación de mercancías en transporte, revisión de 
documentos durante el despacho o ejercicio de facultades de 
comprobación. Si en el ejercicio de alguna de estas facultades, la 
autoridad lo encuentra procedente, debe emitir un acta  circunstanciada 
de los hechos u omisiones que impliquen la omisión de contribuciones, 
cuotas compensatorias y, en su caso, la imposición de sanciones, con 
lo cual inicia el procedimiento aduanero, pues con la notificación de 
dicha acta se le otorga al particular interesado un plazo de diez días 
para ofrecer pruebas y formular alegatos contra las imputaciones que 
se le realizan en el acta inicial. Una vez cerrada la etapa de pruebas y 
alegatos, la autoridad da por integrado el expediente y, a partir de ahí, 
cuenta con un plazo de cuatro meses para emitir resolución sobre el 
asunto. Ahora bien, si las mercancías analizadas por la autoridad 
aduanera son de difícil identificación, en los términos de los artículos 44 
y 45 de la Ley de la materia, deben tomarse muestras de las mismas y 
mandarlas examinar, para determinar su naturaleza y composición. Lo 
anterior debe tener lugar antes de la emisión del acta que da inicio al 
procedimiento referido, por constituir un elemento de juicio necesario 
para su contenido. Pues bien, como se observa, en la norma analizada 
no se establece un plazo dentro del cual la autoridad debe emitir y 
notificar el acta de omisiones o irregularidades, una vez que ha ejercido 
alguna de sus facultades comprobatorias y ha recibido los resultados de 
laboratorio correspondientes, cuando se trate de mercancías de difícil 
identificación, lo cual viola la garantía de seguridad jurídica, que ha sido 
definida por esta Suprema Corte, en relación a normas procesales, 
como aquella que permite a los particulares hacer valer sus derechos e 
impide a la autoridad actuar con arbitrariedad. Lo anterior, dado que la 
referida falta de plazo abre la posibilidad a la autoridad aduanera para 
determinar cuándo emitir y notificar el acta que da inicio al 
procedimiento aduanero sin constreñirse a un límite acorde a los 
objetivos que la ley busca con el procedimiento aduanero, pudiendo así 
escoger cualquiera que considere conveniente, con lo que es evidente 
que no se satisface uno de los objetivos esenciales de la garantía de 
seguridad jurídica, esto es, proscribir la arbitrariedad de la actuación de 
la autoridad. Debe aclararse, sin embargo, que este criterio no debe 
hacerse extensivo a aquellos casos en los cuales el procedimiento de 
fiscalización no versa sobre mercancías de difícil identificación, pues en 
éstos la citada acta de omisiones o irregularidades se debe realizar de 
forma inmediata al reconocimiento o segundo reconocimiento aduanero 
y, por tanto, en esos casos no existe la condición de arbitrariedad que 
conlleva violación a la garantía de seguridad jurídica.           
 



 

 
Amparo directo en revisión 1378/2008. **********. 15 de octubre de 
2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo directo en revisión 1430/2008. **********. 15 de octubre de 
2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Guillermina Coutiño 
Mata. 
 
Amparo directo en revisión  1562/2008. **********. 12 de noviembre de 
2008. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Rosaura Rivera Salcedo.  
 
Amparo directo en revisión 1590/2008. **********. 12 de noviembre de 
2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Dolores Rueda Aguilar.  
 
Amparo en revisión 470/2008. **********. 19 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Rosaura Rivera Salcedo.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial  fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de 
marzo  de dos mil nueve. México, Distrito Federal, veintiséis de 
marzo de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  41/2009 
 
 

PERSONALIDAD EN MATERIAS CIVIL Y MERCANTIL. CONTRA LA 
RESOLUCIÓN DICTADA EN APELACIÓN QUE DECLARA 
FUNDADA LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE PERSONALIDAD DEL 
ACTOR Y LE CONCEDE UN PLAZO PARA SUBSANAR LOS 
DEFECTOS FORMALES RESPECTIVOS, PROCEDE EL AMPARO 
INDIRECTO, AL CONSTITUIR UN ACTO DE EJECUCIÓN 
IRREPARABLE DENTRO DEL JUICIO. Las resoluciones dictadas con 
fundamento en los artículos 41 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal o 1,126 del Código de Comercio, y que declaran 
fundada la excepción de falta de personalidad del actor, concediéndole 
un plazo de diez días para que subsane los defectos formales en que 
haya incurrido en el acreditamiento de la personería, deciden el fondo 
de ese presupuesto procesal y causan a las partes un perjuicio 
inmediato y directo de imposible reparación, pues por lo que concierne 
a la actora, dejan insubsistente un estado de cosas ya que condicionan 
la persistencia del juicio al acreditamiento de requisitos a la exhibición 
de documentos que, a la postre, podrían ser innecesarios; y por lo que 
hace a la demandada, tales resoluciones supeditan la culminación del 
juicio a que se enmiende el vicio de personería, lo cual, en su perjuicio, 
impide que se actualice sin más el efecto de encontrar acreditada la 
excepción de falta de personalidad, que es el de concluir 
anticipadamente el juicio. Es decir, la resolución que declara fundada la 
excepción de falta de personalidad del actor resuelve el fondo de esa 
cuestión en tanto que determina que sí existe la personalidad, pero que 
su cabal demostración precisa del cumplimiento de una formalidad. En 
ese sentido, se concluye que contra dicha determinación procede el 
juicio de amparo indirecto, en términos de la fracción IV del artículo 114 
de la Ley de Amparo, a pesar de que conceda un plazo de diez días 
para subsanar la omisión formal relativa, pues la ratio legis de los 
citados artículos 1,126 y 41 consiste en privilegiar la resolución de 
fondo de los asuntos y que los errores en tal acreditamiento, siempre y 
cuando sean subsanables, no se conviertan en un obstáculo para ello, 
no así en postergar la resolución de la personalidad, pues en la 
posterior resolución no habrá de definirse el fondo de esa cuestión, es 
decir, no se determinará si existe o no, pues su objeto consistirá 
únicamente en verificar si se remedió o no el defecto, vicio o falta de 
formalidad previamente advertido y estimado subsanable, esto es, en 
establecer si una personalidad existente pero defectuosamente 
acreditada se perfecciona o no en este último aspecto. 
 
 
 
Contradicción de Tesis 135/2008-PS. Entre los criterios sustentados 
por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el 
Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
18 de marzo de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Juan N. Silva 
Meza. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro 
Vargas Ornelas.  
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 



 

JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticinco de marzo 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintiséis de marzo de 
dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   42/2009 
 
 

INHABILITACIÓN DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LOS 
ARTÍCULOS 129, 131, 133, 136 Y 259 DEL CÓDIGO PENAL DEL 
ESTADO DE MÉXICO QUE ESTABLECEN DICHA PENA POR UN 
TÉRMINO DE VEINTE AÑOS SIN SEÑALAR LÍMITES MÍNIMO Y 
MÁXIMO DE APLICACIÓN, VIOLAN LOS ARTÍCULOS 14 Y 22 (ESTE 
ÚLTIMO VIGENTE HASTA ANTES DE LA REFORMA DE 2008) DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. De la interpretación estricta (propia de la materia penal) 
de los citados artículos del Código Penal del Estado de México 
(vigentes antes de la entrada en vigor del Decreto publicado en el 
Periódico Oficial de la entidad el 2 de enero de 2006), en la parte que 
contienen la pena de inhabilitación por veinte años para desempeñar 
cualquier empleo, cargo o comisión públicos, se concluye que prevén 
una sanción penal fija y excesiva y, por tanto, violatoria de los artículos 
14 y 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
tanto que al señalar las penas correspondientes por las conductas 
antijurídicas que describen, además de las privativas de libertad y 
pecuniaria, establecen la pena de inhabilitación del servidor público que 
hubiere cometido el delito, por el término invariable e inflexible de veinte 
años. En efecto, la pena de inhabilitación prevista en los aludidos 
preceptos legales es excesiva y, por ende, inconstitucional, porque no 
señalan bases suficientes para que la autoridad judicial la individualice; 
y especialmente porque no permiten establecer su determinación en 
relación con la responsabilidad del sujeto infractor. Además, al estar 
configurada dicha pena en un lapso fijo, la inflexibilidad que ello supone 
no permite que exista la proporcionalidad y razonabilidad suficientes 
entre su imposición y la gravedad del delito cometido, habida cuenta 
que el establecimiento de un plazo fijo impide que para su aplicación 
judicial se tomen en cuenta, entre otros factores, el daño al bien jurídico 
protegido, la posibilidad para que se individualice entre un mínimo y un 
máximo, así como el grado de reprochabilidad atribuible al sujeto activo. 
 
 
Contradicción de tesis 147/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero, Segundo y Cuarto, todos en Materia 
Penal del Segundo Circuito. 18 de marzo de 2009. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Beatriz J. Jaimes Ramos.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticinco de marzo 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintiséis de marzo de 
dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 



 

TESIS   JURISPRUDENCIAL  43/2009 
 
 

CONSULTAS FISCALES. EL ARTÍCULO 34 DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN NO VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD 
JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO 
DE 2007). El hecho de que conforme al citado precepto legal, 
reformado por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
27 de diciembre de 2006, los particulares no puedan impugnar las 
respuestas recaídas a las consultas fiscales realizadas a la autoridad, 
sino sólo las resoluciones definitivas en las que ésta aplique los criterios 
contenidos en dichas respuestas, no viola la garantía de seguridad 
jurídica contenida en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, pues tales consultas no son actos 
vinculatorios que produzcan efectos en la esfera jurídica de los 
gobernados. Ello es así, porque no se deja al arbitrio de la autoridad la 
decisión del momento en que ésta, mediante el ejercicio de sus 
facultades de fiscalización, debe aplicar el criterio emitido en la 
respuesta a la consulta que se le haya formulado, ya que el artículo 67 
del mencionado Código expresamente señala el plazo en que se 
extinguen dichas facultades. 
 
Amparo en revisión 1106/2007. **********. 30 de enero de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
 
Amparo en revisión 233/2008. **********. 2 de julio de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Beatriz J. Jaimes Ramos. 
 
Amparo en revisión 363/2008. **********. 3 de septiembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: 
Rogelio Alberto Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 791/2008. **********. 15 de octubre de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Rosaura Rivera Salcedo. 
 
Amparo en revisión 987/2008. **********. 19 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores 
Rueda Aguilar. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de primero de abril de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, dos de abril de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/rfr. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  44/2009. 
 
 
SALUD. EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 271 DE LA LEY 
GENERAL RELATIVA NO INVADE EL ÁMBITO COMPETENCIAL DE 
TITULARIDAD ESTATAL CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 5o. DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. El citado precepto constitucional faculta a los estados 
para determinar en sus leyes cuáles profesiones requieren título para su 
ejercicio, las condiciones para obtenerlo y las autoridades que han de 
expedirlo, lo cual es congruente con la fracción V del artículo 121 
constitucional, que señala que los títulos profesionales expedidos por 
las autoridades de un Estado, con sujeción a sus leyes, deben ser 
respetados en los otros. Lo anterior permite que las legislaturas de las 
entidades federativas determinen los procesos y requisitos necesarios 
para el desempeño de las profesiones, pero no las faculta para normar 
sobre la materialidad e impacto de las actividades concretas 
desempeñadas con base en dichos títulos. Esto es, la regulación de los 
documentos habilitantes para el ejercicio de las profesiones es de 
titularidad estatal, mientras que la referida a la salubridad general es de 
competencia federal, conforme a los artículos 4o. y 73, fracción XVI, 
constitucionales. En ese sentido, el segundo párrafo del artículo 271 de 
la Ley General de Salud, al establecer los requisitos que deben cumplir 
los profesionales en esta materia para realizar cirugías estéticas y 
cosméticas, no invade el ámbito competencial de titularidad estatal 
contenido en el artículo 5o. de la Constitución Federal, pues no regula 
alguna condición de acceso a la profesión médica, sino que, por un 
lado, se refiere en forma abstracta a los "profesionales de la salud", 
categoría que se determina e individualiza según la legislación de cada 
estado y, por el otro, constituye un instrumento para asegurar y proteger 
a quienes reciben servicios de salud en materia de cirugías estéticas y 
cosméticas. 
 
Amparo en revisión 173/2008. **********. 30 de abril de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo en revisión 115/2008. **********. 21 de mayo de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Avila Ornelas. 
 
Amparo en revisión 274/2008. **********. 3 de septiembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Manuel 
González Díaz. 
 
Amparo en revisión 932/2008. **********. 12 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Avila 
Ornelas. 
 
Amparo en revisión 1070/2008. **********. 26 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina 
Haidé Avante Juárez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 



 

JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de primero de abril de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, dos de abril de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  45/2009. 
 
 
SALUD. EL ESTUDIO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE LA 
DISTINCIÓN PREVISTA EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 271 DE LA LEY GENERAL RELATIVA, DEBE 
SOMETERSE A UN ESCRUTINIO DE IGUALDAD ORDINARIO. El 
análisis de constitucionalidad del citado precepto, que establece los 
requisitos que han de cumplir los profesionales de la salud para realizar 
cirugías estéticas y cosméticas, cuya complejidad exige conocimientos 
especializados y determinados estándares de calidad, debe someterse 
a un escrutinio de igualdad ordinario porque la norma no introduce una 
clasificación legislativa articulada alrededor de alguna de las categorías 
mencionadas en el artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos como motivos prohibidos de discriminación, 
sino que distingue entre dos grupos de personas: los profesionales de 
la salud que tienen una especialidad médica registrada ante la 
autoridad educativa y los que no la tienen; de manera que el criterio de 
distinción utilizado no es de origen étnico o nacional, de género, edad, 
capacidades diferentes, religión, condición social, preferencias, estado 
civil o cualquier otro que atente contra la dignidad humana o tenga por 
objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas; 
de ahí que no hay razones para realizar un escrutinio estricto, ni 
siquiera desde la perspectiva de la naturaleza del derecho afectado, 
pues aunque la libertad de trabajo es una garantía individual, por un 
lado, se trata de un derecho que la propia Constitución Federal 
consagra en una fórmula cuya ambigüedad no llega a velar una directa 
alusión a una estructura regulativa condicionante y, por el otro, el citado 
artículo 271 no incide central y determinantemente en el derecho a 
elegir una profesión u oficio, en tanto que no establece una condición 
para el ejercicio de la profesión de médico, sino sólo los requisitos que 
deben satisfacer los profesionales de la salud que deseen llevar a cabo 
cirugías estéticas y cosméticas. 
 
Amparo en revisión 173/2008. **********. 30 de abril de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo en revisión 115/2008. **********. 21 de mayo de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Avila Ornelas. 
 
Amparo en revisión 932/2008. **********. 12 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Avila 
Ornelas. 
 
Amparo en revisión 1070/2008. **********. 26 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina 
Haidé Avante Juárez. 
 
Amparo en revisión 1215/2008. **********. 28 de enero de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz; en su ausencia  hizo suyo el asunto 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de primero de abril de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, dos de abril de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  46/2009. 
 
 
SALUD. EL ARTÍCULO 271, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY 
GENERAL RELATIVA NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD. 
Conforme a la jurisprudencia 1a./J. 55/2006 publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, 
septiembre de 2006, página 75, con el rubro: "IGUALDAD. CRITERIOS 
PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE PRINCIPIO 
CONSTITUCIONAL.", y luego de un escrutinio ordinario se concluye 
que el artículo 271, segundo párrafo, de la Ley General de Salud no 
viola el principio de igualdad contenido en el artículo 1o., en relación 
con el 13, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Ello es así, porque, en primer lugar, persigue una finalidad 
constitucionalmente admisible consistente en proteger la salud de 
quienes se sometan a cirugías estéticas y cosméticas, lo cual es acorde 
con el mandato de tutelar la garantía individual de protección a la salud 
establecido en el artículo 4o. constitucional. En segundo lugar, esta 
norma resulta racional para la consecución de dicha finalidad, pues se 
trata de una medida tendente a profesionalizar la oferta médica de 
cirugías estéticas y cosméticas, al exigir a los profesionales de la salud 
que las realizan que acrediten conocimientos especializados a través de 
un instrumento objetivo (un certificado de especialidad médica 
registrado ante la autoridad educativa), a fin de asegurar la calidad de 
sus servicios y las condiciones jurídicas adecuadas mediante el 
establecimiento de un sistema de control administrativo que exige la 
obtención de una licencia sanitaria para el lugar en que se realicen 
estos procedimientos, y una autorización de la Secretaría de Salud, 
conforme al reglamento correspondiente. Finalmente, se trata de un 
medio proporcional que evita el sacrificio innecesario de otros bienes y 
derechos, en tanto que la afectación a la libertad de trabajo que 
resienten los profesionales de la salud se justifica frente a la evaluación 
de los efectos que la profesionalización y el control de calidad en la 
oferta médica de cirugías estéticas y cosméticas tienen sobre el 
mantenimiento de la salud de los pacientes sometidos a esos 
procedimientos. 
 

Amparo en revisión 173/2008. **********. 30 de abril de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo en revisión 115/2008. **********. 21 de mayo de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Avila Ornelas. 
 
Amparo en revisión 932/2008. **********. 12 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Avila 
Ornelas. 
 
Amparo en revisión 1070/2008. **********. 26 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina 
Haidé Avante Juárez. 
 
Amparo en revisión 1215/2008. **********. 28 de enero de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 



 

Ponente: José Ramón Cossío Díaz; en su ausencia  hizo suyo el asunto 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de primero de abril de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, dos de abril de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  47/2009. 
 
 

SALUD. EL ARTÍCULO 271, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY 
GENERAL RELATIVA NO VIOLA LA GARANTÍA DE 
IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. El citado precepto, al establecer los 
requisitos que los profesionales de la salud deben cumplir para realizar 
legalmente cirugías estéticas y cosméticas relacionadas con el cambio 
o corrección del contorno o forma de diferentes zonas o regiones de la 
cara y del cuerpo, no viola la garantía de irretroactividad de la ley 
contenida en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Ello es así, porque conforme a la teoría de los 
derechos adquiridos, el indicado artículo 271 no tiene efectos 
retroactivos prohibidos respecto de los títulos profesionales expedidos, 
pues éstos no establecen condiciones permanentes e inamovibles para 
el ejercicio de la profesión que habilitan, en tanto que acorde con el 
artículo 5o. constitucional, los Estados no son competentes para normar 
la totalidad de las condiciones en que puede ejercerse una profesión. 
Esto es, las actividades que pueden realizarse con base en los títulos 
profesionales son heterogéneas y variables, y pueden impactar en 
ámbitos materiales de validez regulados en otros espacios 
constitucionales. Por tanto, los profesionales de la salud no tienen un 
derecho adquirido para ejercer su profesión en condiciones libres de 
toda regulación; máxime si se toma en cuenta que el despliegue de las 
profesiones repercute y determina el grado de disfrute de ciertas 
garantías constitucionales, como acontece en la relación de 
dependencia entre la protección de la salud prevista en el artículo 4o. 
constitucional y el ejercicio de la libertad de trabajo de los médicos. 
Además, tampoco existe dicha retroactividad desde la perspectiva de la 
teoría de los componentes de la norma, pues el precepto legal aludido 
introduce un contenido normativo que se proyecta íntegramente de 
forma prospectiva, sin afectar situaciones de hecho pasadas, es decir, 
el deber de acreditar los requisitos que establece vincula a sus 
destinatarios a partir de su entrada en vigor (20 de junio de 2007), lo 
cual faculta a la autoridad administrativa a vigilar su cumplimiento hacia 
el futuro. 
 
Amparo en revisión 173/2008. **********. 30 de abril de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo en revisión 932/2008. **********. 12 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Avila 
Ornelas. 
 
Amparo en revisión 1070/2008. **********. 26 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina 
Haidé Avante Juárez. 
 
Amparo en revisión 1215/2008. **********. 28 de enero de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz; en su ausencia  hizo suyo el asunto 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Amparo en revisión 1163/2008. **********. 28 de enero de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos.  Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 



 

Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús Antonio 
Sepúlveda Castro.   
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de primero de abril de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, dos de abril de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  48/2009 
 
 
SALUD. EL ARTÍCULO 271, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY 
GENERAL RELATIVA NO VIOLA LAS PREVISIONES DE 
CARÁCTER ECONÓMICO CONTENIDAS EN EL ARTÍCULO 28 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. Si se toma en cuenta que dicho precepto constitucional 
establece una serie de previsiones de carácter eminentemente 
económico, resulta indudable que el artículo 271, segundo párrafo, de la 
Ley General de Salud, al señalar los requisitos que deben cumplir los 
profesionales de la salud para realizar cirugías estéticas y cosméticas, 
no viola el referido precepto constitucional, en virtud de que no 
introduce algún contenido propiamente económico, sino que se limita a 
establecer condiciones profesionales, las cuales no tienen como 
propósito regular el mercado médico, sino garantizar la protección de la 
salud de las personas. Además, se trata de una medida cuyo ámbito de 
aplicación se expande sobre los tres sectores de salud previstos en la 
Ley de la materia (público, social y privado), por lo que también 
comprende aquellos servicios médicos jurídicamente excluidos del 
mercado, es decir, los provistos por el sistema público de salud. 
 
Amparo en revisión 173/2008. **********. 30 de abril de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo en revisión 932/2008. **********. 12 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Avila 
Ornelas. 
 
Amparo en revisión 1070/2008. **********. 26 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina 
Haidé Avante Juárez. 
 
Amparo en revisión 1215/2008. **********. 28 de enero de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz; en su ausencia  hizo suyo el asunto 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Amparo en revisión 1163/2008. **********. 28 de enero de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos.  Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús Antonio 
Sepúlveda Castro.   
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de primero de abril de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, dos de abril de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/rfr. 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  49/2009. 
 
 
SALUD. EL ARTÍCULO 271, SEGUNDO PÁRRAFO DE LA LEY 
GENERAL RELATIVA NO VIOLA LA GARANTÍA DE AUDIENCIA 
ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL. El artículo 271, segundo párrafo de la Ley General de Salud 
no viola la garantía de audiencia, ya que no contempla ningún acto de 
naturaleza privativa, pues únicamente establece una serie de requisitos 
para que los profesionales de la salud obtengan una autorización que 
les permita realizar cirugías estéticas y cosméticas. La autorización que 
contempla el mencionado artículo abre una vía legal para que las 
personas obtengan la titularidad de una potestad para poder llevar a 
cabo determinados procedimientos médicos considerados peligrosos, 
cuya realización, como lo ha determinado esta Primera Sala, no debe 
considerarse un derecho adquirido dentro de la esfera jurídica de los 
profesionales de la salud, sino una mera expectativa de derecho. Lo 
anterior demuestra que el citado artículo, lejos de establecer un 
procedimiento privativo de derechos, regula una vía legal por la cual se 
puede adquirir una prerrogativa profesional que no estaba incorporada 
en la esfera de derechos de los profesionales de la salud. Por tanto, al 
consagrar un procedimiento para la adquisición de una habilitación 
jurídica y no un procedimiento para que la autoridad prive de un 
derecho, es evidente que no viola la garantía de audiencia. 
 

Amparo en revisión 173/2008. **********. 30 de abril de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo en revisión 932/2008. **********. 12 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Avila 
Ornelas. 
 
Amparo en revisión 1070/2008. **********. 26 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina 
Haidé Avante Juárez. 
 
Amparo en revisión 1215/2008. **********. 28 de enero de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz; en su ausencia  hizo suyo el asunto 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Amparo en revisión 1163/2008. **********. 28 de enero de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos.  Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús Antonio 
Sepúlveda Castro.   
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de primero de abril de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, dos de abril de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 



 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  50/2009. 
 
 
DERECHO A LA SALUD. SU PROTECCIÓN EN EL ARTÍCULO 271, 
SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY GENERAL DE SALUD. El derecho 
a la salud, entre varios elementos, comprende: el disfrute de servicios 
de salud de calidad en todas sus formas y niveles, entendiendo calidad 
como la exigencia de que sean apropiados médica y científicamente, 
esto es, que exista personal médico capacitado, medicamentos y 
equipo hospitalario científicamente aprobados y en buen estado, y 
condiciones sanitarias adecuadas. De lo anterior se desprende que 
para garantizar el derecho a la salud, es menester que se proporcionen 
con calidad los servicios de salud, lo cual tiene estrecha relación con el 
control que el Estado haga de los mismos. Esto es, para garantizar la 
calidad en los servicios de salud como medio para proteger el derecho 
a la salud, el Estado debe emprender las acciones necesarias para 
alcanzar ese fin. Una de estas acciones puede ser el desarrollo de 
políticas públicas y otra, el establecimiento de controles legales. Así, 
una forma de garantizar el derecho a la salud, es establecer 
regulaciones o controles destinados a que los prestadores de servicios 
de salud satisfagan las condiciones necesarias de capacitación, 
educación, experiencia y tecnología, en establecimientos con 
condiciones sanitarias adecuadas y en donde se utilicen medicamentos 
y equipo hospitalario científicamente aprobados y en buen estado, tal 
como dispone el legislador ordinario en el artículo 271, segundo párrafo 
de la Ley General de Salud. 
 

Amparo en revisión 173/2008. **********. 30 de abril de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo en revisión 115/2008. **********. 21 de mayo de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Avila Ornelas. 
 
Amparo en revisión 932/2008. **********. 12 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Avila 
Ornelas. 
 
Amparo en revisión 1070/2008. **********. 26 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina 
Haidé Avante Juárez. 
 
Amparo en revisión 1215/2008. **********. 28 de enero de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz; en su ausencia  hizo suyo el asunto 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de primero de abril de dos mil 



 

nueve. México, Distrito Federal, dos de abril de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  51/2009. 
 
 
RESTRICCIÓN A LA LIBERTAD DE TRABAJO. EL ARTÍCULO 271, 
SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY GENERAL DE SALUD PREVÉ 
UNA RESTRICCIÓN VÁLIDA A LA LIBERTAD DE TRABAJO DE LOS 
MÉDICOS. La libertad de trabajo no es absoluta y, como otros derechos 
fundamentales, admite restricciones. El juez constitucional al analizar 
esas restricciones para determinar si son válidas o no, debe comprobar 
que éstas satisfagan tres requisitos: a) que sean admisibles 
constitucionalmente, b) que sean necesarias, y c) que sean 
proporcionales. Si atendemos a que la práctica de la medicina no puede 
permanecer ajena a una regulación o control por parte del Estado, ya 
que el ejercicio de esta profesión necesariamente implica la 
probabilidad de afectación de derechos de terceros, entendemos que el 
segundo párrafo del artículo 271 de la Ley General de Salud, satisface 
el primero de los requisitos antes señalados al ser en principio una 
restricción de aquellas que son admisibles en el artículo 5o. 
constitucional. Asimismo, satisface el segundo requisito, pues dicha 
regulación que puede considerarse como una restricción al derecho al 
trabajo para el ejercicio profesional de los médicos, se encuentra 
justificada y es necesaria para garantizar el derecho a la salud, que 
puede comprender de manera específica el establecimiento de medidas 
para garantizar la calidad de los servicios de salud, al concretarse a 
exigir a los médicos que quieran practicar cirugías estéticas y 
cosméticas a que satisfagan condiciones mínimas necesarias de 
capacitación, educación, experiencia y tecnología; y que las realicen en 
establecimientos con condiciones sanitarias adecuadas y en donde se 
utilicen medicamentos y equipo hospitalario científicamente aprobados 
y en buen estado, es decir, a que ofrezcan servicios médicos de 
calidad, lo cual claramente protege el derecho a la salud. Finalmente, la 
medida prevista en el artículo 271, segundo párrafo, de la Ley General 
de Salud, satisface el tercer requisito de análisis para las restricciones a 
los derechos fundamentales, ya que es proporcional porque el grado de 
restricción sobradamente es compensada por los efectos benéficos que 
tiene desde una perspectiva preocupada por garantizar la práctica de 
las cirugías estéticas y cosméticas bajo los parámetros de 
profesionalización y calidad que garantizan la protección de la salud de 
los pacientes. 
 

Amparo en revisión 173/2008. **********. 30 de abril de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo en revisión 115/2008. **********. 21 de mayo de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Avila Ornelas. 
 
Amparo en revisión 932/2008. **********. 12 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Avila 
Ornelas. 
 
Amparo en revisión 1070/2008. **********. 26 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina 
Haidé Avante Juárez. 
 



 

Amparo en revisión 1215/2008. **********. 28 de enero de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz; en su ausencia  hizo suyo el asunto 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de primero de abril de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, dos de abril de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   52/2009 
 
 

CONTRAFIANZA EN LA SUSPENSIÓN. SU OTORGAMIENTO ES 
IMPROCEDENTE CUANDO IMPLICA EL LANZAMIENTO O 
DESOCUPACIÓN FORZOSA DE UN INMUEBLE EN UN 
PROCEDIMIENTO DE REMATE O DE RESCISIÓN DE CONTRATO 
DE COMPRAVENTA, CAUSANDO UN EVIDENTE DAÑO MORAL AL 
QUEJOSO. Los artículos 125, segundo párrafo, y 127 de la Ley de 
Amparo prohíben admitir la contrafianza al tercero perjudicado en dos 
casos: 1) cuando de ejecutarse el acto reclamado quede sin materia el 
amparo; y, 2) si con la ejecución del acto o los actos reclamados 
pueden afectarse derechos del quejoso que no sean estimables en 
dinero. Por otra parte, conforme al artículo 1,916 del Código Civil 
Federal el daño moral se refiere a las lesiones causadas a una persona 
en sus derechos no patrimoniales. En ese tenor, es improcedente el 
otorgamiento de la contrafianza en el incidente de suspensión cuando 
con el lanzamiento o desocupación forzosa de un inmueble decretada 
en un procedimiento civil, ya sea de remate o de rescisión de contrato 
de compraventa, se afectan derechos extrapatrimoniales, causando un 
evidente daño moral al quejoso, toda vez que el uso de medios de 
apremio como la fuerza pública o la ruptura de candados, cerraduras o 
puertas del inmueble para llevar a cabo el lanzamiento en contra de la 
voluntad del quejoso, puede causar ataques físicos, a su libertad, 
honor, reputación o vida privada, así como vejaciones, descrédito, 
etcétera, los cuales, al ser de naturaleza extrapatrimonial, son 
irreparables aunque obtenga sentencia favorable en el amparo; además 
de que con la ejecución del lanzamiento no siempre puede restituirse al 
agraviado en el goce del bien inmueble durante el tiempo que se le 
privó de él. 
 
 
Contradicción de tesis 123/2007-PS. Entre las sustentadas por el 
Tribunal Colegiado del Décimo Tercer Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado del Octavo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado del 
Décimo Primer Circuito y los Tribunales Colegiados Primero y Tercero, 
ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 25 de marzo de 2009. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente Sergio A. Valls Hernández. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretario: Manuel González Díaz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha primero de abril de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, dos de abril de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  53/2009 
 

EJECUCIÓN DE SENTENCIA. LA INTERLOCUTORIA FIRME QUE 
DESESTIMA LA EXCEPCIÓN SUSTANCIAL Y PERENTORIA QUE 
OPONE EL EJECUTADO, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN QUE 
DEBE HACERSE VALER EN EL AMPARO QUE SE INTENTE 
CONTRA LA ÚLTIMA RESOLUCIÓN. De lo dispuesto en el artículo 
114, fracción III, de la Ley de Amparo se desprenden dos hipótesis de 
procedencia del amparo contra actos emitidos por autoridad judicial 
después de concluido un juicio, a saber: 1) actos que gozan de 
autonomía con relación a dicha ejecución y 2) actos en ejecución de 
sentencia. Por lo que hace a la primera clase de actos, debe precisarse 
que son aquéllos que cuentan con autonomía propia y no tienen como 
finalidad directa e inmediata ejecutar la sentencia dictada en el juicio 
natural, por tanto, dichos actos pueden ser impugnados de manera 
inmediata. Respecto de la segunda clase, el amparo indirecto sólo 
procede contra la última resolución del procedimiento respectivo 
(definida jurisprudencialmente como la que aprueba o reconoce de 
manera expresa o tácita el cumplimiento total de la sentencia o la que 
declara la imposibilidad material o jurídica para darle cumplimiento), por 
ser en ésta en la que se materializará el agravio. Ahora bien, esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que 
la interlocutoria que desestima de manera firme una excepción 
sustancial y perentoria opuesta por el ejecutado en la fase de ejecución 
de sentencia (como la de pago o la de prescripción del derecho de pedir 
la ejecución) es impugnable en el amparo que se intente contra la 
última resolución del procedimiento respectivo, puesto que será hasta 
dicho momento que se actualice en agravio, si es que el sentido de 
dicha resolución final es adverso al ejecutado. 
 
 
 
Contradicción de tesis 131/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el 
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 04 de 
marzo de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls 
Hernández. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Miguel 
Bonilla López. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintidós de abril de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintitrés de abril de dos 
mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  54/2009 
 

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. TRATÁNDOSE DE 
DELITOS PERSEGUIBLES POR QUERELLA, SÓLO SON 
APLICABLES LAS REGLAS GENERALES PREVISTAS PARA LOS 
QUE SE PERSIGUEN DE OFICIO SI SE INTERRUMPIÓ EL PLAZO 
DE LA PRESCRIPCIÓN Y, MEDIANDO QUERELLA, SE CONSIGNÓ 
LA AVERIGUACIÓN PREVIA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
OAXACA). El primer párrafo del artículo 124 del Código Penal para el 
Estado de Oaxaca señala que la acción penal que nazca de un delito 
que sólo puede perseguirse por queja de parte, prescribirá en un año, 
contado desde el día en que la parte ofendida tenga conocimiento del 
delito y del delincuente, y en tres, independientemente de esta 
circunstancia; mientras que su segundo párrafo establece una remisión 
normativa en el sentido de que para los delitos perseguibles mediante 
querella, también operarán las reglas de la prescripción previstas para 
los perseguibles de oficio, siempre y cuando se satisfagan dos 
requisitos: 1. que se haya presentado la querella, y 2. que la autoridad 
persecutora haya deducido la acción penal ante el órgano jurisdiccional 
respectivo. Por tanto, atento a los artículos 124, 127 y 128 del citado 
Código, tratándose de delitos perseguibles por querella, sólo son 
aplicables las reglas generales de la prescripción de la acción penal 
para los delitos que se persiguen de oficio si se interrumpió el plazo 
para la prescripción y, mediando querella, se consignó la averiguación 
previa. 
 
 
Contradicción de tesis 17/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos del Décimo Tercer 
Circuito. 29 de abril de 2009. Mayoría de tres votos. Disidentes: José de 
Jesús Gudiño Pelayo y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique 
Sánchez Frías. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha trece de mayo de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, catorce de mayo de dos 
mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  55/2009 
 
 

ORDEN DE REAPREHENSIÓN DICTADA EN EJECUCIÓN DE UNA 
SENTENCIA CONDENATORIA. EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
ES PROCEDENTE EN SU CONTRA. La orden de reaprehensión girada 
con motivo de una sentencia condenatoria ejecutoriada respecto de la 
cual ya se agotó el juicio de amparo directo, es susceptible de ser 
impugnada vía amparo indirecto. Se está ante un acto que se ajusta 
con lo previsto por el artículo 114 fracción III, primer párrafo de la Ley 
de Amparo, pues emana de un tribunal judicial y es ejecutado después 
de que concluye el juicio. Ahora bien, en el supuesto descrito, no cobra 
vigencia la hipótesis normativa prevista por el segundo párrafo del 
artículo citado, conforme a la cual tratándose de actos de ejecución de 
sentencia, el amparo sólo es procedente contra la última resolución 
dictada en el procedimiento respectivo. Esto, en virtud de que la orden 
de reaprehensión es un acto necesario para el cumplimiento de la pena 
de prisión impuesta en un juicio penal, la cual no supone un 
procedimiento especial de ejecución posterior al dictado de la sentencia 
misma. Es decir, para hacer efectiva la pena de prisión, que ya ha sido 
impuesta en sentencia ejecutoriada, basta con el libramiento de la 
orden de reaprehensión respectiva para que el sujeto sea detenido e 
ingresado a centro de reclusión con el objeto de cumplir con la sanción. 
Ahora bien, en virtud del tratamiento especial que recibe la afectación 
de la libertad personal en el juicio de amparo, debe entenderse que se 
está ante una excepción a la regla prevista en la fracción III antes 
aludida del artículo 114. De una interpretación sistemática de los 
artículos 103 y 107  constitucionales, 17, 22, 23, 37 y 117 de  la Ley de 
Amparo, se advierte que las medidas que afectan este derecho se 
distinguen por estar altamente sujetas al control del juicio de amparo y 
recibir una mayor protección. Estimar que no existe excepción 
implicaría exigir al particular que espere a que la posible violación 
(privación ilegal de la libertad) se consume de manera irreparable, para 
estar en posibilidad de acudir al amparo. Debe agregarse que es 
posible el que, en los hechos, la orden de reaprehensión sea 
desplegada en una forma contraria a la establecida por la sentencia 
misma. Esto es, si bien la orden de reaprehensión se justifica por ser 
consecuencia de la sentencia que permite afectar la libertad personal, 
también debe reunir ciertos requisitos para su legal emisión. Es decir, 
debe estar debidamente fundada y motivada. Por tanto, la orden de 
reaprehensión es susceptible de poseer, en si misma, vicios propios. La 
posibilidad de que exista un vicio como tal, es lo que hace necesaria la 
procedencia del amparo indirecto; máxime cuando el derecho que está 
en juego es precisamente la libertad. De manera específica resulta 
adecuada la aplicación del principio llamado in dubio pro actione, el cual 
debe entenderse en el sentido que en caso de duda, se debe favorecer 
la interpretación que mejor asegure el acceso a la justicia, buscando de 
esa manera, que la persona pueda acceder a los mecanismos de  tutela 
de sus de sus derechos; a saber: el juicio de amparo. 
 
 
Contradicción de tesis 74/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Penal del 
Sexto Circuito. 29 de abril de 2009. Cinco votos. Ponente José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías. 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha trece de mayo de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, catorce de mayo de dos 
mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  56/2009 
 
 

PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL 
QUE EL TRIBUNAL SUPERIOR PUEDE ANALIZAR DE OFICIO EN 
EL RECURSO DE APELACIÓN MERCANTIL. Conforme a los artículos 
1,336 y 1,337 del Código de Comercio y 231 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, el recurso de apelación tiene por objeto 
confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia 
impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos en la 
apelación o en la adhesión a ésta. Ahora bien, la vía, que es la manera 
de proceder en un juicio siguiendo determinados trámites, constituye un 
presupuesto procesal de orden público porque es una condición 
necesaria para la regularidad del desarrollo del proceso, y es 
insubsanable ya que sin ella no puede dictarse válidamente sentencia 
de fondo sobre la pretensión litigiosa. En ese sentido y tomando en 
cuenta que en virtud de la apelación se devuelve al tribunal superior la 
plenitud de su jurisdicción y éste se encuentra frente a las pretensiones 
de las partes en la misma posición que el inferior, es decir, que le 
corresponden iguales derechos y deberes, se concluye que, al igual que 
el juzgador de primer grado, en el recurso de apelación mercantil el 
tribunal superior puede analizar de oficio la procedencia de la vía, pues 
el hecho de que tenga que ceñirse a la materia del medio de 
impugnación no es obstáculo para que oficiosamente pueda estimar 
circunstancias impeditivas o extintivas que operan ipso iure (como la 
procedencia de la vía) y que podía haber analizado el juez de primera 
instancia; máxime que la resolución de segundo grado que de oficio 
declara improcedente la vía no implica violación a los indicados 
numerales, en tanto que no se pronuncia sobre la materia de la 
apelación ni decide en el fondo sobre la procedencia o fortuna de la 
pretensión, y mucho menos que deba ser favorable a esa pretensión, 
pues estas dos circunstancias dependen de otra clase de presupuestos: 
los materiales o sustanciales. 
 
 
Contradicción de tesis 91/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Décimo Primero, ambos en Materia 
Civil del Primer Circuito. 29 de abril de 2009. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha trece de mayo de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, catorce de mayo de dos 
mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  57/2009 
 

DEMANDA. LA PREVENCIÓN ORDENADA EN EL ARTÍCULO 325 
DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA 
QUE EL ACTOR LA ACLARE, CORRIJA O COMPLETE CUANDO 
SEA OSCURA O IRREGULAR, DEBE DESAHOGARSE ANTE EL 
ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE PREVINO, NO OBSTANTE QUE 
AQUÉLLA Y LOS DOCUMENTOS RELACIONADOS SE HAYAN 
DEVUELTO. De la interpretación del mencionado precepto legal, se 
infiere que si presentada una demanda el órgano jurisdiccional advierte 
que la misma es oscura o irregular, prevendrá al actor por una sola 
ocasión para que la aclare, corrija o complete y, con el fin de que esa 
prevención sea atendida, devolverá la demanda y señalará sus defectos 
en forma concreta. Cumplida la prevensión podrá presentarse 
nuevamente y el órgano jurisdiccional decidirá si la admite a trámite o la 
desecha. En ese tenor, debe concluirse que la devolución de la 
demanda no extingue la instancia y, por ende, de conformidad con el 
precepto legal en cuestión, debe darse oportunidad al actor para que 
replantee su solicitud ante el mismo órgano jurisdiccional que le formuló 
la prevención, sin obstáculo de que la demanda y, en su caso, los 
documentos relacionados se hayan devuelto, pues, es dicho órgano 
jurisdiccional el que de inicio conoció de ella y cuenta con la facultad de 
decidir si la referida prevención está o no satisfecha a fin de determinar 
sobre la admisión o desechamiento. Considerarlo de esta manera, tiene 
como consecuencia que la acción intentada se mantenga vigente a 
efecto de no transgredir algún derecho del actor. 
 
 
Contradicción de tesis 157/2008-PS. Entre los criterios sustentados 
por los Tribunales Colegiados Tercero y Sexto, en Materia Civil del 
Primer Circuito. 29 de abril de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Sergio A. Valls Hernández.  Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Secretario: Jesús Antonio Sepúlveda Castro. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha trece de mayo de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, catorce de mayo de dos 
mil nueve.- Doy fe. 

 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/pmm 
 
 
 
 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  58/2009 
 
 

ALIMENTOS. NO SE ACTUALIZA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA 
POR CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA RESPECTO DEL AMPARO 
INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE 
DETERMINÓ SU MONTO PROVISIONALMENTE, SI ANTES DE 
RESOLVERSE EL JUICIO DE GARANTÍAS SE DICTA LA 
SENTENCIA DEL JUICIO NATURAL EN QUE SE FIJA LA PENSIÓN 
ALIMENTICIA DEFINITIVA (LEGISLACIONES PROCESALES 
CIVILES DE LOS ESTADOS DE NUEVO LEÓN Y GUERRERO). 
Conforme a dichas legislaciones, ante la solicitud alimentaria del 
acreedor el juez puede emitir por lo menos dos determinaciones que 
habrán de regir hasta el dictado de la sentencia que, en su caso, fije el 
monto definitivo de la pensión respectiva: una indiscutible, que es la que 
establece que el deudor debe cubrir alimentos provisionales, y otra 
cuestionable, relativa al monto de la pensión provisional, el cual debe 
respetar los principios de equidad, justicia y proporcionalidad; de 
manera que tanto el acreedor como el deudor alimentario pueden 
controvertir dicho monto en el juicio de amparo indirecto por tratarse de 
un acto que afecta derechos sustantivos –previo agotamiento del 
recurso de apelación, en el caso del Estado de Guerrero–; el acreedor, 
por considerar que ésta resulta insuficiente para asegurar su 
subsistencia durante la tramitación del juicio de alimentos, y el deudor, 
por estimar que representa más de lo que puede dar o de lo que aquél 
requiere para su manutención durante ese tiempo; lo cual genera una 
afectación que no puede resarcirse con el mero dictado de la sentencia 
que fija el monto de la pensión definitiva, ya que ésta no incide en la 
etapa provisional de alimentos, en tanto que su objeto consiste 
únicamente en determinar el monto alimentario que habrá de regir 
desde la sentencia y hasta que la obligación alimentaria se extinga por 
alguna causa legal, además de que no tiene efectos restitutorios o 
indemnizatorios. En ese sentido, se concluye que no se actualiza la 
causa de improcedencia prevista en la fracción X del artículo 73 de la 
Ley de Amparo, por cambio de situación jurídica, respecto del amparo 
indirecto promovido contra la resolución dictada en un juicio de 
alimentos que determina su monto provisionalmente, si antes de 
resolverse el juicio de garantías se dicta la sentencia del juicio natural 
en que se fija la pensión alimenticia definitiva, pues si bien es cierto que 
esta sentencia hace cesar la pensión provisional y genera una situación 
jurídica que se traduce en el reconocimiento pleno del derecho del 
acreedor alimentario y en la determinación de una pensión sustentada 
en las pruebas ofrecidas por las partes, también lo es que no repercute 
en la situación jurídica creada con motivo de la pensión provisional que, 
como medida cautelar, es de naturaleza transitoria o temporal y, por 
tanto, subsiste exclusivamente hasta que se dicta la sentencia que 
resuelve la controversia planteada, y regula las necesidades 
alimentarias surgidas durante la tramitación del juicio de alimentos 
donde pueden afectarse derechos de los acreedores o deudores 
alimentarios, los cuales no disminuyen, incrementan o resarcen con el 
dictado de la sentencia, pues ésta no tiene por objeto modificar, 
confirmar o revocar la pensión provisional, ni corregir la insuficiencia o 
excesividad del monto provisional de alimentos y las consecuencias que 
tuvo en el patrimonio del acreedor o del deudor alimentario; de ahí que 
es posible analizar el acto reclamado sin afectar la situación creada por 
el nuevo que no se reclamó en el amparo solicitado. 



 

 
 
Contradicción de tesis 133/2008-PS. Entre los criterios sustentados 
por el entonces Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito, 
ahora Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Vigésimo Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Cuarto Circuito. 06 de mayo de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio 
A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha trece de mayo de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, catorce de mayo de dos 
mil nueve.- Doy fe. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH¨pmm 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL    59/2009. 
 
 
VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, VIGENTE EN 2004, AL INCLUIR LA EXPRESIÓN "Y 
CUALQUIER OTRO CONCEPTO", NO VIOLA LA GARANTÍA DE 
LEGALIDAD TRIBUTARIA. Dicho numeral dispone que tratándose de 
prestación de servicios, para calcular el impuesto se considerará como 
"valor" -concepto éste que corresponde a la base del gravamen, toda 
vez que en términos del artículo 1o. de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado, es al que debe aplicarse la tasa del impuesto- el total de la 
contraprestación pactada, así como las cantidades que además se 
carguen o cobren a quien reciba el servicio por otros impuestos, 
derechos, viáticos, gastos de toda clase, reembolsos, intereses 
normales o moratorios, penas convencionales "y cualquier otro 
concepto". Ahora bien, la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
tesis P. XI/96, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo III, febrero de 1996, página 169, 
estableció que la garantía de legalidad tributaria prevista en el artículo 
31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos no exige que el legislador defina todos los términos y 
palabras usados en la ley. En tal virtud, se concluye que el hecho de 
que el artículo 18 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado (vigente en 
2004) haga referencia a "cualquier otro concepto" no viola la citada 
garantía constitucional, toda vez que define en forma razonable y 
suficiente el alcance de la base gravable, de manera que cualquier 
persona de entendimiento ordinario puede saber a qué atenerse 
respecto de sus obligaciones fiscales, pues del análisis conjunto de los 
aludidos artículos 1o. y 18 se advierte que las referencias señaladas en 
este último permiten apreciar con mayor claridad qué se entiende por 
cantidades que se carguen o cobren a quien reciba el servicio, 
adicionalmente a la contraprestación pactada, debiendo señalarse que 
ambos elementos -el total de la contraprestación pactada y las 
cantidades que se adicionen-, agotan la base gravable que corresponde 
al impuesto al valor agregado, atendiendo a su naturaleza y mecánica. 
 
Amparo en revisión 558/2005. **********. 1o. de junio de 2005. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 
 
Amparo en revisión 688/2005. **********.  8 de junio de 2005. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 
  
Amparo en revisión 288/2005. **********. 22 de junio de 2005. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
Amparo en revisión 1095/2005. **********. 17 de agosto de 2005. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores 
Rueda Aguilar.  
 
Amparo en revisión 77/2009. **********. 4 de marzo de 2009. Cinco 
votos.  Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de tres de junio  de 
dos mil nueve. México, Distrito Federal, cuatro  de junio de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
  
 
HAGH/cop. 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  60/2009. 
 

VALOR AGREGADO. INTEGRACIÓN DE LA BASE DEL IMPUESTO 
RELATIVO TRATÁNDOSE DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS. El valor 
agregado es aquel que un productor o un prestador de servicios añade  
a los insumos de su actividad, antes de colocar en el mercado el nuevo 
o mejorado producto o servicio. Consecuentemente, una imposición 
sobre el valor agregado puede atender a la adición del valor monetario 
de los factores que el contribuyente incorpora al producto o servicio, o 
bien, a la sustracción que se efectúe del valor del producto final, en la 
medida del valor de los insumos. En México, el método utilizado para la 
determinación del gravamen es del segundo tipo, considerando que los 
causantes aplican la tasa al valor total de los actos o actividades que 
llevan a cabo y, al monto así determinado, le sustraen la cantidad que 
corresponde al impuesto acreditable, -es decir la que resulta de aplicar 
la tasa al valor total de los insumos utilizados-, enterando al fisco la 
diferencia.  En la práctica, la tasa del impuesto al valor agregado es 
aplicada por separado a los componentes del valor agregado -por un 
lado, al valor de los actos o actividades realizados por el causante y, 
por el otro, a través del impuesto acreditable, al valor de los insumos-, 
siendo el caso que el fisco percibe la diferencia entre ambos montos. 
En estas circunstancias, se aprecia que el método utilizado en el país 
para determinar el valor agregado vincula necesariamente al gravamen 
con la transacción y, por ende, con la cantidad total entregada al 
proveedor de bienes o servicios. En tal virtud, la garantía de legalidad 
en materia tributaria es salvaguardada en la medida en la que se 
precise que la base se integra con el total de la contraprestación 
pactada, así como con las cantidades que adicionalmente se carguen o 
cobren a quien recibe el servicio -es decir con el monto total pagado al 
proveedor de bienes y servicios-, a fin de que el gravamen 
efectivamente pese sobre el valor que es agregado por el causante en 
el proceso de producción y distribución de satisfactores, sin que sea 
necesario que el legislador delimite o defina la totalidad de los 
conceptos que podrían quedar comprendidos en dicho monto. 
 

Amparo en revisión 558/2005. **********. 1o. de junio de 2005. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 
 
Amparo en revisión 688/2005. **********. 8 de junio de 2005. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo.  
 
Amparo en revisión 288/2005. **********. 22 de junio de 2005. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
Amparo en revisión 1095/2005. **********. 17 de agosto de 2005. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores 
Rueda Aguilar.  
 
Amparo en revisión 77/2009. **********. 4 de marzo de 2009. Cinco 
votos.  Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial  fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de tres de junio  de 
dos mil nueve. México, Distrito Federal, cuatro  de junio de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  61/2009. 
 
INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. CUANDO EL EFECTO DE LA 
EJECUTORIA CONSISTE EN EL PAGO DE CANTIDAD LÍQUIDA 
POR CONCEPTO DE SALARIOS, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE, 
ANTES DE TRAMITAR EL INCIDENTE RELATIVO, DETERMINAR LA 
CANTIDAD EXACTA QUE HA DE PAGARSE CON MOTIVO DE LA 
CONCESIÓN DEL AMPARO. Tratándose de ejecutorias de amparo 
cuyo efecto sea el pago de una cantidad líquida por concepto de 
salarios, es necesario que antes de tramitar el incidente de inejecución 
de sentencia relativo, el juez de distrito determine la cantidad exacta 
que ha de pagarse, para lo cual debe solicitar a las partes -quejosa y 
autoridad responsable- toda la documentación que requiera para 
hacerlo. Lo anterior, toda vez que para que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación pueda valorar si se actualiza o no la hipótesis 
prevista en el artículo 107, fracción XVI, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, debe verificar que las autoridades 
obligadas al cumplimiento de la ejecutoria de amparo hayan contado 
con los elementos suficientes para ello y, en consecuencia, no puedan 
alegar algún pretexto para evadir su observancia. 
 
Incidente de inejecución 126/2008. **********. 26 de marzo de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel 
Enrique Sánchez Frías. 
 
Incidente de inejecución 273/2008. **********. 14 de mayo de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López. 
 
Incidente de inejecución 335/2008. **********. 13 de agosto de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Rosaura Rivera Salcedo. 
 
Incidente de inejecución 323/2008. **********. 13 de agosto de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Lic. Beatriz J. Jaimes Ramos. 
 
Incidente de inejecución 644/2008. **********. 19 de noviembre de 
2008. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro 
Arroyo Soto. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial  fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de tres de junio de 
dos mil nueve. México, Distrito Federal, cuatro de junio  de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  62/2009 
 

RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. SI EL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO ESTIMA QUE EL JUEZ DE 
DISTRITO ERA INCOMPETENTE PARA EMITIR LA SENTENCIA 
IMPUGNADA, POR TRATARSE DE ACTOS RECLAMABLES EN LA 
VÍA DIRECTA, DEBE DECLARAR INSUBSISTENTE LA SENTENCIA 
RECURRIDA Y REMITIR LOS AUTOS AL TRIBUNAL COMPETENTE, 
LO CUAL DEBE REALIZARSE A TRAVÉS DE LOS TRÁMITES 
ESTABLECIDOS EN LOS ACUERDOS GENERALES EMITIDOS POR 
EL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL. El artículo 94 de la 
Ley de Amparo establece que en el caso de que la Suprema Corte o los 
tribunales colegiados resuelvan un recurso de revisión en el que se 
analice una sentencia emitida por un juez de distrito que debió emitirse 
en un juicio de amparo directo, estos órganos deberán establecer dos 
determinaciones: 1) declarar insubsistente la sentencia recurrida y 2) 
remitir el asunto al tribunal colegiado de circuito o avocarse al 
conocimiento del amparo, dictando las resoluciones que procedan. 
Ahora bien, esta segunda determinación contiene dos opciones que 
deben entenderse como vehículos procesales para subsanar la 
incompetencia del juez de distrito y enderezar la vía procesal. Con base 
en lo anterior, la individualización de las opciones que establece la 
segunda de las determinaciones establecidas en el artículo 94 de la Ley 
de Amparo debe realizarse tomando en cuenta el contexto jurídico en 
que se ubica, propiciando un entendimiento armónico con el resto de 
las normas constitucionales y legales, para lo cual debe acudirse a los 
acuerdos del Consejo de la Judicatura Federal, por ser el órgano 
facultado para regular los trámites administrativos conforme a los 
cuales se debe realizar la asignación de los asuntos a los órganos del 
Poder Judicial de la Federación y los trámites jurídicos que deben 
agotarse de manera previa al hecho en el cual un tribunal colegiado 
conoce y resuelve un amparo directo, en los términos de los artículos 
94 y 100 constitucionales. En consecuencia, debe concluirse que el 
tribunal colegiado, al emitir su resolución en el recurso de revisión, 
debe declarar insubsistente la sentencia recurrida y ordenar la remisión 
del asunto al tribunal colegiado competente, lo cual no debe realizarlo 
de manera directa, sino de manera indirecta remitiendo los autos del 
caso a la Oficina de Correspondencia Común de dichos tribunales, 
quien lo remitirá al colegiado que corresponda de conformidad con el 
turno o las reglas establecidas en el Acuerdo General 50/2001 del 
Pleno de Consejo de la Judicatura, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el veintidós de agosto de dos mil uno, por tratarse del 
acuerdo que actualmente regula este aspecto. Finalmente, debe 
señalarse que esta regla encuentra una excepción en la hipótesis en la 
cual la revisión sea resuelta por el único tribunal colegiado existente en 
el circuito y el asunto deba permanecer en dicho circuito, pues en este 
caso, se actualiza la opción del artículo 94 de la Ley de Amparo, 
consistente en que el colegiado debe avocarse al conocimiento del 
asunto dictando las resoluciones que procedan, ya que en esta 
hipótesis no existe razón jurídica para remitir los autos del caso a la 
Oficina de Correspondencia Común.  
 
 
Contradicción de tesis 9/2009. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el 



 

Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 13 
de mayo de 2009. Unanimidad de cinco votos.  Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Francisca María Pou Giménez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de junio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, cuatro de junio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   63/2009 
 

DEMANDA DE AMPARO. NO PROCEDE DESECHARLA POR 
MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA 
CUANDO EL QUEJOSO, QUE SE OSTENTA COMO TERCERO 
EXTRAÑO AL JUICIO, ADUCE TENER LA POSESIÓN DEL 
INMUEBLE OBJETO DEL LITIGIO. Si el quejoso aduce ser 
posesionario de un inmueble objeto de un litigio al que es extraño, no 
procede desechar su demanda de garantías en términos del artículo 
145 de la Ley de Amparo, aun cuando de las manifestaciones vertidas 
en ella parezca desprenderse que en realidad aquél sólo es un mero 
ocupante del inmueble y que, por ende, no tiene derechos posesorios 
que deban protegerse. Ello es así, porque el análisis para determinar la 
existencia del interés jurídico que legitime al quejoso para acudir a la 
vía constitucional implica cuestiones que son materia de prueba que 
habrán de seguir el trámite correspondiente, pues de lo contrario se le 
dejaría en estado de indefensión en tanto que no podría demostrar su 
dicho. Así, en la indicada hipótesis resulta aplicable el criterio sostenido 
por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
tesis 1a./J. 28/2005 de rubro: “INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. 
LA FALTA DE ACREDITAMIENTO, NO DA LUGAR AL 
DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA POR NOTORIAMENTE 
IMPROCEDENTE, CUANDO ÉSTA SE PROMUEVE POR UN 
TERCERO EXTRAÑO A JUICIO.”, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, mayo de 
2005, página 245 y, por tanto,  la demanda de amparo debe admitirse a 
trámite, y si no llega a probarse el hecho medular de la posesión, 
procederá sobreseer en el juicio de garantías por falta de interés 
jurídico. Lo anterior, de acuerdo con el principio de que la 
improcedencia constituye una excepción a la regla general, que es la 
procedencia del juicio de amparo como medio de control de actos de 
autoridad que vulneren garantías individuales, y conforme a la postura 
reiterada de este Alto Tribunal, en el sentido de que las causas de 
improcedencia deben probarse plenamente y no inferirse con base en 
presunciones, lo cual implica que el citado artículo 145 es de aplicación 
estricta; esto es, cuando el motivo de improcedencia es manifiesto (que 
se advierta en forma patente y absolutamente clara) e indudable (que 
se tenga la certeza y plena convicción de que la causa de 
improcedencia de que se trata se actualiza en el caso); o sea, cuando 
sea evidente, claro, fehaciente e indiscutible, lo que no ocurre en el 
supuesto analizado. 
 
 
Contradicción de tesis 37/2009. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Décimo 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 27 de 
mayo de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls 
Hernández. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Constanza Tort San Román. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de junio de dos 



 

mil nueve.- México, Distrito Federal, cuatro de junio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   64/2009 
 

INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. LA PÓLIZA EXPEDIDA POR 
UN CORREDOR PÚBLICO EN LA QUE CONSTA EL PAGO DE 
ACCIONES DEL CAPITAL SOCIAL DE UNA EMPRESA CON LA 
APORTACIÓN DE BIENES INMUEBLES, POR SÍ SOLA ES INEFICAZ 
PARA ACREDITARLO. Acorde con el artículo 18 de la Ley Federal de 
Correduría Pública, los actos jurídicos, convenios o contratos 
mercantiles en los que puede intervenir el corredor público como 
fedatario se hacen constar en un instrumento denominado póliza. Por 
otro lado, los artículos 6o., fracción V, y 20, fracción XI, de dicha Ley, y 
el numeral 53, fracción I, de su Reglamento prohíben al corredor público 
actuar como fedatario en actos jurídicos no mercantiles, entratándose 
de inmuebles, así como dar fe de hechos que no se consideren de 
naturaleza mercantil. Así, resulta evidente que los corredores públicos 
están impedidos para dar fe de la enajenación de inmuebles aportados 
para el pago de acciones del capital de una sociedad mercantil y, por 
tanto, al expedir una póliza tocante a esa operación se excederían en la 
esfera competencial de sus atribuciones. En ese sentido, se concluye 
que la póliza expedida por un corredor público en la que consta el pago 
de acciones de capital social de una empresa con aportaciones de 
bienes inmuebles, por sí sola es ineficaz para acreditar el interés 
jurídico en el amparo solicitado contra el embargo de tales inmuebles, 
ya que no es apta para demostrar su titularidad. En efecto, conforme a 
los artículos 129 y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles la 
indicada póliza, en lo relativo a la referida enajenación, no puede 
considerarse un documento público que haga prueba plena, sino que 
sólo constituye un documento privado que no prueba fehacientemente 
los hechos declarados en él, según los artículos 133 y 203 del citado 
Código, en tanto que la circunstancia de haberlo expedido quien carecía 
de facultades legales para ello imposibilita determinar irrefutablemente 
si la reclamación constitucional se deriva de actos anteriores o 
posteriores a la ejecución del embargo. 
 
 
Contradicción de tesis 44/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Quinto, ambos en Materia Civil del 
Tercer Circuito. 22 de abril de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente 
José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Manuel González Díaz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de junio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, cuatro de junio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  65/2009. 
 
 
OBLIGACIONES TRIBUTARIAS. OBEDECEN A UN DEBER DE 
SOLIDARIDAD. El sistema tributario tiene como objetivo recaudar los 
ingresos que el Estado requiere para satisfacer las necesidades básicas 
de la comunidad, haciéndolo de manera que aquél resulte justo -
equitativo y proporcional, conforme al artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos-, con el 
propósito de procurar el crecimiento económico y la más justa 
distribución de la riqueza, para el desarrollo óptimo de los derechos 
tutelados por la carta magna. Lo anterior, en virtud de que la obligación 
de contribuir -elevada a rango constitucional- tiene una trascendencia 
mayúscula, pues no se trata de una simple imposición soberana 
derivada de la potestad del Estado, sino que posee una vinculación 
social, una aspiración más alta, relacionada con los fines perseguidos 
por la propia Constitución, como los que se desprenden de la 
interpretación conjunta de los artículos 3o. y 25 del texto fundamental, 
consistentes en la promoción del desarrollo social -dando incluso una 
dimensión sustantiva al concepto de democracia, acorde a estos fines, 
encauzándola hacia el mejoramiento económico y social de la 
población- y en la consecución de un orden en el que el ingreso y la 
riqueza se distribuyan de una manera más justa, para lo cual 
participarán con responsabilidad social los sectores público, social y 
privado. En este contexto, debe destacarse que, entre otros aspectos 
inherentes a la responsabilidad social a que se refiere el artículo 25 
constitucional, se encuentra la obligación de contribuir prevista en el 
artículo 31, fracción IV, constitucional, tomando en cuenta que la 
exacción fiscal, por su propia naturaleza, significa una reducción del 
patrimonio de las personas y de su libertad general de acción. De 
manera que la propiedad tiene una función social que conlleva 
responsabilidades, entre las cuales destaca el deber social de contribuir 
al gasto público, a fin de que se satisfagan las necesidades colectivas o 
los objetivos inherentes a la utilidad pública o a un interés social, por lo 
que la obligación de contribuir es un deber de solidaridad con los menos 
favorecidos. 
 
Amparo en revisión 846/2006. **********. 31 de mayo de 2006. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 
 
Amparo en revisión 224/2007. **********. 5 de septiembre de 2007. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Juan 
Carlos Roa Jacobo, Pedro Arroyo Soto, Francisco Octavio Escudero 
Contreras, Rogelio Alberto Montoya Rodríguez  y Paola Yaber 
Coronado. 
 
Amparo en revisión 316/2008. **********. 9 de julio de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 
 
Amparo en revisión 811/2008. **********. 5 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan 
Carlos Roa Jacobo. 
 



 

Amparo en revisión 187/2009. **********. 22 de abril de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de diez de junio de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, once de junio de dos mil nueve. 
Doy fe. 

 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  66/2009. 

 

PENSIÓN POR VIUDEZ. EL ARTÍCULO 51, FRACCIÓN II, INCISO C), 
DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, AL 
RESTRINGIR EL DERECHO A RECIBIRLA, VIOLA LA GARANTÍA 
SOCIAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, 
FRACCIÓN XI, INCISO A), DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007).  El 
artículo 51, fracción II, inciso c), de la Ley del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, abrogada mediante 
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 31 de marzo 
de 2007, al restringir el derecho de la esposa o concubina, esposo o 
concubinario a recibir la pensión por viudez derivada de la muerte del 
trabajador o trabajadora, durante el lapso que desempeñe un trabajo 
remunerado que implique la incorporación al régimen obligatorio de 
dicha Ley, viola la garantía social prevista en el artículo 123, apartado 
B, fracción XI, inciso a), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en virtud de que el derecho aludido no es 
incompatible o antagónico con el de desempeñar un cargo, empleo o 
comisión remunerados en cualquier dependencia o entidad que 
implique su incorporación al régimen obligatorio previsto en la Ley de la 
materia. Así, resulta inconcuso que recibir un salario por un empleo o 
cargo desempeñado por un pensionado y su inscripción al régimen 
obligatorio del aludido Instituto son contraprestaciones que no se 
oponen al derecho de recibir diversas pensiones, entre ellas, la de 
viudez; máxime que del proceso legislativo que originó el apartado B del 
indicado precepto constitucional, se advierte que el poder reformador de 
la Carta Magna dispuso que las garantías sociales en ningún caso 
pueden restringirse. Ello es así, en primer lugar, porque ambos 
derechos tienen orígenes diferentes, pues el de la pensión por viudez 
surge por la muerte del trabajador, es decir, es una prestación 
establecida en favor de la esposa o concubina, esposo o concubinario y 
no del extinto trabajador, aun cuando su fuente es la relación laboral 
existente entre éste y la entidad gubernamental respectiva; en segundo 
lugar, porque el hecho de que los viudos pensionados desempeñen un 
cargo que conlleve la incorporación al régimen obligatorio citado y, por 
ende, el acceso -por cuenta propia- a los beneficios de seguridad social 
derivados de ese régimen no excluye al derecho de seguir recibiendo el 
pago de la pensión por viudez sino que, por el contrario, la conjugación 
de los derechos derivados del nuevo empleo y de la referida pensión 
coadyuva a hacer efectiva la garantía social de mérito, orientada a 
garantizar el bienestar de los familiares del trabajador fallecido. 
Además, la pensión mencionada no es una concesión gratuita o 
generosa, sino un derecho gestado con las aportaciones efectuadas por 
el trabajador durante su vida productiva con el objeto de garantizar, 
aunque sea en parte, la subsistencia de sus beneficiarios. 
 
Amparo en revisión 509/2007. **********. 5 de septiembre de 2007. 
Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús 
Antonio Sepúlveda Castro.  
 
Amparo en revisión 525/2007. **********. 12 de septiembre de 2007. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Guillermina 
Coutiño Mata. 



 

 
Amparo en revisión 968/2007. **********. 7 de noviembre de 2007. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores 
Cruz. 
 
Amparo en revisión 1034/2007. **********. 21 de noviembre de 2007. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen 
Vergara López. 
 
Amparo en revisión 103/2009. **********. 18 de marzo de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara 
López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de diez  de junio  de 
dos mil nueve. México, Distrito Federal, once  de junio de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   67/2009 
 
 

ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS. LA CONDUCTA “DISPONER 
INDEBIDAMENTE” A QUE SE REFIERE LA FRACCIÓN III DEL 
ARTÍCULO 85 BIS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, DEBE 
ENTENDERSE COMO EL EMPLEO O UTILIZACIÓN DE LAS ARMAS 
CON FINES DISTINTOS A LOS QUE CORRESPONDEN A LOS 
CUERPOS POLICIACOS O A LAS FUERZAS ARMADAS. De la 
exposición de motivos que originó el artículo 85 Bis de la Ley Federal 
de Armas de Fuego y Explosivos, adicionado mediante Decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación de 24 de diciembre de 
1998, se advierte que el legislador consideró como un asunto de la 
mayor trascendencia, procurar la disminución de la incidencia de delitos 
cometidos violentamente con la utilización de armas de fuego. 
Asimismo agravó las sanciones para los delitos de portación, posesión 
y acopio de armas de fuego, en cuya comisión intervienen servidores 
públicos que, por razón de su empleo, se encuentran obligados a 
prevenir y a combatir las conductas sancionadas por esa Ley. Por tanto, 
se concluye que la conducta a que se refiere la fracción III, del citado 
artículo, esto es, “disponer indebidamente”, debe entenderse como el 
empleo o utilización de las armas con que se ha dotado a los cuerpos 
de policía federales, estatales o municipales, o al Ejército, Armada o 
Fuerza Aérea, con fines distintos a la prevención y el combate de 
conductas ilícitas. Ello también incluye actos de dominio tendentes a 
transmitir la propiedad de las armas, pues los miembros de los cuerpos 
de policía y de las fuerzas armadas sólo tienen la posesión precaria, por 
lo que cualquier acto que realicen para transmitir la propiedad de éstas, 
constituye una disposición indebida. 
 
 
 
Contradicción de Tesis 64/2009. Entre las sustentadas por el Primer y 
Segundo Tribunales Colegiados, ambos en Materia Penal del Primer 
Circuito. 29 de abril de 2009. Cinco votos. Ponente Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos 
Posada. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de junio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, once de junio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  68/2009 
 
 

INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA TRATÁNDOSE DEL CONCURSO 
IDEAL DE DELITOS. De la interpretación armónica y sistemática de los 
artículos 52, primer párrafo, y 64, primer párrafo, del Código Penal 
Federal, se concluye que para la imposición de las sanciones en caso 
de concurso ideal de delitos, la proporción de aumento de la pena se 
vincula a la pena individualizada para el delito que merezca la mayor, 
es decir, se parte de la pena individualizada del delito que merece la 
mayor y tomando en cuenta el grado de culpabilidad del procesado, 
dicha pena debe aumentar hasta la mitad de la sanción individualizada, 
sin considerar el mínimo y el máximo de la prevista en el tipo penal para 
el delito base. Esto es, tratándose del concurso ideal de delitos se 
individualizará y aplicará la pena correspondiente al delito que merezca 
la mayor, y a esa pena se le aumentarán las correspondientes a los 
restantes delitos integrantes del concurso ideal, teniendo como límite 
hasta la mitad de la pena individualizada para el delito que mereció la 
mayor. 
 
Contradicción de tesis 134/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
entonces Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, ahora 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, los Tribunales 
Colegiados Primero y Tercero, ambos del Noveno Circuito. 13 de mayo 
de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Juan N. Silva Meza. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Nínive Ileana 
Penagos Robles. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de junio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, once de junio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS  JURISPRUDENCIAL  69/2009 

 
 

AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA ILEGAL 
NOTIFICACIÓN DE UN AUTO O RESOLUCIÓN EMITIDOS POR EL 
AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA AVERIGUACIÓN 
PREVIA, SIN NECESIDAD DE CUMPLIR CON EL PRINCIPIO DE 
DEFINITIVIDAD (LEGISLACIONES PROCESALES DEL DISTRITO 
FEDERAL Y DEL ESTADO DE PUEBLA). El juicio de amparo indirecto 
procede contra la ilegal notificación de un auto o resolución emitidos por 
el agente del Ministerio Público durante la averiguación previa, sin 
necesidad de que el quejoso cumpla con el principio de definitividad con 
la tramitación de un incidente no especificado. Ello es así, porque de la 
interpretación sistemática de los artículos 86 a 89 y 541 a 545 del 
Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, así como de 
los numerales 46 y 349 del Código de Procedimientos en Materia de 
Defensa Social para el Estado de Puebla, se advierte que compete a la 
autoridad judicial la tramitación y resolución tanto del incidente no 
especificado como del diverso de nulidad de actuaciones, por ser la 
única facultada para ello y para hacer cumplir su determinación. De 
manera que si se toma en cuenta, por un lado, que el incidente 
innominado es improcedente para impugnar la notificación efectuada 
por el representante social en la averiguación previa y, por el otro, que 
la legislación aplicable en la materia no prevé algún recurso para 
modificar o revocar dicha notificación, resulta evidente que en la 
especie no es aplicable el principio de definitividad que rige el juicio de 
garantías y, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia 
contenida en la fracción XIII del artículo 73 de la Ley de Amparo. 
 
 
 
Contradicción de tesis 130/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, el 
Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 03 de 
junio de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de junio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, once de junio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 



 

 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  70/2009 
 
 

DICTAMEN PERICIAL EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EL 
PLAZO PARA SU RENDICIÓN DEBE COMPUTARSE A PARTIR DEL 
DÍA HÁBIL SIGUIENTE A LA FECHA EN QUE EL PERITO 
PRESENTE SU ESCRITO DE ACEPTACIÓN Y PROTESTA DEL 
CARGO. La fracción IV del artículo 1,253 del Código de Comercio 
(publicada en el Diario Oficial de la Federación el veinticuatro de mayo 
de mil novecientos noventa y seis) dispone que tratándose de los juicios 
ejecutivos, especiales o cualquier otro tipo de controversia de trámite 
específicamente singular, los peritos deberán rendir su dictamen dentro 
de los cinco días siguientes a la fecha en que hayan aceptado y 
protestado su cargo. Así, la norma indicada establece claramente un 
término especial para la rendición del dictamen pericial en los juicios 
ejecutivos y señala en forma específica la fecha a partir de la cual debe 
contarse el plazo para su presentación, estableciendo una excepción a 
la regla general aplicable a los términos judiciales. En consecuencia, el 
plazo para la rendición del dictamen pericial en el juicio ejecutivo 
mercantil debe computarse a partir del día hábil siguiente a la fecha en 
que el perito presente su escrito de aceptación y protesta del cargo; de 
manera que para iniciar el cómputo relativo  ni los peritos ni las partes 
deben esperar la emisión de un acuerdo que tenga por presentado el 
escrito indicado, ni a que dicho acuerdo se les notifique y surta efectos, 
pues la regla general que rige a los términos judiciales sólo cobra 
validez cuando la norma aplicable no prevé específicamente cómo debe 
efectuarse el cómputo del plazo, lo cual no ocurre en el caso.  
 
 
 
Contradicción de tesis 54/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Décimo Primero, ambos en Materia 
Civil del Primer Circuito. 03 de junio de 2009. Mayoría de tres votos. 
Disidentes: Juan N. Silva Meza y Sergio A. Valls Hernández. Ponente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de junio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, once de junio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL  71/2009 
 
 

AMPARO DIRECTO EN MATERIA PENAL. CUANDO SE CONCEDE 
PARA EFECTOS, POR ACTUALIZARSE VIOLACIONES AL 
PROCEDIMIENTO, EL JUEZ DE ORIGEN NO PUEDE, CON BASE EN 
EL MISMO MATERIAL PROBATORIO, DICTAR NUEVO FALLO EN 
EL QUE AGRAVE LAS PENAS INICIALMENTE DECRETADAS. Si se 
consintiera que por virtud de la reposición del juicio motivada por la 
concesión de un amparo directo, el juez natural pudiera dictar sentencia 
en la que la pena impuesta fuera mayor a la originalmente decretada, 
cuando no se ha modificado el material probatorio, se contrariaría 
gravemente el espíritu protector que anima al juicio de garantías, pues 
quienes hicieran valer éste correrían el peligro de encontrar lo contrario 
de la ayuda esperada, lo cual originaría que los sentenciados se 
autolimitaran en el ejercicio de la acción de amparo, conformándose con 
resoluciones posiblemente injustas. Consecuentemente, en casos como 
el descrito, el juez de origen no puede dictar nuevo fallo en el que 
agrave las penas inicialmente decretadas, por efecto mismo de la 
concesión del amparo; máxime que en los indicados supuestos la 
reposición del procedimiento no tiene la finalidad de que el juez natural 
corrija sus deficiencias en la individualización de la pena, sino la de 
obligarlo a que respete el principio de debido proceso. Así, si la 
reposición del procedimiento se ordena en beneficio y respeto de los 
derechos procesales del quejoso, ello no puede servir de base para que 
el juzgador de origen dicte un nuevo acto que suponga perjuicios 
mayores que los primigenios. 
 
 
Contradicción de tesis 50/2009. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 03 de junio 
de 2009. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Secretario: Miguel Bonilla López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de junio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, once de junio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   72/2009 
 
 

DESOCUPACIÓN DEL DOMICILIO FISCAL. PARA QUE SE 
CONFIGURE EL DELITO PREVISTO EN LA FRACCIÓN V DEL 
ARTÍCULO 110 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO 
BASTA QUE EL CONTRIBUYENTE, DESPUÉS DE NOTIFICADA LA 
ORDEN DE VISITA Y ANTES DE UN AÑO CONTADO A PARTIR DE 
DICHA NOTIFICACIÓN, CIERRE EL LOCAL DONDE SE 
ENCUENTRE SU DOMICILIO FISCAL, SINO QUE ES NECESARIO 
ACREDITAR FEHACIENTEMENTE QUE DURANTE DICHO PLAZO 
LO DESOCUPÓ. El artículo 110, fracción V, del Código Fiscal de la 
Federación (vigente hasta el 28 de junio de 2006), dispone que se 
impondrá pena de tres meses a tres años de cárcel a quien, entre otros 
supuestos, desocupe el local donde tenga su domicilio fiscal, sin 
presentar aviso de cambio de domicilio al Registro Federal de 
Contribuyentes, después de la notificación de la orden de visita y antes 
de un año contado a partir de dicha notificación. Ahora bien, del 
proceso legislativo que originó esta norma se advierte que la intención 
del legislador fue sancionar la evasión de las diligencias de 
comprobación fiscal, facilitada por la pérdida total del vínculo entre la 
autoridad y los contribuyentes y sus establecimientos. Así, se concluye 
que la conducta delictiva prevista en la citada fracción no se configura 
por el solo hecho de que en el plazo aludido el contribuyente cierre el 
local en donde se encuentra su domicilio fiscal, sino que la autoridad 
hacendaria debe acreditar fehacientemente que en ese periodo el 
particular desocupó el local mencionado sin presentar el aviso 
correspondiente, para evitar que aquélla ejerza sus facultades de 
comprobación. Lo anterior es así, porque el término “desocupar”, según 
el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia, implica 
dejar un lugar libre de obstáculos, o sacar lo que hay dentro de alguna 
cosa; aspecto que tiene una connotación diversa al concepto “cerrar”; 
de ahí que la circunstancia de que el contribuyente cierre el local donde 
tiene su domicilio fiscal no implica que lo ha desocupado, que es 
precisamente la conducta sancionada por el referido precepto legal y la 
que posibilita la pérdida del vínculo existente entre aquél y la autoridad. 
 
 
Contradicción de tesis 70/2009. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito 
y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 
03 de junio de 2009. Cinco votos.Ponente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Secretario: Jorge Luis Revilla de la Torre. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de junio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, once de junio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  73/2009 
 
 

RECURSO DE REVOCACIÓN. EL TÉRMINO DE VEINTICUATRO 
HORAS PARA SU INTERPOSICIÓN, CUANDO SE IMPUGNAN 
ACTOS NOTIFICADOS POR MEDIO DE LISTA DE ACUERDOS, 
DEBE COMPUTARSE A PARTIR DE LAS DOCE HORAS DEL DÍA 
SIGUIENTE A AQUEL EN QUE SE PUBLICÓ DICHA LISTA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ). Cuando se 
impugnan actos notificados por medio de lista de acuerdos, el término 
de veinticuatro horas que establece el artículo 933 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí para 
interponer el recurso de revocación, debe computarse a partir de las 
doce horas del día inmediato posterior a aquel en que se publicó dicha 
lista, en términos de los artículos 117 y 120 del citado ordenamiento 
adjetivo, porque hasta ese momento se cumplen todas las formalidades 
legales que configuran esa diligencia de notificación, que incluye el 
transcurso de un día a partir de la fijación de la lista, para poder 
presumir legalmente que el destinatario tuvo conocimiento del acto a 
notificar. 
 
 
Contradicción de tesis 5/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Tercero, ambos del Noveno Circuito. 
03 de junio de 2009. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de junio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, once de junio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  74/2009 

 
 

AUTO DE FORMAL PRISIÓN. CUANDO A TRAVÉS DEL JUICIO DE 
AMPARO SE COMBATE LA FALTA DE DEBIDA 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN EN LA VALORACIÓN DE LAS 
PRUEBAS, EL ÓRGANO DE CONTROL CONSTITUCIONAL DEBE 
CIRCUNSCRIBIRSE A LA VALORACIÓN DEL JUICIO DE PRUEBA 
LLEVADO A CABO POR EL JUZGADOR NATURAL. El artículo 19 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto 
vigente antes de la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de junio de 2008) establece que el auto de formal 
prisión debe contener: el delito que se imputa al acusado; el lugar, 
tiempo y circunstancias de ejecución, así como los datos que arroje la 
averiguación previa, los que deberán ser bastantes para comprobar el 
cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del indiciado. 
Ahora bien, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 
la valoración de los elementos de convicción es una facultad exclusiva 
del juez de la causa que no pueden ejercitar los jueces de distrito, salvo 
que se comprueben alteraciones que afecten la actividad intelectual que 
aquél debe llevar a cabo para otorgar valor determinado a las pruebas; 
sin embargo, si bien es cierto que el juez de distrito no puede sustituirse 
al juez natural en la apreciación de los elementos de convicción, 
también lo es que ello no implica que no pueda revisar el juicio de 
valoración de la prueba desarrollado por la autoridad responsable, en 
tanto que el juicio de garantías se circunscribe a analizar la legalidad y 
consecuente constitucionalidad del acto reclamado, no del medio de 
prueba en sí. Por tanto, se concluye que cuando a través del juicio de 
amparo se combate la falta de debida fundamentación y motivación en 
la valoración de las pruebas relacionadas con los requisitos de fondo 
del auto de formal prisión –cuerpo del delito y presunta 
responsabilidad–, el órgano de control constitucional debe 
circunscribirse a la valoración del juicio de prueba llevado a cabo por el 
juzgador y resolver respecto de la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de dicho auto. Sin que lo anterior signifique que el 
tribunal constitucional sustituye al juez natural en la apreciación de los 
elementos de convicción, ya que en el caso aludido, aquél únicamente 
analiza la legalidad de la valoración efectuada por la autoridad 
responsable para determinar si se ajustó o no a los principios que rigen 
el debido proceso legal. 
 
 
 
Contradicción de tesis 156/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Noveno Circuito; Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el entonces Segundo 
Tribunal Colegiado del Tercer Circuito (actualmente Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito). 10 de junio de 2009. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Gustavo Ruiz Padilla. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 



 

JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha ocho de julio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, nueve de julio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS  JURISPRUDENCIAL   75/2009 

 
 

CATEO. EL PROPIETARIO U OCUPANTE DEL INMUEBLE A 
REVISAR EN DICHA DILIGENCIA PUEDE AUTONOMBRARSE 
COMO TESTIGO DE LOS HECHOS CONSIGNADOS EN EL ACTA 
RESPECTIVA. Del análisis e interpretación de la exposición de motivos 
del constituyente originario, vertida en el proceso de creación del 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
se advierte que la persona que ocupa el lugar en el que deba realizarse 
una diligencia de cateo cuenta con el derecho preferente de proponer a 
los testigos que estarán presentes en ella, con el fin de que 
independientemente de los resultados que ésta arroje, tal designación 
pueda recaer sobre personas de su confianza, motivo por el cual y ante 
la ausencia de otras personas que pueda nombrar como testigos, 
resulta jurídicamente factible que el propietario u ocupante del inmueble 
en que deba realizarse el cateo se autonombre como testigo de los 
hechos consignados en el acta respectiva, pues ni el citado precepto 
constitucional ni el artículo 61 del Código Federal de Procedimientos 
Penales –que reproduce lo dispuesto por aquél en cuanto a la diligencia 
de cateo se refiere–, prevén expresamente una prohibición en ese 
sentido. Además, la valoración del testimonio y de la diligencia de 
cateo, así como de las pruebas que en ésta se recaben, quedará a 
criterio del juzgador correspondiente, toda vez que en el contenido del 
acta respectiva no se vierte declaración alguna que sea utilizada como 
testimonio, sino que la designación de testigos tiene como finalidad 
hacer constar que estuvieron presentes durante el desarrollo del cateo y 
que éste se realizó en los términos que se indican en el acta referida, 
por lo que el hecho de que el ocupante la suscriba en calidad de testigo 
instrumental no redunda en un acto incriminatorio en su persona, en 
tanto que se trata del ejercicio del mencionado derecho y del 
cumplimiento del requisito constitucional aludido. 
 
 
Contradicción de tesis 32/2009. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Circuito. 17 de junio de 2009.  Mayoría de tres 
votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Arnoldo 
Castellanos Morfín.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha ocho de julio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, nueve de julio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  76/2009 

 
 

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LAS PENAS. 
EN LA DETERMINACIÓN PARA REVOCARLA NO OPERA LA 
GARANTÍA DE PREVIA AUDIENCIA A FAVOR DEL SENTENCIADO 
(LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL). Conforme al artículo 91, 
párrafo quinto, del Código Penal para el Distrito Federal, si el 
sentenciado incumple con las obligaciones concomitantes al disfrute del 
beneficio de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, el 
juez o tribunal podrá hacer efectiva la pena suspendida o apercibirlo en 
el sentido de que si vuelve a faltar a alguna de las condiciones fijadas, 
se hará efectiva dicha pena. Ahora bien, esta norma otorga una facultad 
discrecional al juzgador para que determine, bajo su criterio, si el 
incumplimiento de cualquiera de las obligaciones contraídas por el 
sentenciado, como parte de las condicionantes para el disfrute del 
indicado beneficio, amerita su revocación o sólo un apercibimiento, lo 
cual se corrobora con lo dispuesto en el artículo 93 del citado Código, 
en el sentido de que el juez conserva jurisdicción para conocer de las 
cuestiones relativas al cumplimiento, revocación y modificación de la 
sustitución o suspensión de sanciones, así como para vigilar su 
cumplimiento. Por tanto, en la determinación para revocar la 
mencionada suspensión condicional no opera a favor del sentenciado la 
garantía de previa audiencia contenida en el artículo 14 de la 
Constitución Política de los  Estados Unidos Mexicanos, pues la ley no 
establece un procedimiento para que las partes puedan alegar y 
presentar pruebas a fin de que el juzgador emita su determinación en 
uno u otro sentido, lo cual no implica que ésta sea arbitraria en tanto 
que deberá estar fundada y motivada, en términos del artículo 16, 
primer párrafo, constitucional; además de que el sentenciado puede 
interponer los medios de defensa que estime  convenientes para 
combatir aquélla. Aunado a lo anterior, debe destacarse que al 
sentenciado se le hace saber, como condición al disfrute del beneficio 
concedido, cuál es la consecuencia de incumplir con las obligaciones 
que le fueron impuestas.  
 
 
Contradicción de tesis 124/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Noveno, ambos en Materia Penal del 
Primer Circuito. 17 de junio de 2009. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha ocho de julio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, nueve de julio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL   77/2009 

 
 

INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN. SI NO SE EXHIBE LA PLANILLA 
CORRESPONDIENTE AL PROMOVER LA EJECUCIÓN, COMO LO 
DISPONE EL ARTÍCULO 1,348 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, 
PROCEDE APERCIBIR AL PROMOVENTE PARA QUE LO EXHIBA, 
SO PENA DE QUE PRECLUYA SU DERECHO DE PRESENTAR TAL 
DOCUMENTO. Los incidentes de liquidación tienen como objetivo 
determinar con precisión la cuantía de las prestaciones a que quedaron 
obligadas las partes en el juicio y así perfeccionar la sentencia en los 
detalles relativos a esas condenas, que no pudieron cuantificarse en el 
fallo y son indispensables para exigir su cumplimiento y efectuar su 
ejecución. Ahora bien, del artículo 1,348 del Código de Comercio se 
advierte que la presentación de la planilla de liquidación es condición 
necesaria para que inicie el procedimiento respectivo, y la oportunidad 
para que ello suceda se determina claramente en el propio precepto, al 
señalar que dicho documento debe presentarse al pedir la ejecución, lo 
cual obedece a la necesidad de dar vista a la parte contraria para que 
manifieste lo que a su derecho convenga, y así permitir la sustanciación 
del procedimiento de ejecución con base en cantidades determinadas. 
En efecto, si se promueve la ejecución pero no se exhibe la planilla 
indicada, no sólo no puede darse vista a la contraria, sino que el juez no 
podrá resolver lo conducente en cuanto a la precisión de las cantidades 
exactas a que esté obligado a satisfacer el demandado, por lo que ante 
dicha eventualidad, el juzgador deberá desestimar el incidente de 
liquidación, por falta de los elementos necesarios para emitir su fallo. En 
ese sentido, se concluye que si no se presenta la planilla de liquidación 
en el momento preciso a que se refiere el citado artículo, es decir, al 
promover la ejecución, precluye el derecho de hacerlo, por falta de 
realización del acto necesario en el momento procesal oportuno. Sin 
que lo anterior sea óbice para que el vencedor pueda volver a solicitar 
la liquidación, mientras no haya concluido el término de la prescripción, 
pues su derecho para ello no se afecta por la preclusión, sino por la 
prescripción. Ahora bien, una vez establecida la necesidad de exhibir la 
planilla, so pena de que opere la preclusión, esta Sala estima que en 
atención a la severidad de semejante consecuencia, es menester que el 
juez, en uso de sus poderes de ordenar el proceso y sin que signifique 
desequilibrarlo a favor de ninguna de las partes sino tan solo el de 
proveer adecuadamente para el eficaz y pronto desarrollo del 
procedimiento de ejecución, prevenga al promovente de la ejecución a 
que exhiba la planilla, por el término genérico de tres días previsto en el 
artículo 1079, fracción III, del Código de Comercio, bajo el 
apercibimiento de que de no cumplir se tendrá por precluido su derecho 
a exhibir el documento en cuestión.  
 
 
 
Contradicción de tesis 35/2009. Entre el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del 
Décimo Circuito. 17 de junio de 2009. Cinco votos. Ponente: Ministro 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Miguel Bonilla López. 
 
 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha ocho de julio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, nueve de julio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  78/2009 
 
 

REMATE. LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA IMPUGNABLE EN 
AMPARO INDIRECTO ES LA QUE EXPRESA O TÁCITAMENTE 
CONFIRMA O ANULA LA DECLARACIÓN DE FINCADO EL REMATE 
O LA ADJUDICACIÓN DEL BIEN, CON INDEPENDENCIA DE QUE 
TENGA O NO POR CONSIGNADO SU PRECIO. La declaración de 
fincado el remate y, en su caso, la adjudicación del bien, no constituyen 
la resolución definitiva a que se refiere el artículo 114, fracción III, de la 
Ley de Amparo, por tratarse de declaraciones provisionales que están 
sujetas a confirmación o anulación posterior por parte de la autoridad 
que las dictó, además de que en su contra procede el recurso de 
apelación. En efecto, una vez hecha tal declaración, si el postor que 
ofreció pagar una parte de contado y otra con posterioridad, no 
cumpliere sus obligaciones, el tribunal podrá declarar sin efecto el 
remate, conforme a los artículos 482 y 484 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles y sus correlativos de las entidades federativas. 
Por tanto, contra aquella determinación no procede el juicio de amparo, 
sino contra la que pronuncia el juzgador después de realizada la 
subasta, una vez que revisa si en este procedimiento se cometió o no 
alguna violación, es decir, procede el amparo contra la que expresa o 
tácitamente confirma o anula la  declaración de fincado el remate o la 
adjudicación de los bienes, con independencia  de que tenga o no por 
consignado su precio, pues la venta judicial puede llevarse a cabo ya 
sea con pago de contado o mediante pagos diferidos, y en el primer 
supuesto, según el artículo 483 del indicado Código Federal y sus 
similares de los Estados de la República, en el acto del remate debe 
exhibirse el efectivo numerario del precio o el cheque certificado a favor 
del tribunal, en cuyo caso, de haberse fincado el remate, para aprobarlo 
el tribunal no tendría necesidad de declarar posteriormente consignado 
el precio de aquél. 
 
 
Contradicción de tesis 142/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Quinto, ambos en Materia Civil del 
Primer Circuito; Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa 
y Civil del Décimo Noveno Circuito; Tercer Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Tercer Circuito; Tribunales Colegiados Primero y Segundo, 
ambos en Materia Civil del Segundo Circuito. 10 de junio de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Manuel 
González Díaz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha ocho de julio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, nueve de julio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
 
 
HAGH*pmm 

 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   79/2009 
 
 

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA INTERPUESTA 
EN CONTRA DE LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD PARA 
LA DECLARACIÓN JUDICIAL DE UNA SERVIDUMBRE LEGAL DE 
PASO EN SU FAVOR Y EL PAGO DE LA CORRESPONDIENTE 
INDEMNIZACIÓN. SE SURTE A FAVOR DEL FUERO FEDERAL. 
Acorde con el artículo 104, fracción I, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, compete al fuero federal resolver las 
controversias suscitadas con motivo de la aplicación de una ley federal, 
a menos que únicamente se afecten intereses particulares, en cuyo 
caso se dará una competencia concurrente. Por otro lado, el artículo 45 
de la Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica establece, en primer 
lugar, que las controversias que se sigan de los actos celebrados por la 
Comisión Federal de Electricidad serán resueltas por los tribunales 
federales y, en segundo, que todas las controversias nacionales en que 
sea parte dicha Comisión se resolverán en el fuero federal. Así, cuando 
un particular demanda la declaración judicial de una servidumbre legal 
de paso a favor de la referida Comisión, por pasar este organismo 
descentralizado líneas de transmisión de energía eléctrica a través de 
los predios del particular accionante, así como el pago de la 
indemnización correspondiente, la competencia para conocer de la 
controversia se surte a favor del fuero federal, siempre y cuando la 
constitución de ese derecho tenga por objeto cumplir con el servicio 
público federal de energía eléctrica, en tanto que no sólo se afectan 
intereses particulares sino también los del Estado Mexicano. En efecto, 
en virtud de que se involucran intereses estatales, conforme al indicado 
precepto constitucional no se actualiza el supuesto para que se surta la 
competencia concurrente; además de que se trata de una controversia 
nacional a las que se refiere el mencionado 45, por tratarse del 
otorgamiento de un servicio público federal. Además de lo anterior, el 
artículo 23 de la referida Ley Reglamentaria señala que las 
servidumbres que se constituyan con motivo del servicio federal que en 
ella se consigna, se deberán ajustar a las disposiciones del Código Civil 
Federal, por lo que se pone de manifiesto la voluntad del legislador de 
incorporar al ámbito federal las controversias que se susciten por esta 
causa. 
 
 
Contradicción de tesis 138/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos del Décimo Segundo 
Circuito. 1° de julio de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha ocho de julio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, nueve de julio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
 
 
HAGH*pmm 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   80/2009 
 
 

APELACIÓN EN MATERIAS CIVIL Y MERCANTIL. AL NO EXISTIR 
REENVÍO, EL TRIBUNAL DE ALZADA ESTÁ FACULTADO PARA 
REASUMIR JURISDICCIÓN Y PRONUNCIAR LA RESOLUCIÓN 
CORRESPONDIENTE, AUN CUANDO EL JUZGADOR NO HAYA 
RESUELTO LA LITIS EN PRIMERA INSTANCIA. Del contenido de los 
artículos 1336 del Código de Comercio y 683 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Estado de Sinaloa, se desprende que el 
recurso de apelación es un medio de impugnación ordinario por el cual 
el tribunal de alzada puede confirmar, reformar o revocar las 
resoluciones emitidas por el inferior. Respecto a la apelación en 
materias civil y mercantil, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha 
establecido la inexistencia del reenvío. Así, se considera que no pueden 
limitarse las funciones del tribunal de alzada para reasumir jurisdicción y 
decidir lo tocante a los puntos litigiosos no resueltos en el fallo que se 
recurre ante ella, o en su caso, sustituir íntegramente al  juez para 
pronunciar la resolución que legalmente corresponda, aun cuando no se 
haya resuelto la litis en primera instancia. Sin embargo, el tribunal de 
apelación que advierta, previo al fondo, que existe una omisión o que 
no se encuentra satisfecho algún presupuesto procesal, deberá, sin 
examinar los agravios de fondo, revocar la sentencia recurrida y 
ordenar la reposición o regularización del procedimiento en lo que sea 
necesario en aras de satisfacer los presupuestos procesales y el debido 
proceso como condición para el dictado de la sentencia, sin que ello 
pueda tomarse como reenvío al no  implicar la devolución al inferior 
para efectos de que asuma de nueva cuenta jurisdicción sobre aspectos 
propios de la sentencia definitiva. 
 
 
Contradicción de tesis 48/2009. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, Segundo 
Tribunal Colegiado del Décimo Tercer Circuito, Primer Tribunal 
Colegiado del Décimosegundo Circuito y Quinto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito. 27 de mayo de 2009. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola 
Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha ocho de julio de dos 
mil nueve.- México, Distrito Federal, nueve de julio de dos mil 
nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  81/2009. 
 
 
NORMAS FISCALES. EL LEGISLADOR DEBE PREVER EN ELLAS 
LOS SUPUESTOS DE MAYOR PROBABILIDAD DE OCURRENCIA, 
NO CASOS EXCEPCIONALES.  Al legislador se le debe exigir que los 
supuestos en los que fundamenta sus hipótesis sean aquellos que de 
ordinario estén asociados a una mayor probabilidad de ocurrencia, por 
lo que no resulta adecuado reclamar que la ley tributaria en todos los 
eventos sea un fiel retrato de la realidad y que, por tanto, incorpore 
inclusive las situaciones que ocasionalmente se aparten del curso 
normal de los acontecimientos. El casuismo que satisfaría esta 
pretensión, tendría efectos negativos en lo relativo a la eficiencia del 
sistema tributario, toda vez que tanto la densidad normativa y 
procedimental, como su administración, tienen un costo que, de 
extremarse, puede incluso sacrificar el producto de lo recaudado. Por 
consiguiente, se concluye que la armonización entre la justicia tributaria 
y la eficiencia del sistema se consigue a través de la formulación legal 
de los hechos imponibles que se apoye en supuestos verosímiles y 
razonables de la realidad social que, como tales, sean en abstracto 
demostrativos de capacidad económica o de riqueza, así ello pueda no 
acaecer en determinadas situaciones concretas e individuales, y 
siempre que esto último no sea la representación inequívoca de una 
recurrencia social capaz de anular la generalidad de la inferencia 
legislativa. 
 
 
Amparo directo en revisión 1353/2005. **********. 5 de octubre de 
2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan 
Carlos Roa Jacobo. 
 
Amparo en revisión 1662/2006. **********. 15 de noviembre de 2006. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan 
Carlos Roa Jacobo.  
 
Amparo directo en revisión 492/2008. **********. de C.V. 21 de mayo 
de 2008. Unanimidad  de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls 
Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos 
Roa Jacobo. 
 
Amparo en revisión 297/2008. **********. 3 de septiembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan 
Carlos Roa Jacobo. 
 
Amparo en revisión 811/2008. **********. 5 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan 
Carlos Roa Jacobo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la Primera  
Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de agosto  de 
dos mil nueve. México, Distrito Federal, veintisiete de agosto de 
dos mil nueve.  Doy fe. 



 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  82/2009 
 
 

LIBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCIÓN. EL JUEZ DEL 
PROCESO NO PUEDE CONCEDERLA DE OFICIO 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 20 APARTADO A, FRACCIÓN I, 
DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA ANTERIOR A 
LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008). El acuerdo mediante el que, 
de oficio, el juez penal otorga la libertad provisional bajo caución y 
requiere al procesado para que cubra la garantía correspondiente so 
pena de ordenar su reaprehensión, resulta violatorio del artículo 20 
apartado A, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Esta disposición constitucional debe leerse en congruencia 
con los alcances de la garantía de defensa adecuada. Esto significa que 
la libertad provisional bajo caución es un derecho que el procesado 
puede hacer valer discrecionalmente, como parte de su defensa, en el 
momento y por la vía que elija dentro de las alternativas que ofrece la 
ley. Así, en términos del artículo 136, séptimo párrafo, de la Ley de 
Amparo, si el juez de la causa penal no se ha pronunciado respecto del 
otorgamiento de la libertad provisional (ya sea porque el inculpado no lo 
ha solicitado o porque el Ministerio Público no ha pedido su negativa), 
subsiste la posibilidad de que el primero acuda ante el juez de amparo a 
solicitarlo. Por ello, en el supuesto de que haya causado ejecutoria la 
resolución dictada, en primera o segunda instancia, en el juicio de 
amparo indirecto promovido por el procesado en contra de la orden de 
aprehensión librada en su contra, por lo que ha dejado de tener efectos 
la suspensión que le fue concedida conforme a la cual se encontraba a 
disposición del juez de amparo respecto de su libertad personal y a 
disposición del juez de la causa por lo que hace a la continuación del 
proceso, es claro que dicho procesado debe quedar sometido a la 
jurisdicción del juez del proceso por lo que a su libertad se refiere para 
la continuación del proceso en el que ya se le decretó formal prisión. 
Sin embargo, lo anterior no implica que el juez penal pueda 
pronunciarse de oficio sobre la procedencia de dicho beneficio, ya que 
de actuar de esa manera se restringiría la posibilidad del procesado de 
acudir ante el juez de distrito para solicitarlo. Esta circunstancia verifica 
que sí es posible el que se irrogue un perjuicio al gobernado mediante 
el otorgamiento de un beneficio que no ha solicitado, ya que la 
existencia de alternativas permite advertir que la elección de las mismas 
no puede sino quedar en manos del titular de derecho. Por ello, la libre 
elección de la vía para hacer valer el beneficio en cuestión es un 
derecho que le asiste al procesado y que el juez penal no debe ejercer 
a su nombre. En el supuesto antes aludido, la actuación del juez penal 
debe limitarse a informar al procesado sobre su derecho a solicitar tal 
beneficio, para que de esta forma, éste decida si lo ejerce o no, incluso 
debiendo fijar un término para ello; esto, en el entendido de que si el 
procesado no le solicita y garantiza el otorgamiento del beneficio dentro 
del proceso, aquél puede ordenar su reaprehensión ya que la 
continuación del proceso es de orden público. 
 
 
 
Contradicción de tesis 124/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materias Penal y 
Administrativa del Quinto Circuito. 17 de junio de 2009. Cinco votos. 



 

Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique 
Sánchez Frías. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiséis de agosto 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintisiete de agosto 
de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   83/2009 
 
 

TÁCITA RECONDUCCIÓN. ESTÁ PREVISTA EN EL CÓDIGO CIVIL 
DEL ESTADO DE MÉXICO PUBLICADO EN LA GACETA DEL 
GOBIERNO DE ESA ENTIDAD EL 7 DE JUNIO DE 2002. Desde el 
derecho romano se distinguía dentro del contexto de la locatio-conductio 
rerum (contrato de arrendamiento), la relocatio tacita, es decir, la 
reconducción tácita, según la cual si al término del plazo previsto en el 
contrato las partes continuaban comportándose como si todavía 
estuviera en vigor, se tenía por prorrogado en las mismas condiciones, 
pero sin plazo determinado, hasta que una de ellas manifestara su 
deseo de terminarlo, y si se trataba de un predio rural, la relocatio tacita 
se hacía siempre año por año, a causa del ciclo anual de las labores 
agrícolas. Luego, la esencia de dicha figura jurídica es permitir la 
persistencia por cierto tiempo (indeterminado o determinado) de un 
contrato de arrendamiento de plazo vencido, pero que por acuerdo que 
se presume tácito, y acorde con el principio de conservación de los 
contratos, continúa surtiendo sus efectos, no así crear la 
indeterminación en un contrato de esa naturaleza. De acuerdo con esa 
tradición romanista, el Código Civil del Estado de México de 1956 
aludía a la tácita reconducción en sus artículos 2.340 y 2.341, pues 
establecía que si después de terminado el arrendamiento y su prórroga, 
si la hubo, continuaba el arrendatario sin oposición en el goce del predio 
y si éste era rústico, se entendería renovado el contrato por otro año, 
pero si el predio fuere urbano, el arrendamiento continuaría por tiempo 
indefinido. Ahora bien, el Código Civil del Estado de México vigente 
(publicado en la Gaceta del Gobierno de la entidad el 7 de junio de 
2002), regula el contrato de arrendamiento en sus artículos 7.670 al 
7.720, pero sin reiterar lo previsto en los artículos 2.340 y 2.341 del 
código anterior; sin embargo, ello no significa que se haya proscrito de 
la legislación sustantiva civil mexiquense la figura de la tácita 
reconducción, pues además de que del proceso legislativo 
correspondiente no se advierte que el legislador haya pretendido 
desaparecer esa institución fundamental del derecho civil, la permitió 
expresamente al establecer en el artículo 7.717 del citado Código 
vigente que al vencimiento del plazo, el contrato de arrendamiento 
termina en el día prefijado, y que si ha subsistido, se observará lo 
previsto en las disposiciones generales de dicho contrato, lo cual 
implica que aunque éste llegue a su término en el día prefijado, sus 
efectos y consecuencias pueden persistir, aunque ya no es posible que 
sea indeterminadamente, pues se entenderá que esa prolongación 
queda sujeta a los plazos fijos que señala el artículo 7.673 del referido 
Código vigente, comprendido dentro de las disposiciones generales del 
contrato a las cuales remite el aludido artículo 7.717; circunstancia que 
no desnaturaliza la figura jurídica de la tácita reconducción, la cual no 
consiste en la indeterminación de un contrato de arrendamiento, sino en 
prorrogarlo tácitamente por tiempo indefinido o por tiempo fijo. 
 
 
Contradicción de tesis 121/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos en Materia Civil del 
Segundo Circuito. 1º de julio de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio A. 
Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:- Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiséis de agosto 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintisiete de agosto 
de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   84/2009 
 

AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE 
DIRIME UN CONFLICTO COMPETENCIAL POR RAZÓN DE 
TERRITORIO, CUANDO ÉSTA TENGA COMO CONSECUENCIA EL 
TRASLADO DEL QUEJOSO, POR RAZONES DE SEGURIDAD, DE 
UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO. La Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha sostenido que la libertad personal no sólo se afecta a 
través de actos de autoridad que tengan como consecuencia material 
privar a los individuos de ella, sino también mediante actos que 
determinen de alguna manera la permanencia de tal privación o 
modifiquen las condiciones en que ésta deba ejecutarse. Así, cualquier 
acto relacionado con la restricción o privación de la libertad personal se 
traduce en una lesión cierta e inmediata a un derecho sustantivo 
tutelado por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, 
por ende, constituye una afectación que no puede modificarse, 
revocarse o nulificarse ni siquiera a través del dictado de una sentencia 
favorable. En tal virtud y acorde con los artículos 107, fracción III, inciso 
b), constitucional y 114, fracción IV, de la Ley de Amparo, procede el 
juicio de amparo indirecto contra la resolución que dirime un conflicto 
competencial por razón de territorio, cuando ésta tenga como 
consecuencia el traslado del quejoso, por razones de seguridad, de un 
centro penitenciario a otro, en tanto que constituye un acto de imposible 
reparación dictado dentro del juicio y que afecta en grado predominante 
o superior sus derechos sustantivos. Ello es así, porque tal resolución 
tiene por efecto que el proceso penal continúe en un juzgado ubicado 
fuera de la población en la que se seguía originalmente, de manera que 
el juez que conoce del asunto, por razones de seguridad, dispondrá de 
las condiciones en que aquél puede desarrollarse mejor, pero 
atendiendo al lugar de la residencia del juez en donde se salvaguarde 
de manera efectiva tanto la seguridad e integridad física del procesado 
como la de los demás internos del centro penitenciario, e incluso 
atendiendo a las posibilidades reales de custodia de las autoridades 
encargadas de su reclusión. Esto es, la determinación de la autoridad a 
cuya disposición se encuentre el indiciado incluso incide directamente 
en dejar firme o no el traslado efectuado por las autoridades 
administrativas, de ahí que las razones de seguridad a dilucidar 
impactan efectivamente sobre aspectos relacionados con su integridad 
personal.  
 
Contradicción de tesis 93/2009. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región 
y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 
08 de julio de 2009. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretaria: Beatriz J. Jaimes Ramos. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiséis de agosto 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintisiete de agosto 
de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
HAGH*pmm 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  85/2009 
 
 

ALIMENTOS PROVISIONALES. LA RESOLUCIÓN QUE LOS 
DECRETA Y FIJA SU MONTO CONSTITUYE UN ACTO CUYA 
EJECUCIÓN ES DE IMPOSIBLE REPARACIÓN. Acorde con lo 
sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, son actos de 
ejecución irreparable aquellos cuyas consecuencias afectan directa e 
inmediatamente alguno de los derechos fundamentales tutelados por la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque sus 
efectos no se destruyen con el solo hecho de que el afectado obtenga 
en el juicio una sentencia definitiva favorable a sus pretensiones, por 
haberse consumado irreversiblemente la violación de la garantía 
individual de que se trate. Asimismo, se ha determinado que no sólo por 
la afectación de derechos sustantivos puede considerarse un acto como 
de imposible reparación, ya que también pueden darse este tipo de 
actos tratándose de derechos procesales o adjetivos. En efecto, el 
Tribunal en Pleno ha sostenido que también procede el juicio de 
amparo indirecto tratándose de algunas violaciones formales, adjetivas 
o procesales, pues aunque éstas son impugnables ordinariamente en 
amparo directo cuando se reclama la sentencia definitiva, también 
pueden combatirse excepcionalmente en amparo indirecto cuando 
afectan a las partes en grado predominante o superior, lo cual habrá de 
determinarse objetivamente, tomando en cuenta la institución procesal 
de que se trate, la extrema gravedad de los efectos de la violación y su 
trascendencia específica, así como los alcances vinculatorios de la 
sentencia que llegara a conceder el amparo. Así, el grado extraordinario 
de afectación que pueda tener una violación de este tipo obliga a 
considerar que debe sujetarse de inmediato al análisis constitucional, 
sin necesidad de esperar al dictado de la sentencia definitiva, aunque 
por ser una cuestión formal no se traduzca en la afectación directa e 
inmediata de un derecho sustantivo. En congruencia con lo anterior, se 
concluye que la resolución que decreta una pensión alimenticia 
provisional y fija su monto constituye un acto cuya ejecución es de 
imposible reparación, en tanto que la afectación que sufre el obligado a 
pagarla incide directa e inmediatamente en su derecho fundamental de 
disponer de los frutos de su trabajo o de sus bienes, y tal afectación o 
sus efectos no se destruyen por el solo hecho de obtener una sentencia 
definitiva favorable a sus pretensiones en el juicio, pues las cantidades 
que haya pagado por ese concepto se destinarán a cubrir las 
necesidades alimentarias de los acreedores, lo que significa que serán 
consumidas y no se le podrán reintegrar aun cuando obtuviera una 
sentencia absolutoria o se fijara como pensión alimenticia definitiva una 
cantidad menor; de ahí que se trata de un acto que debe ser materia de 
un inmediato análisis constitucional. 
 
 
Contradicción de tesis 151/2009. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 12 de agosto de 
2009. Cinco voto. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 



 

JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiséis de agosto 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintisiete de agosto 
de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  86/2009 
 
 

ALIMENTOS PROVISIONALES. EL INCIDENTE DE REDUCCIÓN DE 
PENSIÓN ALIMENTICIA NO ES UN MEDIO ORDINARIO DE 
DEFENSA QUE DEBA INTERPONERSE CONTRA LA RESOLUCIÓN 
QUE LA DECRETA PREVIAMENTE AL JUICIO DE AMPARO. Acorde 
con la fracción XIII del artículo 73 de la Ley de Amparo, el juicio de 
garantías es improcedente contra las resoluciones judiciales cuando la 
ley conceda algún recurso o medio de defensa dentro del procedimiento 
por virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas o nulificadas, y el 
quejoso no lo haya hecho valer oportunamente. Ello hace del amparo el 
ulterior medio de defensa para la protección de los derechos 
fundamentales ante los actos de autoridad que se consideren 
inconstitucionales. Así, para efectos del juicio de amparo un medio 
ordinario de defensa es todo aquel instrumento establecido dentro del 
procedimiento, es decir, en la ley que rija al acto reclamado, que tenga 
por objeto modificarlo, revocarlo o nulificarlo. De manera que si existiera 
otro medio de defensa consignado en una ley diferente a la que rija al 
acto reclamado, no se entenderá como un recurso o medio que deba 
agotarse antes de acudir al juicio de garantías. En ese sentido y 
tomando en cuenta que el incidente de reducción de pensión alimenticia 
sólo tiene por objeto disminuir el monto que debe pagarse por ese 
concepto, pues a través de él no puede anularse o revocarse la 
resolución que la decretó provisionalmente, resulta inconcuso que el 
incidente referido no es un medio ordinario de defensa que deba 
interponerse en su contra previamente al juicio de amparo, en atención 
al principio de definitividad a que se refiere la aludida fracción XIII, a 
menos que la legislación aplicable de la entidad federativa de que se 
trate prevea algún recurso o medio de defensa específico en contra de 
dicha resolución. 
 
 
Contradicción de tesis 151/2009. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 12 de agosto de 
2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiséis de agosto 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintisiete de agosto 
de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   87/2009 
 

ORDEN DE REAPREHENSIÓN. PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO 
EN SU CONTRA CUANDO ES DICTADA POR HABERSE 
CONFIRMADO, POR EL TRIBUNAL DE APELACIÓN, LA 
SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN EL JUICIO NATURAL QUE 
POSTERIORMENTE ES IMPUGNADA EN AMPARO DIRECTO. Si con 
motivo de haberse confirmado por el tribunal de apelación la sentencia 
de fondo dictada en el juicio natural que condena al procesado a pena 
de prisión, se ordena su reaprehensión y posteriormente se interpone 
amparo directo contra la sentencia definitiva, motivando la suspensión 
tanto de una como de la otra, volviéndose a reactivar cuando se recibe 
comunicación de que se resolvió el juicio de amparo directo y se negó 
la protección constitucional solicitada por el quejoso, procede el juicio 
de amparo indirecto contra dicha orden, pues el hecho de que ésta se 
encuentre relacionada con la existencia de una sentencia definitiva no 
da lugar a que sea considerada inatacable y que por ello constituya 
cosa juzgada, en virtud de que es autónoma de la resolución definitiva 
dictada en el juicio penal. En efecto, en el supuesto indicado no opera la 
causal prevista en la fracción IV del artículo 73 de la Ley de Amparo 
conforme a la cual el juicio de garantías es improcedente contra actos 
que hayan sido materia de una ejecutoria dictada en otro juicio de 
amparo, porque la orden de reaprehensión en sí misma considerada no 
ha sido objeto de enjuiciamiento constitucional, ni tampoco es 
consecuencia inmediata y directa de la sentencia de amparo dictada 
contra la sentencia reclamada, pues si al momento en que se emitió la 
orden de reaprehensión aún no existía la sentencia de amparo, no 
puede decirse que sea consecuencia inmediata y directa del fallo 
constitucional; de ahí que argumentar lo contrario sería tanto como 
admitir que la orden de reaprehensión –primera en el tiempo que el fallo 
constitucional– pudiera ser efecto o consecuencia de éste que 
constituyó la causa. Además, la orden de reaprehensión dictada con 
antelación al fallo constitucional de amparo directo sobre la sentencia 
de fondo es reclamable en la vía indirecta por constituir un acto 
restrictivo de libertad que puede contener tanto en sí mismo como en su 
ejecución vicios constitucionales y legales; ello, en el entendido de que 
no se haya impugnado como acto reclamado en el juicio de amparo 
directo conjuntamente con la sentencia definitiva. 
 
 
Contradicción de tesis 148/2009. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 12 de 
agosto de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretario: Arnoldo Castellanos Morfín. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiséis de agosto 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintisiete de agosto 
de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   88/2009 
 
 

DELITO CONTRA SERVIDORES PÚBLICOS O AGENTES DE LA 
AUTORIDAD PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 189 DEL CÓDIGO 
PENAL FEDERAL Y 289 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL. CONSTITUYE UNA CALIFICATIVA Y NO UN TIPO 
BÁSICO NI ESPECIAL. Los citados artículos describen la conducta de 
lo que debe entenderse por delito cometido contra un servidor público o 
agente de la autoridad y establecen la sanción correspondiente. Sin 
embargo, esa descripción no tiene vida independiente ya que requiere, 
en primer término, la comisión de otro delito y, en segundo, que se 
perpetre contra un servidor público, precisamente cuando está en 
ejercicio de sus funciones; de ahí que si de dicha figura surge la 
acumulación de penas, reviste la significación de una agravación, pues 
a la sanción respectiva se añade la prevista en los indicados numerales 
con el objeto de proteger las funciones desempeñadas por las 
autoridades con motivo de los derechos y obligaciones que la ley les 
impone. En ese sentido, se concluye que la descripción normativa 
prevista en los artículos 189 del Código Penal Federal y 289 del Código 
Penal para el Distrito Federal no constituyen un tipo básico ni especial 
sino una calificativa que requiere para actualizarse, la comisión de un 
delito diverso en agravio de la persona investida de autoridad. 
 
 
Contradicción de tesis 125/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo, Tercero y Séptimo, todos en Materia 
Penal del Primer Circuito. 12 de agosto de 2009. Cinco votos. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina Haidé Avante Juárez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiséis de agosto 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintisiete de agosto 
de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  89/2009 
 
 

ERROR DE PROHIBICIÓN. NO SE ACTUALIZA TRATÁNDOSE DEL 
DELITO DE FALSEDAD DE DECLARACIÓN SI PREVIAMENTE EL 
DENUNCIANTE O QUERELLANTE FUE PROTESTADO PARA 
CONDUCIRSE CON VERDAD (LEGISLACIÓN PENAL DEL DISTRITO 
FEDERAL). Cuando la autoridad ministerial respeta la formalidad 
prevista en los artículos 276 y 280 del Código de Procedimientos 
Penales para el Distrito Federal, consistente en informar previamente al 
denunciante o querellante acerca de la trascendencia jurídica del acto 
que realiza y sobre las penas en que incurren quienes declaran 
falsamente ante las autoridades, y aun así éste declara con falsedad en 
contravención a los artículos 311 y 312 del Código Penal para dicha 
entidad federativa, no se actualiza la causa de exclusión del delito 
relativa a la existencia de un error de prohibición, directo o indirecto, 
vencible o invencible, a que se refieren los artículos 29, fracción VIII, 
inciso b), y 83 del ordenamiento sustantivo indicado, pues si 
previamente el denunciante fue protestado para conducirse con verdad, 
queda superada toda falsa apreciación sobre la licitud de su conducta. 
En efecto, las causas excluyentes del delito deben acreditarse 
plenamente; de manera que aunque es factible que una persona acuda 
ante la autoridad ministerial con el propósito de rendir una declaración 
falsa, ya sea por desconocer la existencia o el alcance de la ley, o 
porque cree que su conducta está justificada, si la autoridad ante la cual 
va a declarar le informa sobre las consecuencias por conducirse con 
falsedad, y la declaración es rendida sin reserva o sin interrogante 
alguna sobre tal apercibimiento, entonces no puede sostenerse que 
actuó sin conocimiento de la ilicitud de su conducta o bajo una falsa 
apreciación de la verdad legal y, por tanto, no hay lugar para aludir a la 
figura del error.  
 
 
Contradicción de tesis 49/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Décimo, ambos en Materia Penal del 
Primer Circuito. 12 de agosto de 2009. Cinco votos. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiséis de agosto 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintisiete de agosto 
de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  90/2009 
 

CONTRATO DE SEGURO. LAS PÓLIZAS NO SON TÍTULOS 
EJECUTIVOS PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DE LA VÍA 
EJECUTIVA MERCANTIL (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 1,391, 
FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE COMERCIO). Para ejercer la vía 
ejecutiva mercantil es necesario que el demandante cuente con un 
documento a su favor que, conforme a la ley, traiga aparejada 
ejecución, es decir, con un título ejecutivo, el cual debe contener, como 
principales requisitos, un crédito: a) cierto en su existencia; b) líquido en 
cuanto a cuantía determinada; y, c) exigible, como obligación 
incondicional. Ahora bien, el artículo 1,391, fracción V, del Código de 
Comercio señala que traen aparejada ejecución las pólizas de seguros 
conforme a la ley de la materia, por lo que tal remisión expresa debe 
entenderse referida, en primer término, a la Ley sobre el Contrato de 
Seguro y, en segundo, a la Ley General de Instituciones y Sociedades 
Mutualistas de Seguros; sin embargo, estos ordenamientos no le 
otorgan un carácter ejecutivo a las indicadas pólizas. Por tanto, ante 
esa laguna legislativa la citada fracción V debe interpretarse en el 
sentido de que las pólizas de seguros no son títulos ejecutivos para 
efectos de la procedencia de la vía ejecutiva mercantil. Lo anterior es 
así, porque de los artículos 19 y 20 de la Ley sobre el Contrato de 
Seguro se advierte que la póliza es la manifestación escrita y la prueba 
por excelencia de la celebración de ese contrato, pero no que sea el 
contrato en sí o un título ejecutivo, y mucho menos que, por sí misma, 
traiga aparejada ejecución, pues no reúne los aludidos requisitos para 
considerar que así sea. En efecto, no tiene una cantidad líquida 
precisamente exigible, ya que aun cuando en ella se consigna una 
suma asegurada determinada, su cobro está sujeto a una serie de 
condiciones estipuladas tanto en el propio contrato como en la ley de la 
materia, tales como que el contrato esté vigente, se haya pagado la 
prima, se verifique el riesgo amparado, el siniestro reclamado sea 
procedente y que no resulte aplicable alguna causa de exclusión; de 
manera que las obligaciones contraídas por las aseguradoras están 
supeditadas a la realización de la eventualidad futura e incierta prevista 
en el contrato respectivo, a diferencia de lo que ocurre con los títulos 
ejecutivos.  
 
 
Contradicción de tesis 153/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito y los Tribunales 
Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Civil del Sexto 
Circuito. 12 de agosto de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretario: Jorge Roberto Ordoñez Escobar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiséis de agosto 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintisiete de agosto 
de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   91/2009 
 
 

PRISIÓN PREVENTIVA. CORRESPONDE AL JUZGADOR, AL 
DICTAR LA SENTENCIA, COMPUTAR EL TIEMPO DE AQUÉLLA 
PARA QUE SE DESCUENTE DE LA PENA IMPUESTA. Conforme al 
artículo 20, apartado A, fracción X, tercer párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la 
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 
2008), el inculpado tiene la garantía de que en toda pena de prisión 
impuesta en una sentencia deberá computarse el tiempo de la 
detención, esto es, de la prisión preventiva. En este sentido, y tomando 
en cuenta que el artículo 21 constitucional dispone que la imposición de 
las penas es facultad exclusiva de los órganos jurisdiccionales, se 
concluye que corresponde al juzgador, al dictar la sentencia, computar 
el tiempo que el reo estuvo sujeto a prisión preventiva para que se le 
descuente de la pena de prisión impuesta. Esto es, la autoridad 
jurisdiccional deberá señalar en la sentencia el lapso que aquél estuvo 
recluido en prisión preventiva, es decir, desde que se le dictó auto de 
formal prisión o que fue aprehendido, hasta el día del dictado de la 
sentencia, a fin de que la autoridad administrativa, en el ámbito de su 
competencia, aplique el descuento respectivo. 
 
 
Contradicción de tesis 178/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Penal del 
Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Cuarto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, 
actualmente en Materia Civil. 19 de agosto de 2009. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez 
Mireles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiséis de agosto 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintisiete de agosto 
de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  92/2009 
 
 

DELITO CONTRA LA SALUD. NO PUEDEN COEXISTIR LAS 
MODALIDADES DE COMERCIALIZACIÓN DE NARCÓTICOS Y DE 
POSESIÓN CON FINES DE COMERCIO CUANDO SE ACTUALIZAN 
EN EL MISMO MOMENTO. En el caso de que el sujeto activo del delito 
sea sorprendido vendiendo estupefacientes y además se le encuentre 
en posesión de una cantidad de éstos que rebasa la mínima para su 
consumo personal y que, por tanto, no hay duda de que su destino era 
el comercio, se actualizan la unidad de acción y de propósito delictivo, 
por lo que no pueden coexistir las modalidades de comercialización de 
narcóticos y de posesión con fines de comercio previstas en los 
artículos 194, fracción I, y 195, párrafo primero, del Código Penal 
Federal, sino que debe tenerse por actualizada únicamente la de 
comercio y subsumida la conducta de posesión, pues al haberse 
concretado el fin principal del inculpado (el comercio de narcóticos), la 
modalidad de posesión para fines de comercio equivale a la tentativa 
del primero y, en consecuencia, no sería lógica la coexistencia de 
ambas modalidades si la segunda se consumó, ya que de lo contrario 
se violaría el principio de non bis in idem al sancionar doblemente la 
misma conducta. Caso distinto ocurre cuando el sujeto activo es 
detenido al realizar la venta de narcóticos y también los posea en un 
lugar diverso, ajeno a su radio de control y disponibilidad, porque en 
este supuesto no existe unidad de acción y, por ende, pueden coexistir 
las modalidades referidas. 
 
 
Contradicción de tesis 114/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Séptimo y Noveno, ambos en Materia Penal del 
Primer Circuito. 08 de julio de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de septiembre 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, tres de septiembre de 
dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  93/2009 
 
 

IMPEDIMENTO. CUANDO SE DECLARA INFUNDADO, EL 
TRIBUNAL DEBE ANALIZAR LAS CIRCUNSTANCIAS DEL CASO Y 
LA CONDUCTA PROCESAL DEL PROMOVENTE PARA 
DETERMINAR SI PROCEDE IMPONER MULTA. El artículo 71 de la 
Ley de Amparo sólo prevé la imposición de la multa para el caso de que 
se deseche un impedimento; sin embargo, ello no impide que también 
pueda multarse al promovente de un impedimento declarado infundado, 
pues en este supuesto el tribunal debe analizar las circunstancias 
particulares del caso y la conducta procesal de aquél para determinar si 
lo promovió de mala fe, es decir, sin motivo o con el ánimo de retardar 
el procedimiento, en cuyo caso, con apoyo en el artículo 3o. Bis de la 
Ley citada podrá imponérsele multa, o a su abogado o a ambos, en 
términos del indicado artículo 71, fundando y motivando debidamente 
tanto esa determinación como el monto respectivo. 
 
 
Contradicción de tesis 83/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materias Civil y 
de Trabajo del Quinto Circuito. 12 de agosto de 2009. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: Juan N. Silva Meza.Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de septiembre 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, tres de septiembre de 
dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  94/2009 
 
 

EMPLAZAMIENTO A TRAVÉS DE INSTRUCTIVO. AL LLEVARSE A 
CABO LA DILIGENCIA RESPECTIVA NO SÓLO DEBE ASENTARSE 
EN EL ACTA EL NOMBRE Y APELLIDO DE QUIEN RECIBE EL 
INSTRUCTIVO EN LA CASA DEL INTERESADO, SINO TAMBIÉN EL 
VÍNCULO QUE GUARDA CON ÉSTE. De conformidad con el artículo 
69 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Nuevo León, el 
emplazamiento debe realizarse de manera personal. Sin embargo, en 
caso de que esto no sea posible y el notificador se cerciore de que el 
demandado vive en la casa designada, procederá a realizar el 
emplazamiento por instructivo en el que se hará constar el número de 
expediente, el nombre y apellidos del promovente, el objeto y la 
naturaleza de la promoción, el del juez o tribunal que mande practicar la 
diligencia, copia íntegra de la determinación que se mande notificar, la 
fecha y hora en que se entregue el instructivo y el nombre y apellido de 
la persona a quien se entrega. Por su parte, el artículo 70 del mismo 
código establece que, por regla general, el instructivo se entregará a los 
parientes, domésticos o a cualquier persona capaz que se encuentre en 
la casa donde se practique la diligencia. De la interpretación armónica 
de ambas disposiciones, se concluye que el notificador debe asentar en 
el instructivo los requisitos señalados en el referido artículo 69, y en el 
acta que se levante con motivo de la diligencia todas las circunstancias 
que ocurran en ella, así como el vínculo de la persona que recibe el 
instructivo con el interesado. Los notificadores cuentan con una 
atribución específica: la fe pública. Esta atribución es otorgada a esta 
categoría de funcionarios judiciales con la finalidad de que en las actas 
que se levanten en las diligencias en que actúan se asienten las 
circunstancias fácticas en las cuales se lleva a cabo dicha actuación. 
Esto permite la consecución de un doble objetivo: integrar a los autos 
de la causa judicial elementos objetivos sobre aspectos fácticos que 
otorgan certeza sobre la eficacia del emplazamiento y, por otra parte, 
otorgan certidumbre a la parte demandada sobre las condiciones en las 
que se le ha vinculado a un juicio y, en consecuencia, le aporta aquellos 
elementos sobre los cuales puede desarrollar una defensa en caso de 
que considere que el emplazamiento no se realizó con apego a la 
legalidad. De esta manera, es claro que el notificador debe asentar en 
la razón o acta de la diligencia que agregará a los autos, el referido 
vínculo. Lo anterior no sólo porque se trate de una circunstancia 
integrante del emplazamiento como tal, cuyo establecimiento en la 
actuación cumple con la doble finalidad arriba mencionada, sino 
también porque se trata de una exigencia de las competencias del 
notificador de dar cuenta de todas aquellas circunstancias fácticas en 
las que realiza la diligencia. 
 
 
Contradicción de tesis 206/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Tercero, ambos en Materia Civil del 
Cuarto Circuito. 26 de agosto de 2009. Mayoría de tres votos. Disidente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola 
Mendoza. 
 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de septiembre 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, tres de septiembre de 
dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   95/2009 
 
 

INCONFORMIDAD CONTRA LA DETERMINACIÓN DEL NO 
EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL. LA PREVISTA EN EL 
ACUERDO A/003/99 EMITIDO POR EL PROCURADOR GENERAL 
DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL CONSTITUYE UN 
RECURSO OPTATIVO POR LO QUE NO ES OBLIGATORIO 
AGOTARLO PREVIAMENTE AL JUICIO DE AMPARO. Del artículo 21 
del Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de 
Justicia del Distrito Federal, así como de los diversos 63 y 68 del 
Acuerdo A/003/99 emitido por el Procurador General de Justicia del 
Distrito Federal, se advierte que contra la determinación del no ejercicio 
de la acción penal, el denunciante, querellante u ofendido podrá 
promover recurso de inconformidad. Por otro lado, conforme a la 
fracción XV del artículo 73 de la Ley de Amparo, para que la 
interposición de un recurso sea condicionante de la procedencia del 
juicio de garantías es preciso que el medio de defensa sea legal y que a 
través de él pueda modificarse o revocarse el acto de autoridad, sin que 
se exijan mayores requisitos que los previstos en la ley de la materia 
para el otorgamiento de la suspensión definitiva. En ese sentido y 
tomando en cuenta que la referida inconformidad: a) es un medio de 
defensa que se tramita en la vía administrativa (ante la mencionada 
procuraduría), no en la jurisdiccional, como lo ordena el artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su texto 
anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación de 
18 de junio de 2008, b) no está prevista en una ley en sentido formal y 
material, y c) no establece presupuestos de suspensión, resulta 
evidente que constituye un recurso optativo por lo que no es obligatorio 
agotarlo previamente al juicio de amparo. 
 
 
Contradicción de tesis 223/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos en Materia Penal del 
Primer Circuito. 02 de septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Hizo suyo el asunto el Ministro 
Juan N. Silva Meza. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: 
Selina Haidé Avante Juárez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha nueve de septiembre 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, diez de septiembre de 
dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  96/2009 
 
 

DENUNCIA DEL JUICIO A TERCEROS. EL AUTO O RESOLUCIÓN 
QUE ORDENA SU ADMISIÓN, NO ES RECLAMABLE EN AMPARO 
INDIRECTO (JUICIOS ORDINARIOS MERCANTILES Y CIVILES). 
Llamar a un tercero a juicio o litisdenunciación, es poner en 
conocimiento de una persona ajena la existencia de un litigio, que se 
estima, podría producir efectos directos, ejecutivos o constitutivos, en 
su esfera jurídica. Dicha intervención provocada en el proceso, no 
puede considerarse forzosa o coactiva, pues el tercero sólo tiene el 
derecho y la carga de comparecer en su interés, es decir, no tiene la 
obligación de hacerlo ni incurre en rebeldía, su actuación es voluntaria, 
aunque ha de aceptar los perjuicios que le ocasione su ausencia. Así, la 
litisdenunciación se entiende como una garantía para el interviniente, ya 
que puede evitar el efecto ejecutivo directo o perjudicial de una 
sentencia dictada en un juicio que le era ajeno. Por ello, es evidente 
que el acuerdo que acepta la denuncia del juicio a terceros dentro de 
los juicios ordinarios del orden civil y mercantil, no puede ser 
considerado como de ejecución de imposible reparación reclamable en 
amparo indirecto, conforme a lo dispuesto por el artículo 114, fracción 
IV, de la Ley de Amparo. Ello es así, toda vez que dicho proveído no 
produce de manera inmediata afectación a algún derecho sustantivo 
tutelado por las garantías individuales, pues eventualmente sólo 
entrañaría una transgresión a derechos adjetivos que tendrían efectos 
formales o intraprocesales, los que se podrían actualizar hasta el 
dictado de la sentencia correspondiente, y en ese momento se podrá 
apreciar si la violación procesal alegada, trascendió y afectó al quejoso. 
 
 
Contradicción de tesis 270/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Décimo Primero, ambos en Materia 
Civil del Primer Circuito. 02 de septiembre de 2009. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintitrés de 
septiembre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, 
veinticuatro de septiembre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  97/2009 
 
 

PATRIA POTESTAD. SU PÉRDIDA NO CONLLEVA 
INDEFECTIBLEMENTE IMPEDIR QUE EL MENOR EJERZA EL 
DERECHO DE CONVIVENCIA CON SUS PROGENITORES. Una de 
las consecuencias de la pérdida de la patria potestad es que el 
progenitor condenado no tenga derechos respecto de sus hijos, es 
decir, la privación de todo privilegio relativo a exigir la obediencia y el 
respeto de los menores, la facultad de llevar su representación legal, la 
administración de sus bienes y decidir, participar y opinar sobre asuntos 
inherentes a su educación, conservación, asistencia, formación y 
demás relativos a los aspectos no patrimoniales de quien ejerce la 
patria potestad. Sin embargo, independientemente de las 
consecuencias apuntadas –que se relacionan directamente con los 
derechos que otorga al progenitor el ejercicio de la patria potestad–, de 
ello no se aprecia que su pérdida conlleve indefectiblemente que deba 
impedirse al menor ejercer el derecho de convivencia con sus 
progenitores en tanto que, por un lado, ese derecho no es exclusivo de 
los padres, sino también de los hijos y, por el otro, no todas las 
causales de pérdida de la patria potestad son de la misma gravedad. En 
ese orden de ideas resulta indispensable atender al interés superior del 
menor, para lo cual deben propiciarse las condiciones que le permitan 
un adecuado desarrollo psicológico y emocional, que en la mayoría de 
los casos implica la convivencia con ambos progenitores, 
independientemente de que ejerzan o no la patria potestad sobre aquél; 
de ahí que el juez de lo familiar habrá de atender a la gravedad de la 
causal que originó la pérdida de la patria potestad para determinar si la 
convivencia pudiera importar algún riesgo para la seguridad o desarrollo 
adecuado del menor, en el entendido de que si determina dicha pérdida 
pero no del derecho de convivencia, ello obedecerá a que subsiste el 
derecho del menor a obtener un desarrollo psico-emocional adecuado y 
a que las condiciones particulares así lo permiten, mas no porque el 
progenitor condenado pueda exigir el derecho de convivencia. 
 
 
Contradicción de tesis 123/2009. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 09 de 
septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Mariana Mureddu Gilabert. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintitrés de 
septiembre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, 
veinticuatro de septiembre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  98/2009 
 
 

BENEFICIOS O SUSTITUTIVOS DE LA PENA PRIVATIVA DE 
LIBERTAD. LA DETERMINACIÓN DE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE EN QUE CONCEDE ALGUNO DE ELLOS PERO 
OMITE PRONUNCIARSE RESPECTO DE OTRO DE DIFERENTE 
NATURALEZA, PUEDE ANALIZARSE EN EL JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO (LEGISLACIONES FEDERAL Y DEL DISTRITO FEDERAL). 
La autoridad responsable al dictar sentencia, en el ejercicio de sus 
facultades discrecionales y con fundamento en los artículos 70 del 
Código Penal Federal y 84 del Código Penal para el Distrito Federal, 
puede conceder algún beneficio o sustitutivo de la pena privativa de 
libertad, sin pronunciarse respecto al porqué no otorgó otro beneficio de 
diferente naturaleza al concedido, lo cual puede obedecer a dos 
razones: 1. porque omitió el estudio del beneficio o sustitutivo diferente 
al que concedió, no obstante que fue planteado por el quejoso antes de 
que se dictara la sentencia. En ese supuesto se está en presencia de 
una violación in judicando que puede analizarse a la luz de las 
garantías de fundamentación y motivación en el juicio de amparo 
directo, ya que en términos del artículo 158 de la Ley de Amparo, éste 
procede contra sentencias definitivas donde pueden reclamarse, entre 
otras, las violaciones cometidas en el dictado de tales sentencias; 2. 
porque el beneficio o sustitutivo diferente al concedido no fue advertido 
por el órgano jurisdiccional y tampoco lo solicitó expresamente el 
quejoso. En este caso, el órgano de control constitucional únicamente 
puede analizar si el beneficio o sustitutivo concedido cumple con las 
garantías de fundamentación y motivación, pues el órgano jurisdiccional 
no tuvo oportunidad de pronunciarse en torno al beneficio o sustitutivo 
que el quejoso considera se le debió haber otorgado, en tanto que no le 
fue planteado, por lo que no puede atribuírsele alguna omisión o 
violación in judicando en el juicio de amparo directo. Así, en este 
supuesto la propia legislación secundaria establece el medio legal 
procedente, ya que si el quejoso considera que debió otorgársele un 
beneficio o sustitutivo diferente, puede tramitar ante el juzgador el 
incidente a que se refieren los artículos 74 del Código Penal Federal y 
92 del Código Penal para el Distrito Federal, en el cual, previo 
cumplimiento de los requisitos correspondientes, podrá concederse el 
beneficio o sustitutivo planteado por el quejoso, en razón de que 
pueden aplicarse indistintamente por el juzgador, y si la determinación 
emitida en el incidente referido es adversa al quejoso, no queda en 
estado de indefensión en virtud de que puede promover en cualquier 
tiempo el juicio de amparo indirecto, al ubicarse en el caso de 
excepción previsto en el artículo 22, fracción II, de la Ley de Amparo. 
 
 
 
Contradicción de tesis 168/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Cuarto, ambos en Materia Penal del 
Primer Circuito. 09 de septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintitrés de 
septiembre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, 
veinticuatro de septiembre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL  99/2009. 
 
 
INCONFORMIDAD Y DENUNCIA DE REPETICIÓN DEL ACTO 
RECLAMADO.  NO SON MEDIOS DE DEFENSA QUE SE 
EXCLUYAN.  La inconformidad y la denuncia de repetición del acto  
reclamado hecha valer en contra del acto dictado en cumplimiento de la 
ejecutoria de amparo y que es origen de la resolución que tuvo por 
cumplida ésta, no son medios de defensa que se excluyan entre sí y, 
por tanto, la promoción de uno no determina la improcedencia del otro, 
pues un criterio contrario  colocaría en estado de indefensión a la parte 
quejosa, ya que de declararse improcedente la inconformidad se tendría 
como firme la resolución que tuvo por cumplida la ejecutoria de amparo, 
al no existir legalmente diverso medio de impugnación mediante el cual 
pueda cuestionarse tal determinación. En ese orden de ideas, la 
resolución que pudiera dictarse en la denuncia de repetición del acto 
reclamado, cualquiera que pudiera ser su sentido, no podría tener la 
fuerza legal para revocar la misma, determinándose así la 
improcedencia de dicha denuncia, pues gozando de firmeza tal 
declaratoria, el quejoso se encontraría impedido para impugnar el acto 
que la originó y, en todo caso, sólo podría impugnar un acto de la 
responsable diferente y posterior a aquel que condujo a la convicción 
del acatamiento de la ejecutoria. 
 
Inconformidad 150/2002. **********.11 de septiembre de 2002. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Leticia Flores Díaz. 
 
Inconformidad 88/2003. **********.4 de junio de 2003. Cinco votos. 
Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: Ariel Oliva Pérez.  
 
Inconformidad 293/2005. **********.18 de enero de 2006. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez 
Mireles. 
 
Inconformidad 82/2006. **********.19 de abril de 2006. Cinco votos. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Enrique Luis Barraza 
Uribe. 
 
Inconformidad 271/2008. **********.14 de enero de 2009. Cinco votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía 
Argumosa López.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la Primera  
Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de treinta de septiembre de 
dos mil nueve. México, Distrito Federal, primero de  octubre  de 
dos mil nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/cop. 



 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL  100/2009. 

 
 
EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE AMPARO. SI LAS AUTORIDADES 
RESPONSABLES INFORMAN QUE EL FALLO PROTECTOR YA SE 
CUMPLIÓ, EL JUEZ DE DISTRITO ESTÁ OBLIGADO A 
PRONUNCIARSE Y DETERMINAR SI AQUÉLLAS CONTINÚAN EN 
REBELDÍA. El incidente de inejecución de sentencia, previsto en la 
Constitución General de la República y regulado en la Ley de Amparo y 
en el Acuerdo 5/2001 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, como una institución procedimental que permite a dicho alto 
tribunal determinar si alguna autoridad ha incurrido en rebeldía, 
respecto del cumplimiento de una ejecutoria de amparo, o bien si dicho 
incumplimiento es inexcusable o no, entre otras cuestiones inherentes, 
pero de ninguna manera debe confundirse su naturaleza y razón de ser 
con la inconformidad, la queja o la repetición del acto reclamado que, 
eventualmente, puede alegar el quejoso. Por ello si la autoridad 
responsable afirma que ya cumplió con lo ordenado en el fallo protector, 
con independencia de que la parte quejosa se inconforme, interponga 
queja o argumente cualquier otra situación, el juez de distrito debe 
analizar las pruebas del aludido cumplimiento, determinar si la autoridad 
responsable ha dejado de ser contumaz y pronunciarse en torno a si el 
fallo protector está cumplido o no, expresando la razón fundada de su 
decisión, dejando a salvo los derechos de la quejosa para el caso de 
que estime que existe exceso, defecto o si expresa su inconformidad 
por cualquier otra circunstancia. 
 

Incidente de inejecución 105/2007. **********. 29 de agosto de 2007. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo 
Soto. 
 
Incidente de inejecución 58/2007. **********. 12 de septiembre de 
2007. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro 
Arroyo Soto. 
 
Incidente de inejecución 258/2007. **********. 6 de febrero de 2008. 
Cinco votos. Ponente Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Gustavo 
Ruiz Padilla. 
 
Incidente de inejecución 218/2008. **********. 25 de junio de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: María 
Isabel Castillo Vorrath. 
 
Incidente de inejecución 571/2008. **********. 26 de noviembre de 
2008. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: 
María Isabel Castillo Vorrath. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de treinta de septiembre de 
dos mil nueve. México, Distrito Federal, primero de octubre de dos 
mil nueve. Doy fe. 



 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 101/2009 

 
 

ENDOSATARIO EN PROCURACIÓN. EL DOCUMENTO MERCANTIL 
ENDOSADO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 35 DE LA LEY 
GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO LO 
FACULTA PARA DESISTIR DE LA ACCIÓN O TRANSIGIR 
CELEBRANDO CONVENIOS DE PAGO. Conforme al precepto citado, 
el endosatario en procuración, como mandatario del endosante, cuenta 
con todas la facultades generales y especiales para pleitos y cobranzas, 
pues dada la naturaleza del documento mercantil en que se plasma el 
endoso en procuración sería materialmente imposible describir todas 
las facultades, tanto generales –cobrar judicial y extrajudicialmente, 
endosarlo en procuración y protestarlo, en su caso-, como especiales –
desistir, transigir, comprometerse en árbitros, absolver y articular 
posiciones, hacer cesión de bienes, recusar y recibir pagos-, sin que le 
sean aplicables las reglas del derecho común del mandato judicial por 
ser distinto del mandato conferido al endosatario en procuración, ya que 
este último se rige por los principios generales del derecho mercantil, 
pues la finalidad esencial del endoso en procuración es el cobro judicial 
o extrajudicial del mismo. Así, el documento mercantil endosado en 
términos del artículo 35 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito, faculta al endosatario en procuración para desistir de la acción 
o transigir celebrando convenios de pago del título de crédito, sin que 
sea necesario que el endosante lo autorice para ello. Entenderlo de otra 
manera equivaldría a ir en contra de la naturaleza de dicho documento. 
 
 
Contradicción de tesis 71/2009. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Sexto 
Circuito, Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Quinto Circuito y Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito. 02 de septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha treinta de 
septiembre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, primero de 
octubre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  102/2009 
 
 

ROBO AGRAVADO. MECÁNICA PARA INDIVIDUALIZAR LA PENA 
CORRESPONDIENTE EN EL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO 
DE QUERÉTARO. Conforme a los artículos 70, 182 y 183 del citado 
Código, cuando se actualice el supuesto de robo agravado, para fijar la 
sanción penal el juzgador debe modificar los parámetros mínimo y 
máximo, aumentando hasta en una mitad la pena base. Así, la 
mecánica para individualizar las penas por delitos agravados, de 
acuerdo con la legislación penal del Estado de Querétaro, funciona de 
la siguiente forma: el juzgador deberá tomar como referencia el mínimo 
y máximo de la pena prevista en el tipo penal básico, y en caso de que 
se actualice una agravante, acorde con el indicado artículo 183, 
construir un nuevo parámetro de punibilidad que servirá como 
referencia para adicionar la sanción prevista para la agravante; de 
manera que una vez construido este nuevo parámetro, según el grado 
de responsabilidad que considere actualizado, el juzgador deberá 
situarse en un punto de la escala del tipo penal básico y sumar el 
resultado que se fije en la misma proporción de la escala construida 
para el aumento de la agravante. 
 
 
Contradicción de tesis 235/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos del Vigésimo 
Segundo Circuito. 23 de septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro 
votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha treinta de 
septiembre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, primero de 
octubre de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 



 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL  103/2009. 

 
 
DEDUCCIONES. CRITERIOS PARA DISTINGUIR LAS DIFERENCIAS 
ENTRE LAS CONTEMPLADAS EN LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE 
LA RENTA, A LA LUZ DEL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, 
CONSTITUCIONAL. De la interpretación sistemática de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta pueden observarse dos tipos de erogaciones: 
a) las necesarias para generar el ingreso del contribuyente, las cuales 
deben ser reconocidas por el legislador, sin que su autorización en la 
normatividad pueda equipararse con concesiones graciosas, pues se 
trata de una exigencia del principio de proporcionalidad en materia 
tributaria, en su implicación de salvaguardar que la capacidad 
contributiva idónea para concurrir al sostenimiento de los gastos 
públicos, se identifique con la renta neta de los causantes. Ello no 
implica que no se puedan establecer requisitos o modalidades para su 
deducción, sino que válidamente pueden sujetarse a las condiciones 
establecidas por el legislador, debiendo precisarse que dicha decisión 
del creador de la norma se encuentra sujeta al juicio de razonabilidad, a 
fin de que la misma no se implemente de tal manera que se afecten los 
derechos de los gobernados; b) por otra parte, se aprecia que aquellas 
erogaciones en las que no se observe la característica de ser 
necesarias e indispensables, no tienen que ser reconocidas como 
deducciones autorizadas pues su realización no es determinante para la 
obtención del ingreso; no obstante ello, el legislador puede implementar 
mecanismos que permitan deducir cierto tipo de gastos que no sean 
estrictamente necesarios, ya sea en forma total o en parte -lo cual 
también suele obedecer a su aspiración de conseguir ciertas finalidades 
que pueden ser de naturaleza fiscal o extrafiscal-, pero sin tener 
obligación alguna de reconocer la deducción de dichas erogaciones, 
pues no debe perderse de vista que se trata del reconocimiento de 
efectos fiscales a una erogación no necesariamente vinculada con la 
generación de ingresos. Un ejemplo de este tipo de desembolsos son 
los donativos deducibles, las deducciones personales de las personas 
físicas, o bien, ciertos gastos de consumo, como acontece con los 
efectuados en restaurantes. La deducibilidad de dichas erogaciones es 
otorgada -no reconocida- por el legislador y obedece a razones 
sociales, económicas o extrafiscales. 
 
Amparo en revisión 1662/2006. **********. 15 de noviembre 2006. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan 
Carlos Roa Jacobo. 
 
Amparo en revisión 224/2007. **********. 5 de septiembre de 2007. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Juan 
Carlos Roa Jacobo, Pedro Arroyo Soto, Francisco Octavio Escudero 
Contreras, Rogelio Alberto Montoya Rodríguez y Paola Yaber 
Coronado. 
 
Amparo en revisión 316/2008. **********. 9 de julio de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 
 



 

Amparo en revisión 782/2008. **********. 22 de octubre de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Guillermina Coutiño Mata. 
 
Amparo directo en revisión. 279/2009. **********. 1o. de abril de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de veintiocho de octubre de 
dos mil nueve. México, Distrito Federal, veintinueve de octubre de 
dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  104 /2009 
 
 

DONACIÓN. SU REVOCACIÓN POR CAUSA DE INGRATITUD, SE 
DEMUESTRA MEDIANTE LA PRUEBA DE LA COMISIÓN DE UN 
ILÍCITO O DELITO CIVIL POR EL DONATARIO EN AGRAVIO DEL 
DONANTE, SUS FAMILIARES, CÓNYUGES O BIENES. POR LO 
QUE PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN 
CORRESPONDIENTE NO ES NECESARIA LA PREEXISTENCIA DE 
SENTENCIA CONDENATORIA PENAL. De la interpretación integral, 
sistemática y teleológica del artículo 2224 del Código Civil para el 
Estado de México abrogado, equivalente al numeral 7.642 de su similar 
en vigor, y el diverso 2344 del Código Civil del Estado de Chiapas, que 
prevén el supuesto de revocación de la donación por ingratitud cuando 
el donatario cometa algún delito contra la persona, la honra o los bienes 
del donante o de sus ascendientes, descendientes o cónyuge, se 
advierte que dichos preceptos no remiten a los ordenamientos penales 
de esas entidades, por lo que al referirse a la comisión de un delito, 
éste no debe interpretarse como una conducta criminosa en sentido 
técnico-penal, sino como el hecho ilícito que trastoca el derecho 
privado. Por ello el juez civil no resolverá la existencia o no de un delito 
en términos penales, sino de la ingratitud hacia el donante. De ahí que 
si se toma en cuenta, por un lado, que la revocación de la donación por 
ingratitud se dirige a dotar al donante de un medio coactivo y 
psicológico para obligar al donatario al cumplimiento de sus deberes 
morales y, por el otro, que se trata de un procedimiento civil mediante el 
cual pretende demostrarse la falta del deber de gratitud moral que tiene 
el donatario para con el donador, resulta evidente que para la 
procedencia de la revocación de donación por ingratitud no es 
necesario que la conducta asumida por el donatario sea calificada como 
delito en sentencia ejecutoria dictada por un juez penal, pues en el 
derecho privado el acto ilícito sólo se considera en relación con el daño, 
prescindiendo de la idea de hecho punible penalmente, en virtud de que 
en la especie la tutela jurídica se dirige a sancionar una acción entre 
particulares que aun sin ser ilícita en el ámbito criminal, es reprochable 
tanto por la sociedad como por el donante, al tratarse de una conducta 
realizada con ánimo de causar una afectación a las personas 
estipuladas en la ley. Por tanto, el juez civil que conozca de la 
revocación señalada está facultado para analizar las pruebas ofrecidas 
por las partes para determinar con su libre apreciación si la conducta de 
que se trata es ingrata o no, ya que de lo contrario se limitaría su 
jurisdicción en tanto que se condicionaría su actuar a la existencia de 
una sentencia dictada por un juez penal; máxime que la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación ha sostenido que los juicios civiles cuentan con 
sus propias pruebas y que las actuaciones penales sirven como meros 
indicios para la comprobación de los hechos que tendrán que valorarse 
junto con los demás elementos probatorios existentes. Además, si se 
admitiera como único medio de prueba la sentencia que condene al 
donatario por un delito, en la mayoría de los casos la acción de 
revocación sería improcedente, pues al tener que esperar hasta la 
emisión de la sentencia penal, aquélla prescribiría por el plazo que 
tarda en integrarse y resolverse el juicio penal. 
 
 
Contradicción de tesis 175/2009. Entre las sustentadas por el 
entonces Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actualmente Primer 



 

Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 23 de septiembre de 
2009. Mayoría de tres votos. Disidente: Juan N. Silva Meza. Ausente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretaria: Paola Yaber Coronado. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiocho de 
octubre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintinueve de 
octubre de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  105/2009 
 

LESIONES COMETIDAS CONTRA UN SERVIDOR O AGENTE DE LA 
AUTORIDAD EN EL ACTO DE EJERCER LÍCITAMENTE SUS 
FUNCIONES O CON MOTIVO DE ELLAS. ES APLICABLE A ESE 
DELITO LA CALIFICATIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 289 DEL 
CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL. La agravante 
prevista en el citado artículo, consistente en cometer un delito contra un 
servidor público o agente de la autoridad en el acto de ejercer 
lícitamente sus funciones o con motivo de ellas, incrementa la sanción 
correspondiente en un parámetro de uno a tres años de prisión. Ahora 
bien, atento a la historia, teleología y literalidad de dicho precepto se 
concluye que la referida calificativa es aplicable al delito de lesiones 
cometido contra un agente de la autoridad, por las siguientes razones:     
i) conforme a la letra del aludido artículo 289, la agravante es aplicable 
a todo delito, pues la ley no distingue entre los previstos en el código 
penal u otras leyes, ni limita su aplicación a los ilícitos contenidos en el 
título en que se encuentra inserto el propio numeral; ii) el 13 de mayo 
de 1996 se reformó el artículo 189 del entonces Código Penal para el 
Distrito Federal en Materia de Fuero Común, y para toda la República 
en Materia de Fuero Federal, el cual es el antecedente inmediato del 
indicado artículo 289, y en el proceso legislativo correspondiente se 
sostuvo que un servidor público es susceptible de ser intimidado por los 
gobernados mediante diversas conductas delictivas, entre las cuales 
destacan aquellas que atentan contra su vida e integridad física; y, iii) si 
bien es cierto que el citado artículo 289 se ubica en el capítulo relativo a 
las “reglas comunes para los delitos contra el ejercicio legítimo de la 
autoridad”, también lo es que ello no limita su aplicación a ciertos 
ilícitos, pues la denominación “reglas comunes” sólo refuerza la 
consideración de que no se trata de un tipo penal sino de una 
calificativa, y la expresión “contra el ejercicio legítimo de la autoridad” 
refrenda que esa regla común o calificativa sólo es aplicable a todos los 
delitos cometidos en agravio de servidores públicos para entorpecer la 
actuación de la autoridad y evitar el ejercicio de sus atribuciones; de ahí 
que si la mencionada calificativa es aplicable a los delitos que atentan 
contra la integridad física de los agentes de autoridad, resulta evidente 
que puede aplicarse al delito de lesiones contenido en el artículo 130 
del propio ordenamiento. 
 
 
Contradicción de tesis 126/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Quinto y Noveno, ambos en Materia Penal del 
Primer Circuito. 30 de septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Hizo suyo el asunto Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiocho de 
octubre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintinueve de 
octubre de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
HAGH*pmm 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   106/2009 
 
 

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA CIVIL. OPERA EN LA 
PRIMERA INSTANCIA, AUN CUANDO SE ENCUENTRE PENDIENTE 
LA EJECUCIÓN DE UNA DILIGENCIA JUDICIAL QUE IMPLIQUE LA 
NOTIFICACIÓN PERSONAL DE ALGUNA DE LAS PARTES, 
SIEMPRE QUE DURANTE UN AÑO EXISTA INACTIVIDAD 
PROCESAL DE ÉSTAS, NO DERIVADA DE FUERZA MAYOR 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIHUAHUA). De la interpretación 
sistemática y teleológica de los artículos 850 a 855 del Código de 
Procedimientos Civiles de dicha entidad, se concluye que cuando por 
más de un año exista inactividad procesal de las partes, que no derive 
de fuerza mayor, opera la caducidad de la instancia aunque se 
encuentre pendiente de ejecutar una diligencia judicial –cuya realización 
sea deber del órgano jurisdiccional– que implique la notificación 
personal de alguna de las partes, en virtud de que dicha caducidad 
procede como consecuencia del incumplimiento de la carga del impulso 
procesal, establecida por igual para las partes contendientes, con la 
finalidad de que los juicios no queden pendientes indefinidamente. En 
efecto, si bien es cierto que el deber de administrar justicia pronta y 
expedita corresponde al órgano jurisdiccional, también lo es que 
tratándose de juicios en los cuales rige el principio dispositivo, es decir, 
aquellos en que se ventilan derechos particulares y, por ende, 
disponibles, la carga del impulso procesal se atribuye a las partes; de 
manera que el deber del juez, que incluye practicar las diligencias 
judiciales a que se encuentra constreñido, es distinto de la obligación de 
las partes contendientes en el procedimiento, consistente en abstenerse 
de abandonar la instancia, pues ésta redunda en beneficio de los 
intereses de quien debe cumplirla, por lo que las consecuencias 
jurídicas en ambos supuestos son distintas. Así, cuando rija el principio 
dispositivo, el resultado que pudiera generarse por el incumplimiento del 
deber del juzgador no es obstáculo para que se decrete la caducidad de 
la instancia, en el entendido de que en cada caso habrá de 
determinarse la aplicación del indicado principio que, por regla general, 
opera en los procedimientos del orden civil. 
 
 
Contradicción de tesis 55/2009. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado del Décimo Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito. 
30 de septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José 
de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiocho de 
octubre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintinueve de 
octubre de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
HAGH*pmm 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  107/2009 
 
 
 

TÍTULOS DE CRÉDITO. LA EXCEPCIÓN DE PAGO TOTAL O 
PARCIAL PUEDE ACREDITARSE CON OTROS MEDIOS DE 
PRUEBA PERMITIDOS EN LA LEY, DISTINTOS DEL PROPIO 
DOCUMENTO, DE LA ANOTACIÓN EN SU REVERSO DE LOS 
PAGOS PARCIALES EFECTUADOS O DE UN RECIBO QUE 
DEMUESTRE SU LIQUIDACIÓN. Conforme a los artículos 129 y 130 
de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, el pago de un 
título ejecutivo debe hacerse precisamente contra su entrega y los 
abonos parciales realizados deben anotarse en el documento crediticio; 
sin embargo, ello no es obstáculo para que en un juicio ejecutivo 
mercantil, al contestar la demanda, el deudor acredite la excepción de 
pago total o parcial del documento con otros medios de prueba distintos 
a él, a la anotación en su reverso de los pagos parciales efectuados o a 
un recibo que demuestre su liquidación, pues acorde con el artículo 
1194 del Código de Comercio, la dilación probatoria concedida en estos 
juicios es para desvirtuar dichos títulos, es decir, para que el 
demandado justifique sus excepciones. Lo anterior es así, porque si 
bien un título de crédito es una prueba preconstituida de la acción, lo 
cual significa que por el solo hecho de que ésta se funde en ese 
documento es innecesario demostrar su procedencia o la relación 
causal que le dio origen, ello no implica que sea una prueba 
preconstituida del adeudo o que éste no se haya pagado. Además, en 
términos del artículo 1205 del citado Código, son admisibles como 
medios probatorios todos los elementos que puedan producir convicción 
en el ánimo del juzgador acerca de los hechos controvertidos o 
dudosos; de manera que la confesión judicial expresa hace prueba 
plena y tiene el alcance suficiente para acreditar el pago total o parcial 
del documento crediticio cuando concurren las circunstancias de haber 
sido hecha por persona capaz de obligarse con pleno conocimiento, sin 
coacción ni violencia, respecto de un hecho propio y concerniente al 
negocio, y conforme a las formalidades de ley (capítulo XIII del Código 
de Comercio), sobre todo porque esta prueba no pierde valor sólo por 
estar frente a otra preconstituida, ya que, se reitera, ésta es en relación 
con la acción y no con el adeudo. Asimismo, una vez satisfechos los 
requisitos previstos en el artículo 1302 del Código aludido, la prueba 
testimonial constituirá un indicio al que, adminiculado con otras 
probanzas, el juez podrá otorgar validez probatoria para acreditar el 
dicho del deudor en el sentido de que pagó al acreedor total o 
parcialmente un título de crédito.  
 
 
Contradicción de tesis 136/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito. 30 de 
septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 



 

la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiocho de 
octubre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintinueve de 
octubre de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  108/2009 
 
 
 

ROBO CONTRA TRANSEÚNTE. LA AGRAVANTE PREVISTA EN LA 
FRACCIÓN IX DEL ARTÍCULO 224 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 
DISTRITO FEDERAL, SE ACTUALIZA CUANDO LA VÍCTIMA SE 
ENCUENTRA EN UN LUGAR TRANSITORIAMENTE O PASA POR 
ÉL, Y NO CUANDO ESTÁ DONDE DESARROLLA SU JORNADA 
LABORAL, AUNQUE SE TRATE DE UN ESPACIO ABIERTO QUE 
PERMITA EL ACCESO AL PÚBLICO. De la exposición de motivos que 
originó la calificativa prevista en la fracción IX del artículo 224 del 
Código Penal para el Distrito Federal se advierte que la finalidad del 
legislador fue castigar con mayor severidad el alto índice de robos 
cometidos contra transeúntes, por ser uno de los ilícitos perpetrados 
con mayor frecuencia en la entidad. Así, el indicado precepto define al 
transeúnte como quien se encuentra en la vía pública o en espacios 
abiertos que permiten el acceso al público. En ese sentido y tomando 
en cuenta que el significado gramatical del término “transeúnte” indica 
una temporalidad limitada de la estancia de una persona en 
determinado lugar, se concluye que la indicada agravante se actualiza 
cuando la víctima o sujeto pasivo del delito se encuentra en un lugar 
transitoriamente o pasa por él, es decir, por breve tiempo, pudiendo 
estar en movimiento o estático, y no cuando está donde desarrolla su 
jornada laboral, aunque se trate de un espacio abierto que permita el 
acceso al público, el cual, en términos del artículo 3o., fracción XI, de la 
Ley de Salvaguarda del Patrimonio Urbanístico Arquitectónico del 
Distrito Federal, es aquel lugar o sitio físico libre de una cubierta 
material, proyectado y construido por el hombre con algún fin 
específico, esto es, al aire libre pero con libre acceso al público. 
 
 
Contradicción de tesis 249/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Cuarto, Sexto y Noveno, todos en Materia Penal 
del Primer Circuito. 30 de septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro 
votos.  Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiocho de 
octubre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintinueve de 
octubre de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 



 

 
TESIS  JURISPRUDENCIAL   109/2009 

 
 

TÍTULOS DE CRÉDITO. LA PRESENTACIÓN DEL TÍTULO 
SUSCRITO POR EL DEMANDADO, ADMINICULADO CON SU 
CONFESIÓN EN EL SENTIDO DE QUE LO SUSCRIBIÓ, Y LA 
NARRACIÓN DE LA RELACIÓN CAUSAL SUBYACENTE EN LA 
DEMANDA, DESPUÉS DE PRESCRITA LA ACCIÓN CAMBIARIA 
DIRECTA, SON INSUFICIENTES PARA PROBAR LA ACCIÓN 
CAUSAL. La acción causal a que se refiere el artículo 168 de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito, que subsiste después de 
prescrita la acción cambiaria directa, es aquella que eventualmente 
puede derivar de la relación causal que subyace a la suscripción del 
título de crédito, por lo que el juicio en que se ejercite dicha acción se 
regirá por las normas aplicables a la naturaleza de la acción de que se 
trate, en tanto que puede ser cualquiera que tutele el derecho que 
pretende reclamarse. Así, el actor debe probar en el juicio su acción, es 
decir, narrar y demostrar los hechos cuya actualización, en su concepto, 
dieron origen a la relación causal, a fin de que el juez los valore y les 
atribuya la calidad y consecuencias jurídicas que en derecho procedan. 
Por ello y en virtud de que para probar la acción causal debe 
acreditarse la existencia de la relación causal, que es distinta e 
independiente del título de crédito, se concluye que la presentación del 
título suscrito por el demandado, adminiculado con su confesión en el 
sentido de que lo suscribió, y la narración de la relación causal 
subyacente en la demanda, después de prescrita la acción cambiaria 
directa, son insuficientes para probar la acción causal, pues si bien tales 
probanzas pueden demostrar que existió la obligación cambiaria, no 
prueban la existencia de la distinta obligación cuya fuente es la relación 
causal subyacente en esa relación cambiaria. En efecto, el hecho de 
que determinada prueba, por sus características formales o de 
elaboración, es decir, por su continente, pueda producir valor probatorio 
pleno para demostrar hechos en general, no significa que, por su 
contenido, sea apta para acreditar los hechos que afirma su oferente; 
de ahí que en el supuesto referido el alcance probatorio tanto del título 
de crédito como de la confesión judicial se limita a demostrar la 
existencia de la obligación cambiaria extinguida por prescripción, e 
incluso indiciariamente pueden demostrar que el actor, de buena fe, 
pretende hacer valer la acción derivada de la relación causal 
subyacente a la suscripción del título, pero con ello no se demuestra 
que los hechos narrados sean ciertos, y mucho menos que merezcan la 
valoración jurídica que hace procedente la acción, pues tal extremo no 
es consecuencia ordinaria del hecho conocido demostrado. Además, no 
es jurídicamente válido revertir la carga probatoria en perjuicio del 
demandado para que, en su caso, demuestre no solamente lo que 
argumenta en sus excepciones o defensas, sino la verdadera 
naturaleza de la relación causal en que se sustenta la demanda, pues 
ello, además de implicar una indebida carga probatoria, puede 
desvirtuar la naturaleza del juicio entablado en su contra, que debe 
tramitarse en la vía y con los requisitos correspondientes a la naturaleza 
de la acción causal. 
 
 
Contradicción de tesis 10/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos en Materia Civil del 



 

Primer Circuito. 07 de octubre de 2009. Mayoría de tres votos. 
Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López 
Figueroa. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiocho de 
octubre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintinueve de 
octubre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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DIVORCIO. PARA FIJAR EL MONTO DE LA INDEMNIZACIÓN A 
QUE ALUDE EL ARTÍCULO 289 BIS DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 
DISTRITO FEDERAL VIGENTE HASTA EL 3 DE OCTUBRE DE 2008, 
NO ES JURÍDICAMENTE VÁLIDO APLICAR EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD QUE RIGE EN MATERIA DE ALIMENTOS. El 
citado artículo –cuyo contenido esencial se insertó en la fracción VI del 
numeral 267 del propio Código- dispone que los cónyuges que decidan 
disolver el vínculo matrimonial tienen derecho a reclamar de su 
contraparte el pago de una indemnización de hasta el 50% del valor de 
los bienes que éste haya adquirido durante el matrimonio. Ahora bien, 
ese derecho no debe otorgarse arbitrariamente, sino previo 
cumplimiento de las condiciones legales respectivas y atendiendo a las  
circunstancias especiales de cada caso. En ese tenor y tomando en 
cuenta que la mencionada compensación económica y la pensión 
alimenticia son figuras jurídicas divergentes entre sí que no pueden 
equipararse, resulta evidente que para fijar el monto de aquélla no es 
dable aplicar el principio de proporcionalidad que rige en materia de 
alimentos, contenido en el artículo 311 del Código Civil para el Distrito 
Federal. En efecto, ambas figuras, además de perseguir fines distintos, 
presentan diferencias sustanciales tanto en su naturaleza jurídica como 
en sus características particulares; siendo la principal diferencia, que la 
pensión alimenticia es objeto de una obligación destinada a satisfacer 
las necesidades del acreedor, que se otorga en forma periódica, 
temporal o vitalicia, y puede comprender todas las diversas 
prestaciones necesarias para la satisfacción de las necesidades del 
acreedor; mientras que la compensación económica en análisis, se 
entiende basada en la función social y familiar de la propiedad sobre los 
bienes de los cónyuges, y su relación con las prestaciones económicas 
consistentes en el trabajo del hogar y el cuidado de los hijos, que 
persigue como finalidad componer el desequilibrio económico suscitado 
en los patrimonios de ambos cónyuges, con base en un criterio de 
justicia distributiva. Así, cuando el juzgador determine la procedencia 
del pago de la indemnización, al fijar su monto no aplicará el referido 
principio de proporcionalidad, pues la compensación de que se trata no 
tiene que guardar una proporción entre la capacidad económica de un 
cónyuge y las necesidades del otro, pues se basa en otros elementos y 
se persigue distinta finalidad, sino que deberá allegarse los elementos 
necesarios para calcularlo, de manera que se logre una justa 
distribución de los bienes en función del desequilibrio que pueda 
producirse por el hecho de que uno de ellos se haya dedicado 
preponderantemente al cuidado del hogar y en su caso de los hijos. 
 
 
Contradicción de tesis 39/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Séptimo, ambos en Materia Civil del 
Primer Circuito. 07 de octubre de 2009. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiocho de 
octubre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintinueve de 
octubre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   111/2009 
 
 
 

ACTO DERIVADO DE OTRO CONSENTIDO. NO LO CONSTITUYE 
LA SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA CUANDO EL RECURSO 
LO INTERPONE PERSONA DIVERSA AL QUEJOSO EN EL JUICIO 
DE AMPARO. La resolución dictada en segunda instancia que confirma 
o modifica en parte a la recurrida, no constituye un acto derivado de 
otro consentido cuando el recurso lo interpone persona diversa al 
quejoso en el juicio de amparo, en virtud de que, por un lado, dicha 
resolución no siempre es una consecuencia necesaria y directa de la 
primera y, por otro, porque para determinar que un acto es derivado de 
otro consentido es indispensable estudiar los conceptos de violación 
esgrimidos en la demanda de amparo a efecto de verificar si las 
consideraciones impugnadas fueron adoptadas desde el primer fallo o 
en el de segundo grado, que constituye el acto reclamado. De manera 
que la falta de impugnación de la sentencia primigenia no conduce a la 
improcedencia del juicio de garantías sino, en su caso, a la inoperancia 
de los conceptos de violación hechos valer respecto de consideraciones 
sustentadas en el fallo de primera instancia, por no reclamarse 
mediante el recurso ordinario correspondiente, por parte del quejoso. 
En efecto, mediante el análisis de los conceptos de violación aducidos 
puede determinarse si efectivamente la sentencia de segunda instancia 
que se reclama, depara o no un mayor o diverso perjuicio al peticionario 
de garantías que la sentencia de primera instancia en contra de la cual 
no interpuso el recurso ordinario, toda vez que el juzgador estará en 
aptitud de analizar el acto reclamado a la luz de los conceptos de 
violación y determinar si los argumentos vertidos en ellos se refieren a 
cuestiones relativas a la sentencia primigenia, o bien, si la resolución 
dictada en el recurso ordinario contiene una consideración diversa que 
causa perjuicio al quejoso, la cual es susceptible de análisis en el 
amparo por no haber sido consentida por aquél. 
 
 
Contradicción de tesis 18/2009. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Primer 
Tribunal Colegiado del Noveno Circuito y el Décimo Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 07 de octubre de 2009. 
Mayoría de de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Rosaura Rivera Salcedo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiocho de 
octubre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintinueve de 
octubre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES.  CON 
BASE EN EL DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL CATORCE DE AGOSTO DE DOS MIL NUEVE, 
POR EL QUE SE MODIFICÓ EL RÉGIMEN TRANSITORIO DE LA 
REFORMA CONSTITUCIONAL AL ARTÍCULO 18 CONSTITUCIONAL 
DE DICIEMBRE DE 2005, CABE RECONOCER CONSTITUCIONAL Y 
TRANSITORIAMENTE COMPETENCIA A LOS ÓRGANOS 
PREEXISTENTES A LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE DOS MIL 
CINCO PARA JUZGAR LOS ILÍCITOS COMETIDOS POR 
ADOLESCENTES. Conforme a lo sostenido por el Pleno de la Suprema 
Corte al resolver la Acción de inconstitucionalidad 37/2006, que resultó 
plasmado en las tesis de jurisprudencia de número y rubro: P./J. 
80/2008, “SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PARA 
ADOLESCENTES. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN "INDEPENDENCIA" 
CONTENIDA EN EL SEXTO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 18 DE LA 
CONSTITUCIÓN (DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN DEL 12 DE 
DICIEMBRE DE 2005).”, P./J. 71/2008, “SISTEMA INTEGRAL DE 
JUSTICIA PARA ADOLESCENTES. LOS TRIBUNALES 
ESPECIALIZADOS RELATIVOS DEBEN PERTENECER AL PODER 
JUDICIAL DEL ESTADO MEXICANO.”, y P./J. 72/2008, “SISTEMA 
INTEGRAL DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES. LA 
CIRCUNSTANCIA DE QUE LAS LEGISLATURAS LOCALES NO 
HAYAN CREADO ANTES DEL 12 DE SEPTIEMBRE DE 2006 LAS 
LEYES, INSTITUCIONES Y ÓRGANOS PARA LA APLICACIÓN DEL 
DECRETO DE REFORMA AL ARTÍCULO 18 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS DE DICIEMBRE 
DE 2005, CONFIGURA UNA VIOLACIÓN CONSTITUCIONAL POR 
ACTUALIZARSE UNA OMISIÓN LEGISLATIVA.”; así como en lo 
sostenido por esta Primera Sala al resolver la contradicción de tesis 
44/2007-PS, de la que derivó la tesis de jurisprudencia 25/2008 de esta 
Primera Sala, de rubro “DELITOS FEDERALES COMETIDOS POR 
ADOLESCENTES, MENORES DE DIECIOCHO Y MAYORES DE 
DOCE AÑOS DE EDAD. SON COMPETENTES LOS JUZGADOS DE 
MENORES DEL FUERO COMÚN (RÉGIMEN DE TRANSICIÓN 
CONSTITUCIONAL).”, la reforma constitucional al artículo 18, publicada 
en el Diario Oficial de la Federación, el doce de diciembre de dos mil 
cinco, en materia de justicia de menores, estableció a favor de los 
adolescentes el derecho de ser juzgados por una autoridad 
independiente, de tipo jurisdiccional, inscrita dentro de los poderes 
judiciales; derecho correlativo al deber impuesto por el Poder 
Reformador de adecuar en determinado lapso las instituciones 
burocráticas correspondientes para ello. Este derecho, como se explicó 
en las resoluciones de que derivaron los criterios jurisprudenciales 
aludidos, en términos del régimen transitorio de la reforma 
constitucional entonces establecido, era exigible una vez llegada la 
fecha máxima otorgada por el Poder Reformador para tal efecto, que 
resultaba ser el doce de septiembre de dos mil seis. Sin embargo, el 
catorce de agosto de dos mil nueve, se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación reforma a los artículos transitorios de la reforma al artículo 
18 constitucional de doce de diciembre de dos mil cinco, entrando en 
vigor al día siguiente de su publicación. Esta reforma agregó un 



 

segundo párrafo al artículo segundo transitorio de la reforma de dos mil 
cinco, e introdujo un tercer artículo transitorio, modificando así de 
manera importante el régimen de la transición. En estas modificaciones, 
el Poder Reformador estableció condicionantes distintas que inciden en 
lo relativo a la exigibilidad del derecho de los adolescentes de ser 
juzgados por órganos jurisdiccionales independientes y especializados. 
A partir de estos nuevos términos, es procedente ahora reconocer 
constitucionalmente competencia a los órganos preexistentes a la 
reforma constitucional de dos mil cinco, para juzgar los ilícitos 
cometidos por adolescentes, y lo serán hasta en tanto la legislación de 
cada orden jurídico se haya reformado con motivo de la reforma 
constitucional en la materia de 2005 y, además, se hayan puesto en 
funcionamiento las nuevas estructuras burocráticas correspondientes, 
con la correspondiente remisión de los asuntos a que haya lugar.  
 
Contradicción de tesis 31/2008-PL. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Quinto en Materia Penal del Primer 
Circuito. 07 de octubre de 2009. Cinco votos. Ponente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Secretaria: María Amparo Hernández Chong Cuy. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiocho de 
octubre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintinueve de 
octubre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  113/2009 
 
 
 

DELITOS FEDERALES COMETIDOS POR ADOLESCENTES, 
MENORES DE DIECIOCHO Y MAYORES DE DOCE AÑOS DE EDAD. 
SON COMPETENTES LOS JUZGADOS DEL FUERO COMÚN 
ESPECIALIZADOS EN JUSTICIA INTEGRAL DE MENORES 
(RÉGIMEN DE TRANSICIÓN CONSTITUCIONAL). Conforme a la 
reforma del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 12 de 
diciembre de 2005, y atento a la interpretación del Tribunal en Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre la instauración de 
sistemas de justicia integral para adolescentes en cada orden de 
gobierno (federal y locales o doble fuero), el reconocimiento del carácter 
penal especial de la materia y particularmente su especialización, los 
menores que cometen delitos deben ser juzgados por una autoridad 
jurisdiccional facultada para actuar en esa específica materia, pues no 
basta tener competencia genérica en materia penal. Lo anterior debe 
relacionarse con los artículos 73, fracción XXI, y 104, fracción I, 
constitucionales, según los cuales los órganos de justicia federal son 
competentes para conocer de los delitos en los términos que 
establezcan las leyes federales, mientras que con base en el artículo 
124 constitucional, lo no especificado será competencia del fuero 
común. Ahora bien, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, en sus artículos 48 y 50 otorga competencia penal genérica 
(no específica) a los jueces federales, por lo cual no es apta para 
adscribir competencia a los juzgados federales (mixtos o penales) 
tratándose de delitos federales cometidos por adolescentes y, por su 
parte, el artículo 4o. de la Ley para el Tratamiento de Menores 
Infractores, para el Distrito Federal en Materia Común y para toda la 
República en Materia Federal, no brinda una solución afín al texto y 
propósito de la indicada reforma constitucional. Sin embargo, el artículo 
500 del Código Federal de Procedimientos Penales, al establecer 
expresamente, por regla general, competencia en favor de los 
tribunales de menores que haya en cada entidad federativa, otorga la 
solución más acorde con la mencionada reforma (y particularmente con 
su régimen transitorio), de manera que ha de estarse a esta regla que 
brinda más eficacia a la Constitución General de la República, en tanto 
que permite a los adolescentes ejercer su derecho constitucional a ser 
juzgados por jueces independientes y especializados en materia de 
justicia juvenil. Consecuentemente, son los juzgados del fuero común 
especializados en justicia integral de menores, y no los jueces de 
distrito mixtos o penales, los competentes para conocer de los delitos 
federales cometidos por adolescentes menores de dieciocho y mayores 
de doce años de edad, durante el periodo de transición derivado de la 
reforma constitucional del 12 de diciembre de 2005 y hasta que se 
implemente el sistema integral de justicia para adolescentes en el orden 
federal.  
 
 
Contradicción de tesis 32/2008-PL. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Penal del 
Tercer Circuito. 07 de octubre de 2009. Cinco votos. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: María Amparo Hernández Chong 
Cuy. 



 

 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiocho de 
octubre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintinueve de 
octubre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  114/2009 
 
 
 

OFENDIDO O VÍCTIMA DEL DELITO. PUEDEN ACUDIR AL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO CON EL CARÁCTER DE TERCERO 
PERJUDICADO CUANDO EL ACTO RECLAMADO AFECTE EN LOS 
HECHOS A LA REPARACIÓN DEL DAÑO, AUNQUE NO SE 
REFIERA DIRECTAMENTE A ELLA. Del proceso legislativo que 
modificó al artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos para incluir un apartado relativo a las garantías de la víctima 
o del ofendido, se advierte claramente la intención del Poder Revisor de 
la Constitución de mejorar su situación jurídica y afianzar su 
participación en el procedimiento penal, principalmente para obtener la 
reparación del daño que le haya causado el hecho típico. Por otro lado, 
conforme a los artículos 5o., fracción III, inciso b), y 10, fracción II, de la 
Ley de Amparo, la víctima o el ofendido pueden participar en el juicio de 
amparo; sin embargo, condicionan tal posibilidad al hecho de que sólo 
se trate de actos vinculados directamente con la reparación del daño, lo 
cual puede hacer nugatoria la indicada garantía constitucional, ya que 
existen múltiples actos procesales que aun cuando no afectan 
directamente esa figura reparatoria –en tanto que no importan un 
pronunciamiento al respecto– sí implican que, de facto, la reparación no 
ocurra, con lo cual sí se les puede relacionar en forma inmediata con tal 
cuestión. En consecuencia, tanto el ofendido como la víctima del delito 
pueden acudir al juicio de amparo indirecto con el carácter de tercero 
perjudicado cuando el acto reclamado afecte en los hechos la 
reparación del daño, aunque no se refiera a ella directamente. 
 
 
Contradicción de tesis 146/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el 
Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 21 de 
octubre de 2009. Mayoría de tres votos. Disidentes: José de Jesús 
Gudiño Pelayo y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Ávila Ornelas. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiocho de 
octubre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintinueve de 
octubre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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DIVORCIO POR SEPARACIÓN DE LOS CÓNYUGES POR MÁS DE 
DOS AÑOS. NO EXISTE APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA 
FRACCIÓN XIX DEL ARTÍCULO 267 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 
ESTADO DE NUEVO LEÓN CUANDO LA SEPARACIÓN OCURRIÓ 
ANTES DE LA ENTRADA EN VIGOR DE DICHO PRECEPTO. 
Conforme a la teoría de los componentes de la norma, admitida por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación para dirimir cuestiones de 
retroactividad, se concluye que no existe aplicación retroactiva de la 
fracción XIX del artículo 267 del Código Civil para el Estado de Nuevo 
León, en vigor a partir del 31 de enero de 2005, cuando la separación 
de los cónyuges ocurrió antes de la entrada en vigor de dicha 
disposición legal, si la separación continúa al entrar en vigor la norma 
mencionada y se cumple el plazo previsto para ello, en términos del 
artículo segundo transitorio del decreto que adicionó la citada fracción 
(publicado en el periódico oficial de la entidad el 8 de diciembre de 
2004), porque aquel precepto no afecta situaciones ocurridas con 
anterioridad a su vigencia, sino que regula una situación existente al 
momento de su entrada en vigor y que se prolonga en el tiempo. En 
efecto, aun cuando la separación de los cónyuges (que es el supuesto 
de la causal de divorcio) suceda incluso antes de la creación de la 
señalada fracción, esa separación continúa ya que se da día con día, 
de ahí que el hecho de que haya comenzado antes del inicio de la 
vigencia de la fracción que prevé la causal de divorcio relativa no 
implica su aplicación retroactiva. 
 
 
Contradicción de tesis 147/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Civil del 
Cuarto Circuito. 21 de octubre de 2009. Cinco votos. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosaura Rivera 
Salcedo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiocho de 
octubre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintinueve de 
octubre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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DIVORCIO POR SEPARACIÓN DE LOS CÓNYUGES POR MÁS DE 
DOS AÑOS. EL HECHO DE QUE SE TOME COMO INICIO DEL 
CÓMPUTO DEL TÉRMINO RELATIVO EL DÍA EN QUE ENTRÓ EN 
VIGOR LA FRACCIÓN XIX DEL ARTÍCULO 267 DEL CÓDIGO CIVIL 
PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN Y NO LA FECHA SEÑALADA 
EN LA DEMANDA, NO CONSTITUYE UNA VARIACIÓN DE LA LITIS. 
La circunstancia de que el órgano jurisdiccional inicie el cómputo del 
término de los dos años a que se refiere la citada fracción a partir del 
día en que ésta entró en vigor (31 de enero de 2005) y no desde la 
fecha señalada en la demanda, no constituye una variación de la litis, 
toda vez que la fecha de la separación de los cónyuges no cambia, sino 
que sólo se toma en cuenta la entrada en vigor de la indicada fracción 
XIX, en acatamiento al artículo segundo transitorio del decreto de 
adición respectivo (publicado en el periódico oficial de la entidad el 8 de 
diciembre de 2004), y para el único efecto del cálculo de los años a que 
alude dicho numeral. Así, el órgano jurisdiccional no altera los hechos 
narrados en la demanda ni deja en estado de indefensión al 
demandado, sino que aplica el derecho conforme a lo argumentado por 
el actor y en acatamiento al artículo transitorio mencionado para 
determinar la procedencia de la aludida causal de divorcio.  
 
 
Contradicción de tesis 147/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Civil del 
Cuarto Circuito. 21 de octubre de 2009. Cinco votos. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosaura Rivera 
Salcedo. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   117/2009 
 
 

AVERIGUACIÓN PREVIA. PROCEDE QUE EL MINISTERIO 
PÚBLICO EXPIDA COPIAS DE LAS CONSTANCIAS DE LAS 
ACTUACIONES, REGISTROS O DICTÁMENES QUE LA INTEGREN 
Y OBREN EN SU PODER, A SOLICITUD DEL INCULPADO O DE SU 
DEFENSOR, CUANDO EL INDICIADO HAYA COMPARECIDO ANTE 
ESA AUTORIDAD Y SE RESERVE SU DERECHO A DECLARAR 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 44 DE LA LEY ORGÁNICA DE 
LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE 
PUEBLA, VIGENTE HASTA EL 15 DE JULIO DE 2009). Las 
fracciones VII y IX, en relación con la diversa X, último párrafo, apartado 
A, del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, prevén en beneficio de 
todo inculpado sujeto a proceso penal el derecho a una defensa 
adecuada, lo cual implica que se le faciliten los datos que consten en él 
y que requiera para defenderse, así como que cuente con un perito en 
derecho para que lo defienda eficaz y eficientemente; garantía que se 
amplió a la etapa de averiguación previa, aunque limitándola a los 
términos y requisitos que establezcan las leyes secundarias; de ahí que 
los datos que han de proporcionarse al indiciado para su defensa 
deberán ser acordes con lo dispuesto en las leyes procesales. Ahora 
bien, el artículo 44 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Puebla, vigente hasta el 15 de julio de 2009, 
establece que se expedirán constancias de las actuaciones, registros o 
dictámenes que obren en poder del Ministerio Público, entre otros 
casos, por solicitud del inculpado o su defensor, cuando ya conste en 
actuaciones la declaración del inculpado, siempre que resulten 
indispensables para el ejercicio de un derecho o cumplimiento de 
obligaciones previstas por la Ley y no entorpezca la investigación de los 
hechos. En ese sentido, procede que la autoridad ministerial expida 
copias de las referidas constancias a solicitud del inculpado o de su 
defensor cuando el indiciado se presente o comparezca ante el 
Ministerio Público, se le hagan saber sus derechos y en relación con los 
hechos imputados aquél manifieste que se reserva su derecho a 
declarar, en virtud de que lo hará por escrito. Ello es así, toda vez que 
la diligencia en la que el probable responsable expresa que se reserva 
su derecho a declarar –y que ocurre en presencia de su defensor y del 
Ministerio Público–, debe considerarse como “la declaración” a que se 
refiere el citado artículo 44, el cual, además, no puntualiza que 
necesaria e ineludiblemente ésta deba versar sobre los hechos 
imputados. Sostener lo contrario implicaría obligar al inculpado a 
declarar, soslayando la garantía contenida en el referido artículo 20, 
apartado A, fracción II, constitucional, que le permite abstenerse de 
hacerlo. 
 
 
Contradicción de tesis 292/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Penal del 
Sexto Circuito. 21 de octubre de 2009. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  118/2009 
 
 
 

DIVORCIO NECESARIO. EL ALLANAMIENTO DEL DEMANDADO 
RELEVA AL ACCIONANTE DE LA CARGA DE LA PRUEBA 
RESPECTO DE LOS HECHOS FUNDATORIOS DE LA PRETENSIÓN, 
SIEMPRE QUE NO SE REFIERA A DERECHOS DE TERCEROS O 
IRRENUNCIABLES Y NO SEA EVIDENTE UN FRAUDE A LA LEY 
(LEGISLACIÓN PROCESAL CIVIL DEL ESTADO DE JALISCO). El 
allanamiento previsto en el artículo 282 del Código de Procedimientos 
Civiles del Estado de Jalisco constituye una actitud autocompositiva que 
implica el sometimiento incondicional por parte de quien resiste en el 
proceso a las pretensiones del accionante, en relación con derechos 
renunciables, que lleva implícita la admisión de la exactitud de los 
hechos, por lo que su efecto lógico es eximir de la prueba y, por regla 
general, que el juez tenga que aceptarlos sin exigir probanza directa. 
Sin embargo, el allanamiento no presupone necesariamente el 
reconocimiento de la procedencia de la acción intentada, pues como 
sólo puede referirse a derechos privados renunciables, no es admisible 
tratándose de derechos de terceros, irrenunciables o de cuestiones de 
orden público o que puedan fundar una condena a prestación imposible 
o contraria a las buenas costumbres; o cuando el juez disponga de 
elementos suficientes para considerar que está en presencia de un 
proceso simulado o resulte un hecho impeditivo o extintivo que pueda 
declararse de oficio. Ahora bien, dado que las normas del 
procedimiento relativo al divorcio son de orden público, existiendo 
consentimiento de los cónyuges en la disolución de su matrimonio, 
deben solicitarlo conforme a las reglas procesales del divorcio 
voluntario, no pudiendo válidamente allanarse uno a la demanda del 
otro, sustentada en una causal inexistente, ya que ello constituye un 
fraude a la ley procesal, en la medida en que pretenden violarse las 
disposiciones aplicables a los divorcios voluntarios, sin cumplimentar 
los aspectos y garantías establecidos en beneficio de los cónyuges y de 
sus hijos, y evitar la intervención forzosa del representante de la 
Procuraduría Social en este tipo de divorcios. No obstante, del solo 
allanamiento a una acción de divorcio necesario no puede deducirse el 
consentimiento de los cónyuges en cuanto a la disolución del vínculo 
matrimonial ni la intención de cometer un fraude a la ley, sino que éste 
debe hallarse, en su caso, en pruebas que lo tornen evidente y que 
demuestren la deliberada intención de los cónyuges de eludir la 
aplicación de las reglas del divorcio voluntario. En ese sentido, se 
concluye que en los juicios de divorcio necesario el allanamiento del 
demandado releva al accionante de la carga de la prueba respecto de 
los hechos fundatorios de la pretensión, siempre que no se refiera a 
derechos de terceros o irrenunciables, y no sea evidente un fraude a la 
ley; de ahí que dicho allanamiento será suficiente para decretar el 
divorcio; máxime que el citado artículo 282 no establece alguna 
excepción en materia de pruebas para los juicios de divorcio. 
 
 
Contradicción de tesis 239/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Quinto, ambos en Materia Civil del 
Tercer Circuito. 21 de octubre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas.  
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  119/2009 
 
 
 

SUCESIÓN DE LOS SOBRINOS DEL AUTOR DE LA HERENCIA. EL 
TÉRMINO “PREMUERTO” CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 1565 DEL 
CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE VERACRUZ DEBE 
ENTENDERSE REFERIDO A QUIEN FALLECIÓ ANTES QUE EL 
AUTOR DE LA SUCESIÓN. El citado artículo, al establecer que si 
concurren a una sucesión hermanos con sobrinos, hijos de hermanos o 
de medios hermanos premuertos, los primeros heredarán por cabezas y 
los segundos por estirpes, alude a una forma de heredar por 
representación o sustitución, pues estos últimos heredan en lugar de 
sus progenitores premuertos, como si éstos no hubiesen existido, y no 
por derecho propio o transmisión. Ahora bien, el indicado término 
“premuerto” debe entenderse referido a quien falleció antes que el autor 
de la sucesión; de manera que para que los sobrinos que concurran a la 
herencia conjuntamente con los hermanos o medios hermanos del de 
cujus tengan derecho a heredar, es necesario que sean hijos de otro 
hermano que falleció antes de concurrir a deducir sus derechos. Ello es 
así, en primer lugar, atento a que el participio pasivo irregular de 
“premorir”, significa morir una persona antes que otra y, en segundo, 
porque además de que el legislador sólo establece el derecho a heredar 
en línea colateral a los sobrinos cuyo padre o madre han fallecido con 
anterioridad al autor de la sucesión, el mencionado artículo 1565 prevé 
un derecho a heredar por representación en donde no son aplicables 
las reglas de la transmisión, por lo que tal derecho no podría 
actualizarse si el hermano falleciera después del autor de la sucesión. 
Esto es, el derecho de representación presupone el hecho de la 
premorencia del representado al causante, lo cual significa que debe 
haber fallecido antes de la apertura de la sucesión, pues la causa de 
ese derecho radica en la inexistencia de la persona que habría de vivir 
al tiempo de la delación, inversamente al derecho de transmisión, en 
que la causa obedece a que una persona ha existido al tiempo de la 
delación pero ha fallecido antes de aceptar la herencia deferida, pues si 
falleciera después, como titular del llamamiento, transmitiría el derecho 
de opción a sus propios herederos, quienes en tal caso tendrían 
llamamiento directo a su sucesión.  
 
Contradicción de tesis 197/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Civil del 
Séptimo Circuito. 26 de agosto de 2009. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Hizo suyo el proyecto: Juan N. 
Silva Meza. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario Adjunto: 
José Álvaro Vargas Ornelas. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiocho de 
octubre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintinueve de 
octubre de dos mil nueve.- Doy fe. 
HAGH*pmm 

 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  120/2009 
 
 

DOCUMENTO BASE DE LA ACCIÓN. SU DESECHAMIENTO ES 
IMPUGNABLE A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. La 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido que, por regla 
general, el desechamiento de pruebas en el juicio civil es reclamable 
mediante juicio de amparo directo que se promueva contra la sentencia 
definitiva que se dicte en el juicio respectivo y, que esta regla general 
sufre una excepción cuando se está ante el supuesto en el que el 
desechamiento de las pruebas pueda tener una ejecución de imposible 
reparación, porque en tal caso, se estaría vulnerando una garantía 
individual que no es susceptible de repararse aunque la sentencia 
llegaré a ser favorable. En ese orden, se debe considerar que la 
naturaleza jurídica del documento que se exhibe como base de la 
acción en un juicio, es la de un documento probatorio con el que se 
pretende demostrar un hecho o acreditar un derecho y, en ese sentido, 
es dable concluir que su desechamiento no genera de manera 
inexorable la imposibilidad jurídica de que el juez resuelva el fondo del 
asunto sometido a sus consideración, pues la relación jurídica 
sustantiva existente entre las partes en un juicio civil no sólo es 
susceptible de ser acreditada con el documento base de la acción, ya 
que ésta puede quedar demostrada con el demás acervo probatorio; 
por ende, el acto que desecha el documento base de la acción no 
reviste la característica de ser un acto de imposible reparación y, siendo 
así, para su impugnación habrá de seguirse la regla general que 
estatuye que el desechamiento de las pruebas en el juicio civil 
constituye una violación reclamable mediante el juicio de amparo 
directo, sin que se actualice una excepción que haga procedente, de 
inmediato, el amparo en la vía indirecta. 
 
 
Contradicción de tesis 177/2009. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil (actualmente en Materias Penal y de 
Trabajo) del Séptimo Circuito. 28 de octubre de 2009. Mayoría de tres 
votos. Disidente Juan N. Silva Meza. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Hizo suyo el asunto Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús Antonio 
Sepúlveda Castro. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  121/2009 
 

AMPARO DIRECTO. PROCEDE QUE EN ÉL SE ANALICEN COMO 
VIOLACIONES AL PROCEDIMIENTO LAS COMETIDAS EN LA 
AVERIGUACIÓN PREVIA, CUANDO AFECTEN LAS GARANTÍAS 
CONTENIDAS EN LOS ARTÍCULOS 14 Y 20 DE LA CONSTITUCIÓN 
GENERAL DE LA REPÚBLICA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 160, 
FRACCIÓN XVII, DE LA LEY DE AMPARO. Acorde con las reformas al 
artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 3 de septiembre de 
1993 y el 3 de julio de 1996, además de ampliar el espectro de la 
garantía de defensa adecuada que debe operar en todo proceso penal, 
el Poder Reformador determinó que las garantías contenidas en las 
fracciones I, V, VII y IX de dicho precepto también se observarían 
durante la averiguación previa. Por tanto, para efectos de las garantías 
contenidas en el referido numeral, el juicio de orden penal incluye tanto 
la fase jurisdiccional (ante el juez) como la previa (ante el Ministerio 
Público); de ahí que algunas de las garantías antes reservadas para la 
etapa jurisdiccional, ahora deben observarse en la averiguación previa. 
En ese sentido, se concluye que es procedente que en el amparo 
directo se analicen como violaciones al procedimiento las cometidas en 
la averiguación previa, cuando afecten las garantías contenidas en los 
artículos 14 y 20 constitucionales, en términos del artículo 160, fracción 
XVII, de la Ley de Amparo, que establece como violaciones procesales 
los casos análogos precisados por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación o por los tribunales colegiados de circuito. Así, en tales 
supuestos pueden ubicarse las violaciones a las garantías observables 
en la averiguación previa, consistentes en la obtención de pruebas 
ilícitas, la negativa para facilitar los datos solicitados por la defensa y 
que consten en el proceso, así como la transgresión a la garantía de 
defensa adecuada, violaciones que no ameritarían la reposición del 
procedimiento sino la invalidez de la declaración obtenida en su 
perjuicio o de la prueba recabada ilegalmente, en atención a que su 
estudio necesariamente implicaría la interpretación directa de preceptos 
constitucionales; toda vez que el indicado artículo 160 tiene como 
finalidad reparar en el amparo directo las violaciones a las garantías 
individuales.  
 
 
Contradicción de tesis 68/2009. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo 
Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Segundo Circuito. 04 de noviembre de 2009. Mayoría de tres votos. 
Disidentes: Juan N. Silva Meza y Sergio A. Valls Hernández. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  122/2009 
 
 

APELACIÓN ADHESIVA. NO ES UN MEDIO ORDINARIO DE 
DEFENSA QUE DEBA INTERPONERSE PREVIAMENTE AL JUICIO 
DE AMPARO. Atento al principio de definitividad en el juicio de 
garantías, deben agotarse los recursos y medios ordinarios de defensa 
que la ley establezca dentro del procedimiento por virtud de los cuales 
puedan ser modificadas, revocadas o nulificadas las resoluciones 
judiciales que sean dictadas. Ello hace del amparo el ulterior medio de 
defensa para la protección de los derechos fundamentales ante los 
actos de autoridad que se consideren inconstitucionales. Así, para 
efectos del juicio de amparo un medio ordinario de defensa es todo 
aquel instrumento establecido dentro del procedimiento, es decir, en la 
ley que rija al acto reclamado, que tenga por objeto modificarlo, 
revocarlo o nulificarlo; como lo es el recurso de apelación principal, el 
cual puede ser interpuesto tanto por la parte vencida en juicio como por 
aquella a quien le fue favorable el fallo para pedir la confirmación de la 
sentencia, su modificación o revocación. En ese sentido y tomando en 
cuenta que el recurso de apelación adhesiva sólo tiene por objeto 
mejorar las consideraciones vertidas en la sentencia de primer instancia 
por considerarlas incorrectas o deficientes, resulta inconcuso que el 
recurso referido no es un medio ordinario de defensa que deba 
interponerse en su contra previamente al juicio de amparo, en atención 
al principio de definitividad.  
 
 
Contradicción de tesis 337/2009. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el 
Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. 04 de noviembre de 
2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola 
Mendoza. 
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dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  123/2009 
 
 

INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES DE ASISTENCIA FAMILIAR. 
REGLAS PARA LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL 
DERIVADA DE LA COMISIÓN DE ESE DELITO (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE CHIAPAS VIGENTE HASTA EL 8 DE ABRIL DE 1998). 
Conforme al artículo 139 del Código Penal para el Estado de Chiapas, 
vigente hasta el 8 de abril de 1998, el delito de incumplimiento de 
obligaciones de asistencia familiar sólo podrá perseguirse mediante 
querella del sujeto pasivo o de su legítimo representante y, a falta de 
éste, oficiosamente a instancia del Ministerio Público, en tanto se 
promueve la designación de un tutor especial; de manera que se 
establece una doble modalidad para la persecución de ese delito, lo 
cual incide en la forma en que se computarán los términos para su 
prescripción. En efecto, acorde con los artículos 103 y 105 del citado 
código, los términos para la prescripción de la acción penal serán 
continuos y comenzarán a computarse desde que cese el delito, en 
caso de que fuere continuado, y el plazo que debe transcurrir para 
decretar la prescripción de la acción penal será el previsto para la 
prescripción de la sanción corporal. Por su parte, el artículo 106 del 
código penal referido establece que tratándose de delitos perseguibles 
por querella, independientemente de que sean de ejecución continua o 
no, las reglas de prescripción serán las siguientes: si el sujeto pasivo 
tiene conocimiento del ilícito y ha identificado al sujeto activo, la acción 
prescribe en un año, pero si no concurren estas dos circunstancias, 
prescribirá en tres años. En ese sentido, se concluye que la acción 
penal derivada de la comisión del delito de incumplimiento de 
obligaciones de asistencia familiar previsto en el artículo 138 del Código 
Penal para el Estado de Chiapas, vigente hasta el 8 de abril de 1998, 
prescribirá: 1. respecto del sujeto pasivo o su legítimo representante, 
conforme al aludido artículo 106, es decir, en uno o en tres años, según 
sea el caso, y 2. en relación con la actuación oficiosa del Ministerio 
Público, a falta de legítimo representante, en términos de los 
mencionados artículos 103, 104 y 105, esto es, en el plazo previsto 
para la prescripción de la sanción corporal correspondiente, computado 
a partir de que cese la comisión del delito. 
 
 
Contradicción de tesis 286/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos del Vigésimo 
Circuito. 04 de noviembre de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 



 

Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de noviembre 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, doce de noviembre de 
dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  124/2009 
 
 

RECONOCIMIENTO DE INOCENCIA. PROCEDE SI CONTRA UNA 
MISMA PERSONA SE EMITEN DOS SENTENCIAS POR EL DELITO 
DE FAVORECIMIENTO DE EVASIÓN DE PRESOS O REOS, POR 
ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL FUERO COMÚN Y DEL 
FEDERAL (LEGISLACIÓN PENAL FEDERAL Y DEL ESTADO DE 
DURANGO). En términos del artículo 560, fracción V, del Código 
Federal de Procedimientos Penales y conforme al criterio sostenido por 
esta Sala, para que proceda el reconocimiento de inocencia se requiere 
ser condenado por los mismos hechos, que se trate del mismo delito y 
que las sentencias condenatorias se hayan dictado en juicios diversos, 
en cuyo caso prevalecerá la más benigna. Así, dicho reconocimiento 
procede cuando contra una misma persona se emiten dos sentencias 
por los mismos hechos y delito (favorecimiento de evasión de presos o 
reos), por órganos jurisdiccionales del fuero común y del federal, en 
virtud de que el primero de los aludidos requisitos se actualiza cuando 
el sujeto activo favorece la evasión de diversos presos o reos, algunos 
a disposición de las autoridades del fuero común y otros de las del fuero 
federal; de ahí que también se reúne el requisito relativo a que se haya 
dictado sentencia condenatoria en diversos juicios, pues tomando en 
cuenta los hechos y los resultados producidos por la conducta 
desplegada, en el caso intervienen tanto un juez del fuero común como 
uno del federal, quienes en los procedimientos respectivos dictan las 
sentencias correspondientes; y, finalmente, se surte el requisito 
consistente en que se trate del mismo delito, ya que conforme a los 
artículos 150 y 152 del Código Penal Federal y 167 del Código Penal 
para el Estado de Durango (abrogado mediante decreto publicado en el 
periódico oficial de la entidad el 29 de abril de 2004), el tipo penal que 
describen contiene el mismo verbo rector de la conducta prohibida, es 
decir, favorecer  la evasión de algún detenido, procesado o condenado; 
de manera que tienen la misma estructura básica, que es a lo que debe 
atenderse para resolver respecto de una solicitud de reconocimiento de 
inocencia. En efecto, en el supuesto mencionado los mismos hechos se 
subsumen en dos tipos penales que prohíben el despliegue de la misma 
conducta, como consecuencia de que el favorecimiento de la evasión 
recae en presos o reos que están a disposición de órganos 
jurisdiccionales del fuero común y del federal; sin que tenga relevancia 
el juicio de subsunción, sino la circunstancia de que se hayan seguido 
diversos procedimientos penales por los mismos hechos, en ambos 
fueros, en contra del mismo sujeto activo, que culminaron con el dictado 
y colisión de dos sentencias condenatorias por el mismo delito, por lo 
que se colman todos los extremos exigidos para declarar procedente el 
reconocimiento de inocencia, ya que ante tal panorama fáctico y 
normativo debe prevalecer la sentencia más benigna. 
 
 
 
Contradicción de tesis 25/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Tercero, ambos del Octavo Circuito. 
04 de noviembre de 2009. Mayoría de tres votos. Disidentes: Juan N. 
Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina Haidé Avante Juárez. 



 

 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de noviembre 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, doce de noviembre de 
dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 125/2009 
 
 

PRUEBA TESTIMONIAL EN EL JUICIO DE AMPARO. SU 
DESERCIÓN, POR INASISTENCIA DE LOS TESTIGOS, 
ÚNICAMENTE DEBE DECLARARSE DENTRO DE LA ETAPA DE 
PRUEBAS DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. De la 
interpretación sistemática de los artículos 151 y 155 de la Ley de 
Amparo, así como del numeral 167 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la ley citada, se 
advierte que la prueba testimonial se anunciará cinco días hábiles antes 
del señalado para la audiencia constitucional, sin contar el del 
ofrecimiento ni el señalado para la audiencia, siendo obligación del 
oferente, de no manifestar imposibilidad alguna, presentar a los testigos 
en el día y hora fijados para su celebración, so pena de que se declare 
desierta. En ese sentido, se concluye que la deserción de la prueba 
testimonial en el juicio de amparo, por inasistencia de los testigos, 
únicamente debe declararse dentro de la etapa de pruebas de la 
audiencia constitucional, en tanto que dicha declaratoria requiere, en 
primer término, que aquélla se lleve a cabo y, en segundo, que no se 
presenten los testigos anunciados; de ahí que si no se celebra el día y 
hora señalados para ello, el órgano de amparo no debe declarar 
desierta la prueba por inasistencia de los testigos, ya que el momento 
procesal oportuno para su desahogo es la etapa de pruebas, la cual se 
desarrolla precisamente en la audiencia de garantías; de manera que si 
ésta no se celebra, carece de sentido exigir la presencia de los testigos. 
 
 
Contradicción de tesis 55/2008-PL. Entre las sustentadas por el 
Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, el Décimo Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Primer 
Tribunal Colegiado del Noveno Circuito y el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Cuarto Circuito. 04 de noviembre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús 
Antonio Sepúlveda Castro. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de noviembre 
de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, doce de noviembre de 
dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 126/2009. 
 

JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS. EL CONGRESO DE LA 
UNIÓN TIENE FACULTADES PARA LEGISLAR EN ESA MATERIA. 
La Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios no se limita 
a establecer contribuciones sobre algunas de las materias enumeradas 
en el artículo 73, fracción XXIX, inciso 5o., de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, esto es, energía eléctrica, producción y 
consumo de tabacos labrados, gasolina y otros productos derivados del 
petróleo, cerillos y fósforos, aguamiel y productos de su fermentación, 
explotación forestal y producción y consumo de cerveza; de manera 
que no puede considerarse que en dicha ley impositiva forzosa y 
necesariamente deben contenerse todas las contribuciones sobre las 
referidas materias, so pena de inconstitucionalidad, y tampoco cabe 
esta censura por el hecho de que en el aludido ordenamiento impositivo 
se incluya el gravamen de una materia que no aparece en el indicado 
inciso, que se refiere a los impuestos especiales. Ello es así, en virtud 
de que con fundamento en la fracción VII del artículo 73 constitucional, 
el Congreso de la Unión tiene facultades para establecer los tributos 
necesarios para cubrir el gasto público y, por tanto, no existe 
inconveniente constitucional alguno para que en la mencionada ley 
ordinaria se establezca una contribución que grave el servicio de juegos 
con apuestas y sorteos. 
 
Amparo en revisión 101/2009. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio 
Alberto Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 663/2009. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto. 
 
Amparo en revisión 1330/2009. **********. 26 de agosto de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto.  
 
Amparo en revisión 1896/2009. **********. 26 de agosto de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana 
Carolina Cienfuegos Posada. 
 
Amparo en revisión 1885/2009. **********. 2 de septiembre de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez.  
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de 
noviembre de dos mil nueve. México, Distrito Federal, diecinueve 
de  noviembre  de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/cop. 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 127/2009. 
 

JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS. EL IMPUESTO ESPECIAL 
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS CONSTITUYE UN GRAVAMEN 
INDIRECTO Y, DADA SU NATURALEZA, ES TRASLADABLE 
TRATÁNDOSE DE ESAS ACTIVIDADES. Aun cuando el impuesto 
especial sobre producción y servicios no es acreditable, es trasladable a 
los participantes en los juegos con apuestas y sorteos que, en su 
calidad de consumidores, deben aceptar la traslación del gravamen, 
conforme a la tasa prevista en el artículo 2o., fracción II, inciso B), de la 
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. Así, dada su 
intrínseca naturaleza indirecta, el impuesto especial referido es 
totalmente trasladable, con independencia de las dificultades técnico 
operativas que pueda aducir el organizador de dichas actividades. 
 
Amparo en revisión 101/2009. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio 
Alberto Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 663/2009. **********. de C.V. 24 de junio de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo 
Soto. 
 
Amparo en revisión 1330/2009. **********. 26 de agosto de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto.  
 
Amparo en revisión 1857/2009. **********. 2 de septiembre de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez.  
 
Amparo en revisión 1762/2009. **********. 9 de septiembre de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de 
noviembre de dos mil nueve. México, Distrito Federal, diecinueve 
de  noviembre  de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 128/2009. 
 

JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS. TRATÁNDOSE DE ESAS 
ACTIVIDADES, EL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y 
SERVICIOS NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido 
que la capacidad contributiva se vincula con la persona que debe 
soportar la carga del tributo, o sea, aquella que finalmente, según las 
diversas características de cada contribución, ve disminuido su 
patrimonio al pagar una cantidad específica por concepto de esos 
gravámenes, sea en su calidad de sujeto pasivo o como destinatario de 
ellos por la traslación que deba efectuarse por disposición legal o por 
las características propias del tributo de que se trate. Lo anterior resulta 
particularmente relevante tratándose de impuestos indirectos, toda vez 
que éstos no deben medirse en términos tradicionales de capacidad 
contributiva del causante, dada su particular naturaleza, en tanto que no 
gravan el movimiento de riqueza que corresponde a la operación, sino 
que atienden al patrimonio que soporta esa operación (el del 
consumidor). Así, el impuesto especial sobre producción y servicios, 
específicamente por la realización de juegos con apuestas y sorteos, no 
viola  el principio de proporcionalidad tributaria contenido en la fracción 
IV del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en tanto que la base gravable tiene estrecha relación con el 
hecho imponible, pues el legislador ha considerado que si dicho 
patrimonio es suficiente para soportar el consumo (costo del juego o 
sorteo), también lo es para absorber el impuesto, lo cual demuestra que 
para efectos del traslado, retención y entero del impuesto especial 
relativo a juegos con apuestas y sorteos, nada tiene que ver la 
capacidad contributiva del organizador de dichos eventos porque, se 
reitera, dada la naturaleza indirecta del impuesto, quien lo absorbe y lo 
paga es el consumidor del servicio. 
 
Amparo en revisión 101/2009. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio 
Alberto Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 663/2009. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto. 
 
Amparo en revisión 1330/2009. **********. 26 de agosto de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto.  
 
Amparo en revisión 1857/2009. **********. 2 de septiembre de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez.  
 
Amparo en revisión 1762/2009. **********. 9 de septiembre de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 



 

de la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de 
noviembre de dos mil nueve. México, Distrito Federal, diecinueve 
de  noviembre  de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 129/2009 
 

COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. CUANDO TANTO EL ACTOR 
COMO EL DEMANDADO OBTIENEN EN PRIMERA INSTANCIA 
SENTENCIA PARCIALMENTE FAVORABLE Y AL APELARLA POR 
AMBOS SE MODIFICA ÚNICAMENTE POR EL RECURSO DE UNO, 
AGRAVANDO LA SITUACIÓN DEL OTRO, NO SE ACTUALIZA EL 
SUPUESTO PREVISTO EN LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 1,084 
DEL CÓDIGO DE COMERCIO, POR LO QUE CADA UNO DEBE 
SOPORTAR LAS QUE HAYA ORIGINADO. Conforme a dicho 
precepto legal, el que fuere condenado por dos sentencias conformes 
de toda conformidad siempre será sancionado en costas abarcando la 
condena de ambas instancias, sin que para ello se requiera que exista 
parte vencida en el juicio, sino sólo que no obtenga resolución 
favorable. Ahora bien, dado que ese supuesto normativo se rige por el 
sistema de la compensación en indemnización obligatoria, de carácter 
objetivo, en tanto que el sentenciado debe cubrir los gastos erogados 
por su contraparte al haberlo obligado injustamente a comparecer a 
juicio en la segunda instancia, se concluye que cuando tanto el actor 
como el demandado obtienen en primera instancia sentencia 
parcialmente favorable –o lo que es lo mismo, parcialmente 
desfavorable a sus intereses– a causa de que aquél no obtuvo todas las 
prestaciones exigidas en su demanda y éste resultó absuelto de alguna 
o algunas, y ambos apelan esa resolución, modificándose sólo por el 
recurso de uno de ellos, agravando la situación del otro, cada uno debe 
soportar las costas que haya originado. Lo anterior es así, porque en 
ese evento no se actualiza la hipótesis prevista en la fracción IV del 
artículo 1,084 del Código de Comercio, en tanto que no es dable afirmar 
que el vencido en ambas instancias hizo concurrir injustificadamente a 
su contrario a la alzada, pues las dos partes la instauraron 
voluntariamente. En efecto, la razón por la que se condena en costas 
en términos del precepto indicado es que el apelante obliga a su 
contraparte a acudir a la segunda instancia de manera injustificada, es 
decir, por resultar infructuoso el litigio en esa instancia al quedar en los 
mismos términos la sentencia de primer grado, lo cual no acontece 
cuando cambia el sentido de ésta, aunque sea mínimamente, pues en 
ese supuesto la comparecencia a segunda instancia resulta 
objetivamente justificada. 
 
 
Contradicción de tesis 257/2009. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y el Séptimo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 11 de noviembre 
de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: 
José Álvaro Vargas Ornelas. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciocho de 
noviembre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, diecinueve 
de noviembre de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
HAGH*pmm 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  130/2009 
 
 

FARMACODEPENDENCIA. AL CONSTITUIR UNA EXCLUYENTE 
DEL DELITO, EL JUEZ PUEDE PRONUNCIARSE AL RESPECTO EN 
EL AUTO DE TÉRMINO CONSTITUCIONAL, SIN TENER QUE 
ESPERAR HASTA EL DICTADO DE LA SENTENCIA DEFINITIVA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 20 DE AGOSTO DE 2009). 
Conforme a los artículos 524 y 525 del Código Federal de 
Procedimientos Penales (derogados mediante decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 20 de agosto de 2009), si el dictamen 
realizado por la autoridad sanitaria indica que el inculpado tiene el 
hábito o la necesidad de consumir estupefacientes o psicotrópicos y la 
cantidad poseída es la necesaria para su propio consumo, no se hará 
consignación a los tribunales, y si se hubiere hecho y dentro de las 
setenta y dos horas que señala el artículo 19 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, se formula o se rectifica dicho 
dictamen en el sentido de que se actualiza el referido hábito o 
necesidad y la cantidad de droga asegurada al detenido es la necesaria 
para consumo personal, el Ministerio Público se desistirá de la acción 
penal sin necesidad de consultar al Procurador General de la República 
y pedirá al tribunal que el detenido sea puesto a disposición de la 
autoridad sanitaria federal para su tratamiento, por el tiempo requerido 
para su curación. Así, la farmacodependencia constituye una 
excluyente del delito, ya que ni siquiera puede ejercerse la acción penal 
si se advierte que quien posee la droga lo hace para satisfacer su 
propia necesidad; de manera que si de autos se acredita que el 
inculpado es un farmacodependiente que sólo posee el estupefaciente 
para su estricto consumo personal, el juez puede pronunciarse sobre 
dicha excluyente en el auto de término constitucional sin tener que 
esperar hasta el dictado de la sentencia definitiva, y no sujetarlo a 
proceso penal, sino únicamente a un tratamiento ante las autoridades 
sanitarias. No obsta a lo anterior que el artículo 199 del Código Penal 
Federal (vigente hasta la fecha mencionada) regule el mismo supuesto 
normativo contenido en la aludida legislación procesal, esto es, el caso 
del farmacodependiente que posea para su estricto consumo personal 
algún narcótico, y disponga que no se aplicará pena alguna, pues no se 
refiere a una excluyente de responsabilidad sino a una excusa 
absolutoria, ya que faculta al juez para someter a proceso al 
farmacodependiente y dictar sentencia en la que se tenga por 
acreditado el delito y su responsabilidad, pero sin aplicar una pena, lo 
cual no sólo es contrario a lo previsto en el Código Federal de 
Procedimientos Penales, sino que implica una abierta contravención 
constitucional, pues en nada ayuda a la rehabilitación del 
farmacodependiente y sí, en cambio, constituye una violación a su 
derecho a la salud, además de que el solo hecho de considerarlo 
culpable de un delito como la posesión de droga para el consumo 
personal significa una estigmatización que afecta su dignidad; de ahí 
que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que ante esa antinomia legal, para determinar el tratamiento 
procesal que ha de darse al farmacodependiente, debe atenderse a la 
solución que brinda el indicado ordenamiento adjetivo, por apegarse 
más al régimen constitucional en vigor. 
 
 



 

Contradicción de tesis 50/2008-PL. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero, Segundo y Quinto, todos del Décimo 
Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Tercera Región. 11 de noviembre de 2009. Mayoría de 
tres votos. Disidentes: Juan N. Silva Meza y Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciocho de 
noviembre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, diecinueve 
de noviembre de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  131/2009 
 
 

AUTORIZADO EN TÉRMINOS AMPLIOS DEL ARTÍCULO 27 DE LA 
LEY DE AMPARO. ESTÁ LEGITIMADO PARA INTERPONER 
RECURSO DE REVISIÓN CONTRA EL AUTO QUE DESECHA LA 
DEMANDA, AUN CUANDO EL JUEZ DE DISTRITO NO LE HAYA 
RECONOCIDO ESE CARÁCTER. La primera parte del segundo 
párrafo del artículo 27 de la Ley de Amparo faculta al quejoso y al 
tercero perjudicado para designar a un autorizado, cuyas atribuciones 
son las de realizar cualquier acto en defensa de los intereses de su 
autorizante, como lo es la interposición de recursos. Ahora bien, tanto 
del texto de dicho precepto como de sus antecedentes legislativos se 
advierte que para que esta forma de mandato judicial surta efectos sólo 
se requiere la manifestación expresa del autorizante en ese sentido, sin 
mayores condiciones, excepto en las materias civil, mercantil y 
administrativa, en cuyo caso el autorizado debe acreditar que está 
legalmente facultado para ejercer la profesión de abogado. En ese 
tenor, se concluye que si el agraviado presenta la demanda de 
garantías y en ella designa a su autorizado, delegándole las facultades 
procesales que prevé la indicada disposición, éste puede recurrir el auto 
de desechamiento emitido por el juez de distrito, aun cuando no se le 
haya reconocido ese carácter, porque su legitimación deviene de la 
voluntad del quejoso y no del reconocimiento por parte del juzgador de 
amparo. Interpretar lo contrario significaría desconocer el texto expreso 
del citado artículo 27, contrariar la voluntad del quejoso expresada al 
resguardo de dicha norma, mermar sus posibilidades de defensa ante 
un acto de tanta trascendencia como lo es el desechamiento de la 
demanda de amparo, y consentir que una omisión sólo atribuible al juez 
redunde en perjuicio del agraviado, todo lo cual vulneraría el derecho a 
la tutela judicial efectiva contenido en el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
 
Contradicción de tesis 99/2009. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, el Séptimo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el anterior 
Tercer Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito, actualmente Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito. 11 de 
noviembre de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente Juan N. Silva 
Meza. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Miguel 
Bonilla López.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciocho de 
noviembre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, diecinueve 
de noviembre de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
HAGH*pmm 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 132/2009 
 
 

PRUEBAS TESTIMONIAL, PERICIAL Y DE INSPECCIÓN OCULAR 
EN EL JUICIO DE AMPARO. PARA EL CÓMPUTO DEL PLAZO 
PARA SU OFRECIMIENTO DEBEN CONSIDERARSE COMO 
HÁBILES LOS DÍAS DECLARADOS INHÁBILES EN EL INCISO C) 
DEL PUNTO PRIMERO DEL ACUERDO GENERAL 10/2006 DEL 
PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL. El artículo 
151 de la Ley de Amparo establece que las pruebas testimonial, pericial 
y de inspección ocular, deben anunciarse cinco días hábiles antes del 
señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el 
del ofrecimiento ni el señalado para la audiencia, es decir, a diferencia 
de la generalidad de los plazos previstos en el juicio de amparo, los 
cuales se cuentan hacia el futuro, el del ofrecimiento de las indicadas 
probanzas se computa de adelante para atrás, tomando como 
referencia el día fijado para la celebración de la audiencia 
constitucional. Ahora bien, conforme al inciso c) del punto Primero del 
Acuerdo General 10/2006 del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, relativo a la determinación de los días inhábiles y los de 
descanso, publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, febrero de 2006, página 2009, el 
primer lunes de febrero, el tercer lunes de marzo y el tercer lunes de 
noviembre, deben considerarse como inhábiles para todo lo relacionado 
con los plazos procesales en los asuntos de la competencia de los 
órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, con 
excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación; sin embargo, tratándose 
del cómputo del plazo para el ofrecimiento de las pruebas 
mencionadas, considerar inhábil cualquiera de los días señalados por el 
referido inciso c), redunda en un perjuicio para el oferente porque por 
un lado, se recorre el término del plazo al día hábil inmediato anterior y, 
por el otro, de haber realizado el ofrecimiento sin considerar como 
inhábil alguno de los días señalados con ese carácter en el aludido 
Acuerdo General, dicho ofrecimiento será extemporáneo. En ese 
sentido y tomando en cuenta que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia ha sostenido que en caso de existir confusión respecto al 
cómputo correspondiente debe estarse a lo más favorable para el 
promovente del amparo, se concluye que a fin de no afectar los 
derechos de las partes, procede que el juez de Distrito, sólo para 
realizar el cómputo del plazo a que se refiere el artículo 151 de la Ley 
de Amparo, considere como hábiles los días a que se refiere el inciso c) 
del punto Primero del Acuerdo General señalado. Asimismo y para no 
afectar los derechos de las otras partes en el juicio de amparo indirecto, 
de no existir alguna causa de desechamiento, el juez deberá admitir la 
prueba y diferir la audiencia constitucional con la finalidad de que la 
autoridad responsable y la contraparte cuenten con el tiempo suficiente 
para conocer las pruebas ofrecidas y tomar las medidas pertinentes 
para su adecuada defensa. 
 
 
Contradicción de tesis 181/2009. Entre las sustentadas por el Décimo 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo, el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa y el Décimo Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa, todos del Primer Circuito. 11 de 
noviembre de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón 



 

Cossío Díaz. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús 
Antonio Sepúlveda Castro. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciocho de 
noviembre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, diecinueve 
de noviembre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  133/2009 
 
 

SUSPENSIÓN DE DERECHOS CIVILES PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 45, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL. EL 
TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE PRONUNCIARSE SOBRE SU 
IMPOSICIÓN AUN CUANDO EL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA 
OMITA HACERLO O SE ABSTENGA DE DECRETARLA POR NO 
MEDIAR SOLICITUD AL RESPECTO POR PARTE DEL MINISTERIO 
PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN. La Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación sostuvo en la jurisprudencia 1a./J.39/2009, de 
rubro: “SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS CIVILES DEL 
SENTENCIADO. SU IMPOSICIÓN NO REQUIERE LA PETICIÓN 
EXPRESA DEL MINISTERIO PÚBLICO.”, que la suspensión de 
derechos civiles a la que se refieren los artículos 45, fracción I, y 46 del 
Código Penal Federal constituye una pena accesoria que se impone por 
ministerio de ley y que por ello es irrelevante que el Ministerio Público la 
solicite, pues al estar predeterminada por la ley, si se actualiza el 
supuesto normativo relativo a la imposición de la pena principal, 
indefectiblemente se surte la consecuencia de derecho consistente en 
la aplicación concomitante de la sanción accesoria. En ese sentido, se 
concluye que el tribunal de alzada puede pronunciarse sobre la 
imposición de la suspensión de derechos civiles prevista en el artículo 
45, fracción I, del citado código, aun cuando el juez de primera instancia 
omita hacerlo o se abstenga expresamente de decretarla por no mediar 
la solicitud del Ministerio Público de la Federación, toda vez que se trata 
de una consecuencia de derecho que al operar por ministerio de ley, 
desde la imposición de la sanción principal, no requiere del 
reconocimiento previo de la autoridad. En efecto, en el mencionado 
supuesto la suspensión indicada ya existe en la esfera jurídica del 
sentenciado; de ahí que el tribunal de apelación no agrava la pena 
individualizada en primera instancia, sino que sólo reconoce el carácter 
accesorio, necesario e indefectible de la suspensión de derechos 
civiles,  por lo cual no transgrede el principio de non reformatio in peius 
contenido en el artículo 385 del Código Federal de Procedimientos 
Penales. 
 
Contradicción de tesis 288/2009. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 11 de 
noviembre de 2009. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciocho de 
noviembre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, diecinueve 
de noviembre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  134/2009 
 
 

REMATE EN MATERIA MERCANTIL. CUANDO NO SE FINCA EN LA 
SEGUNDA ALMONEDA, EL ARTÍCULO 584 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL NO ES 
SUPLETORIO DEL CÓDIGO DE COMERCIO. Conforme al citado 
precepto, es posible solicitar la celebración de una tercera subasta sin 
sujeción a tipo, y el ejecutante puede ofrecer una postura inferior a las 
dos terceras partes del precio que sirvió de base para la segunda 
almoneda. Por su parte, el artículo 1,412 del Código de Comercio 
señala que tratándose de la adjudicación de bienes, cuando no haya 
comparecido postor, el acreedor podrá pedir su adjudicación por el 
precio que para subastarlos se haya fijado en la última almoneda. En 
ese sentido, si se toma en cuenta, por un lado, que ambas legislaciones 
regulan de manera expresa, concreta y diferente lo relativo al remate y, 
por el otro, que esta Sala ha sostenido que la finalidad de la 
supletoriedad es colmar lagunas legislativas sin llegar al extremo de 
implementar derechos o instituciones no regulados en la ley que ha de 
suplirse, resulta indudable que cuando el remate mercantil no se finca 
en la segunda almoneda, el artículo 584 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal no es supletorio del Código de Comercio, 
pues de lo contrario se estaría legislando –y no llenando una laguna 
legal–, ya que se crearía una nueva figura en relación con los remates 
en materia mercantil, siendo que el legislador no previó en el Código de 
Comercio una tercera subasta sin sujeción a tipo; de ahí que la indicada 
aplicación supletoria contravendría las bases esenciales del sistema 
legal en que se sustenta la institución del remate en el Código de 
Comercio, pues el juicio ejecutivo mercantil es sumario, lo cual implica 
prontitud en el procedimiento, y aceptar una tercera o ulteriores 
subastas prolongaría indefinidamente el remate, lo que es ajeno a la 
naturaleza de la vía ejecutiva mercantil.  
 
 
Contradicción de tesis 143/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero, Tercero y Séptimo, todos en Materia 
Civil del Primer Circuito. 11 de noviembre de 2009. Cinco votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciocho de 
noviembre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, diecinueve 
de noviembre de dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  135/2009 
 
 

LIBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCIÓN CONCEDIDA DENTRO 
DEL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN. SIGUE VIGENTE AUN CUANDO 
SE HAYA RESUELTO EN DEFINITIVA EL JUICIO DE AMPARO 
PRINCIPAL (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 20 APARTADO A, 
FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA 
ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008). La libertad 
provisional bajo caución concedida en el incidente de suspensión 
constituye un derecho fundamental de todo indiciado y procesado, que 
cobra autonomía del propio incidente e incluso del juicio principal, en 
virtud de que únicamente podrá revocarse cuando incumpla en forma 
grave con cualquiera de las obligaciones que en términos de ley deriven 
a su cargo en razón del juicio de amparo o del procedimiento penal 
respectivo. En ese tenor, se concluye que terminado el juicio –lo cual 
incluye la debida ejecución del fallo- el aludido beneficio seguirá vigente 
y el juez de garantías debe devolver al juez de la causa natural, plena 
jurisdicción sobre la libertad personal del quejoso, en su caso, con las 
garantías ya exhibidas, o bien, con la determinación acerca del monto y 
forma de la caución, a partir de ese momento, aquél reasumirá en 
plenitud la jurisdicción indicada, lo que implica que ante el conocimiento 
de que el juicio de amparo ha concluido deberá solicitar al juez de 
control constitucional el envío de las garantías concedidas, si éste no lo 
ha hecho, y ordenar al inculpado su presentación para la continuación 
del proceso en libertad provisional; por su parte, el órgano de control 
constitucional habrá de acordar lo conducente para que de manera 
efectiva el agraviado quede, por lo que se refiere a dicho beneficio, a 
disposición del juez del proceso. Bajo esta premisa, con la finalidad de 
dar seguridad jurídica al agraviado, no deben quedar sin materia las 
incidencias procesales derivadas de la libertad provisional bajo caución 
concedida en el incidente de suspensión o los recursos intentados 
respecto de ellas en el juicio de amparo, mientras el juez natural no 
recobre plenamente la jurisdicción sobre la libertad personal del 
quejoso, sin importar que haya causado ejecutoria la sentencia dictada 
en el cuaderno principal.  
 
 
Contradicción de tesis 359/2009. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito. 11 de 
noviembre de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciocho de 
noviembre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, diecinueve 
de noviembre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  136/2009 
 
 

PORTACIÓN DE ARMA DE FUEGO SIN LICENCIA. ES UN DELITO 
DE CARÁCTER PERMANENTE. El delito de portación de arma de 
fuego sin licencia previsto en el artículo 81, en relación con los diversos 
9 y 24, de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, se consuma 
durante todo el tiempo que se lleva consigo el arma dentro de un radio 
de acción en el que se encuentra al alcance del sujeto activo y que se 
pone en riesgo el bien jurídico protegido, consistente en la paz y la 
seguridad de la sociedad. Así, atendiendo al momento en que se 
consuma el tipo penal –cuando se dan todas las previsiones 
determinadas para su actualización–, que es lo que toma en cuenta la 
clasificación contenida en el artículo 7o. del Código Penal Federal, se 
concluye que el delito de portación de arma de fuego sin licencia es de 
carácter permanente, ya que acontece durante todo el periodo en que 
se porta el arma, sin que se exija un resultado material para ser 
sancionado, al tratarse de un delito de peligro. 
 
 
Contradicción de tesis 212/2009. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 18 de 
noviembre de 2009. Mayoría de tres votos. Disidente: Juan N. Silva 
Meza. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Beatriz Joaquina Jaimes 
Ramos. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticinco de 
noviembre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintiséis 
de noviembre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL  137/2009 
 
 

DIVORCIO POR DECLARACIÓN UNILATERAL DE VOLUNTAD. 
ANTE LA FALTA DE ACUERDO DE LAS PARTES RESPECTO DEL 
CONVENIO PARA REGULAR LAS OBLIGACIONES QUE 
PERSISTEN DESPUÉS DE DISUELTO EL MATRIMONIO, EL JUEZ 
DE LO FAMILIAR DEBE DECRETAR AQUÉL Y RESERVAR PARA 
LA VÍA INCIDENTAL LA RESOLUCIÓN DE TODAS LAS DEMÁS 
CUESTIONES (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL VIGENTE A 
PARTIR DEL 4 DE OCTUBRE DE 2008). Conforme a los artículos 88, 
255, fracción X, 260, fracción VIII, 272-A y 272-B del Código de 
Procedimientos Civiles y 287 del Código Civil, ambos para el Distrito 
Federal, cualquiera de los cónyuges puede unilateralmente reclamar del 
otro la disolución del vínculo matrimonial, sin necesidad de invocar 
alguna causa y sin importar la posible oposición del cónyuge 
demandado. Asimismo, en la demanda relativa y en el escrito de 
contestación, el actor y el demandado deben ofrecer las pruebas para 
acreditar la propuesta o contrapropuesta del convenio que regule las 
consecuencias derivadas de la disolución del matrimonio, como pueden 
ser, en su caso, las relacionadas con los hijos menores e incapaces, los 
alimentos para los hijos y/o para el cónyuge, el uso del domicilio 
conyugal y menaje, la administración de los bienes de la sociedad 
conyugal hasta su liquidación y el señalamiento de la compensación 
prevista en la fracción VI del artículo 267 del citado código sustantivo 
para el caso de que el matrimonio se haya celebrado bajo el régimen de 
separación de bienes. Ahora bien, la conformidad de los cónyuges 
respecto del indicado convenio no es suficiente para su aprobación, 
sino que debe satisfacer los requisitos legales y, para verificarlo, el juez 
de lo familiar ha de apoyarse en las pruebas que las partes ofrezcan en 
los escritos de demanda y contestación y que habrán de desahogarse 
en la vía incidental; de manera que si el cónyuge demandado está de 
acuerdo con la propuesta de convenio presentada por su contrario y 
reúne los requisitos legales, el juez lo aprobará y decretará el divorcio, 
sin necesidad de dictar sentencia, pues en realidad no decide alguna 
cuestión litigiosa. Así, de la interpretación sistemática de los referidos 
preceptos se concluye que ante la falta de dicho acuerdo, el juez de lo 
familiar únicamente debe decretar el divorcio y reservar para la vía 
incidental la resolución de las demás cuestiones, entre ellas la de la 
mencionada compensación, en tanto que el exacto cumplimiento de los 
requisitos del convenio aludido debe sustentarse en las pruebas 
ofrecidas por las partes. Lo contrario implicaría permitir que el juez 
resuelva sobre un aspecto que debe ser materia de convenio sin contar 
con pruebas admitidas y desahogadas conforme a las formalidades 
legales correspondientes, lo cual violaría el derecho de contradicción de 
los cónyuges y rompería con las condiciones de impartición de justicia 
imparcial. 
 
 
Contradicción de tesis 322/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Séptimo y Octavo, ambos en Materia Civil del 
Primer Circuito. 18 de noviembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticinco de 
noviembre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintiséis 
de noviembre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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 TESIS  JURISPRUDENCIAL   138/2009 
 
 

SECUESTRO EXPRESS. EL HECHO DE QUE SE ACTUALICE ESTE 
DELITO NO EXCLUYE LA POSIBILIDAD DE ACREDITAR EN 
FORMA AUTÓNOMA LOS TIPOS PENALES BÁSICOS DE ROBO O 
EXTORSIÓN (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL). Conforme al 
artículo 163 Bis del Código Penal para el Distrito Federal que prevé el 
delito de privación de la libertad en su modalidad de secuestro express, 
subyacen dos bienes jurídicos protegidos autónomos: la libertad física 
de tránsito o locomoción de las personas, es decir, su libertad 
ambulatoria y la seguridad del patrimonio del sujeto pasivo o de sus 
familiares. Además, el tipo descrito en dicha norma contiene un 
elemento subjetivo referente a la finalidad o propósito del sujeto activo 
de cometer un delito de robo o extorsión, o el de alcanzar un beneficio 
económico, ya que basta la existencia de tal propósito para que el delito 
se considere agotado, sin necesidad de la consumación material de la 
finalidad propuesta. En efecto, el delito de privación de la libertad en su 
modalidad de secuestro no incluye resultado material, pues se configura 
independientemente de que se consiga o no el mencionado propósito, 
lo cual se confirma con el segundo párrafo del citado precepto legal, 
que establece una penalidad de veinte a cuarenta años de prisión 
únicamente por la comisión del delito de privación de la libertad en su 
modalidad de secuestro express, sin perjuicio de las penas que 
correspondan por los delitos de robo o extorsión. De manera que si el 
legislador distinguió claramente entre la conducta que tipifica la 
privación de la libertad en su modalidad de secuestro express y las 
conductas comisivas de los delitos de robo o extorsión, resulta evidente 
que se trata de conductas independientes y, por tanto, el hecho de que 
se actualice el delito de secuestro express no excluye la posibilidad de 
acreditar en forma autónoma los tipos básicos de robo o extorsión de 
llegar a la fase de ejecución. 
 
Contradicción de tesis 269/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Cuarto y Séptimo, ambos en Materia Penal del 
Primer Circuito. 18 de noviembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretario: Arnoldo Castellanos Morfín. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticinco de 
noviembre de dos mil nueve.- México, Distrito Federal, veintiséis 
de noviembre de dos mil nueve.- Doy fe. 
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